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Los monopolios son ámbitos económicos en que el Estado se reserva la producción, 
elaboración y/o comercialización de determinados bienes o la explotación de ciertas actividades 
económicas, sino con el objeto de percibir ingresos derivados de la ganancia obtenida en razón de 
la posición exclusiva en el mercado, bien sea, como, porque gestione directamente el monopolio, 
o bien porque tenga una participación en el capital social de la entidad a la que se ha atribuido su 
gestión.  
 
El ejercicio del monopolio puede tener fines meramente fiscales, en estos casos, el Estado 
se reserva determinadas actividades, bienes o servicios, no con el fin de controlarlos o excluirlas 
del mercado, sino para percibir mayores ingresos que permitan el cumplimiento de sus fines, esto 
es, como arbitrio rentístico. 
 
La historia constitucional colombiana da cuenta del establecimiento de monopolios fiscales 
desde el Acto legislativo 03 de 1910, que modificó la Constitución de 1886 (artículo 31), norma 
que se mantuvo en su esencia, aunque con algunas novedades en la Constitución de 1991 (artículo 
336). Por expreso mandato constitucional, en Colombia se han establecido dos tipos de 
Monopolios rentísticos: el monopolio de juegos de suerte y azar y el monopolio de licores. Este 
instrumento económico ha conservado algunos elementos esenciales desde su concepción inicial: 
el carácter de arbitrio rentístico y la finalidad de interés público y social, fórmula que tiene como 
propósito, la generación rentas para atender la prestación de servicios públicos esenciales a cargo 
del Estado.  
 
En el caso concreto del monopolio de licores, este instrumento económico tiene especial 
relevancia, por la importancia que tienen los ingresos derivados del monopolio para las finanzas 
de los departamentos, ya sea como participación económica y/o como utilidades derivadas de las 
empresas productoras monopolísticas. Sin embargo, los departamentos conservan la facultad de 
decidir entre ejercer el monopolio y cobrar la participación económica, o gravar las actividades 




El marco normativo con fundamento en el cual los departamentos han ejercido el 
monopolio, está conformado por las normas constitucionales, leyes y las ordenanzas expedidas por 
las Asambleas por las cuales regulan el ejercicio, administración y control del monopolio en la 
jurisdicción de los departamentos, como titulares del mismo.  
 
Así las cosas, podemos identificar tres momentos determinantes en relación con el régimen 
jurídico aplicable al monopolio de licores destilados por parte de los departamentos para el 
ejercicio de esta competencia. En primer lugar, el régimen vigente antes de la Constitución de 
1991. Posteriormente, el régimen aplicable con la aprobación de la actual Carta Política de 1991, 
que ofrece un caso especial, ya que por mandato del mismo constituyente se reserva a la ley la 
expedición del régimen propio que regule la organización, control y explotación de los monopolios 
rentísticos, lo cual en términos de la Corte Constitucional, confiere al legislador una amplia 
facultad de regulación en materia de monopolios, pudiendo establecer qué tipos de actividades 
comprende, y decidir si se cede o no la titularidad de algunas rentas o la explotación de monopolios 
a las entidades territoriales, así como imponer las limitaciones y exigencias que estime necesarias, 
sin perjuicio de la facultad de dichos entes para disponer de los recursos obtenidos en la 
explotación de sus monopolios, siempre y cuando se destinen a los fines para los cuales fueron 
previstos. (Sentencia c-1191 de 2001 M. P.: Dr. Rodrigo Uprinmy Yepes) 
 
Sin embargo, esta tarea fue cumplida de forma tardía por el legislador. Ese rezago en el 
establecimiento de un régimen legal propio para el monopolio rentístico de licores, ha dado lugar 
a múltiples dificultades en su ejercicio, pues los departamentos procedieron a ejercer el monopolio 
teniendo como marco de referencia algunas disposiciones que el legislador expidió de forma 
aislada, incluso algunas anteriores a la expedición de la Constitución de 1991. Ciertamente los 
departamentos procedieron a recaudar las rentas derivadas de este instrumento económico, sin 
existir una regulación que definiera claramente el alcance, las formas de su ejercicio, así como las 
reglas para su control y explotación.  
 
Esta situación conllevó en el caso del monopolio de licores destilados a una serie de 
regulaciones disímiles definidas por las Asambleas Departamentales, con fundamento en la 
facultad reconocida por la Ley 14 de 1983 compilada en el Decreto 1222 de 1986, las cuales 
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mediante ordenanzas procedieron a regular los aspectos esenciales para el ejercicio del monopolio 
en su jurisdicción.  
 
Igualmente, los contratos o convenios suscritos entre departamentos y productores, por los 
cuales los departamentos ejercían directa o indirectamente el monopolio sobre la producción o 
introducción de licores, incluyeron las más variadas cláusulas que a su vez definen aspectos 
relativos al ejercicio del monopolio, en aspectos tan variados que van desde la definición de cargas 
adicionales, hasta cuotas o precios mínimos para la comercialización de los licores en sus 
respectivas jurisdicciones.  
 
Finalmente, 25 años después de expedida la Constitución se aprobó la Ley 1816 de 2016, 
que establece el régimen propio para el monopolio de licores destilados y constituye el tercer y 
más reciente avance en términos normativos del monopolio. 
 
De acuerdo con lo anterior, el estudio que presentamos se desarrolla en los siguientes 
capítulos: 
I. Régimen jurídico del monopolio de licores en Colombia antes de la constitución de 1991. 
 
II. Régimen jurídico del monopolio de licores destilados con la expedición de la Constitución 
de 1991: competencias y formas de ejercer el monopolio.  
 
III. Régimen propio del monopolio de licores destilados: Ley 1816 de 2016 
 
A través de este ejercicio esperamos exponer los principales aspectos regulados y las 
diferencias existentes en el régimen jurídico que ha sido aplicable al monopolio de licores 
destilados en los tres momentos determinados, haciendo especial énfasis en materia de las 
competencias reconocidas a las Asambleas departamentales y a los departamentos, la forma como 
los departamentos han explotado el monopolio y las condiciones establecidas para su ejercicio, así 
como los tipos de rentas derivados de del mismo. 
 
Dentro del desarrollo de este trabajo, describiremos la evolución normativa del monopolio 
de licores, analizando las discusiones y problemas presentados en relación con el alcance de las 
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competencias de las asambleas y departamentos en materia del monopolio, tanto en la doctrina de 
la Dirección de Apoyo Fiscal del Ministerio de Hacienda, como en la jurisprudencia constitucional 
emitida al estudiar la constitucionalidad de leyes que han regulado aspectos relacionados con el 
mismo, como en la jurisprudencia del Consejo de Estado expedida al realizar el estudio de 
legalidad de las ordenanzas expedidas por las Asambleas Departamentales. Igualmente, se presenta 
un análisis del alcance de las competencias y , a partir de ejemplos identificados en contratos y 
convenios suscritos por los departamentos antes de la entrada en vigencia de la ley 1816, por los 
cuales autorizaban la producción, introducción y/o comercialización de licores. 
 
Abordaremos el análisis de la naturaleza de las rentas derivadas del monopolio según el 
régimen jurídico aplicable, los cambios en este tipo de rentas a lo largo en cada uno de los capítulos 
definidos y las diferencias existentes en materia de monopolio y de impuesto al consumo. 
 
Presentaremos algunas consideraciones sobre las principales modificaciones realizadas por 
la Ley 1816 de 2016, precisando los cambios en las formas de ejercer el monopolio, las rentas, las 
competencias de las asambleas y el régimen de transición legalmente previsto y, concluiremos este 
trabajo con el análisis del impacto en el mercado de licores, el recaudo del impuesto al consumo y 
las consecuencias que ha tenido la aplicación del régimen propio adoptado por  la Ley 1816 de 














CAPÍTULO I.  
 
RÉGIMEN JURÍDICO DEL MONOPOLIO DE LICORES EN COLOMBIA ANTES DE 
LA CONSTITUCIÓN DE 1991. 
 
 
1.1 Antecedentes normativos del monopolio de licores antes de la Constitución de 1991. 
 
Los primeros antecedentes del monopolio de licores, según lo descrito por el Consejo de 
Estado en la sentencia con Radicado No. 1458, expedida en 2002, datan de 1736 en el virreinato 
de la Nueva Granada, cuando se gravó la producción del aguardiente con un impuesto. Poco tiempo 
después, en 1781 el Visitador Regio Juan Francisco Gutiérrez de Piñeres constituyó el monopolio 
del tabaco y del aguardiente. 
 
Con la Constitución de Cúcuta de 1821 (artículo 178) se reiteró la posibilidad de reservar 
determinadas actividades que son consideradas necesarias para la subsistencia de la República, 
facultad que también fue consagrada en el Decreto Orgánico de la Dictadura del 27 de agosto de 
1828, artículos 21 y 22, en el artículo 149 de la Constitución de 1830, el artículo 195 de la 
Constitución del Estado de la Nueva Granada de febrero 29 de 1832, el artículo 162 de la 
Constitución de 1843, el artículo 5º de la Constitución de 1853, el artículo 56 de la Constitución 
de 1858 y el artículo 15 de la Constitución de 1863. 
 
Posteriormente, el Decreto Legislativo 41 de 1905 estableció el monopolio y definió como 
renta nacional, la generada por la producción, introducción y venta de licores destilados 
embriagantes. Adicionalmente, precisó que dicho monopolio no incorpora actividades como vinos, 
perfumes, barnices, y demás artículos farmacéuticos y medicinales. Esta norma adquirió carácter 
permanente en virtud del artículo 1º de la Ley 15 de 1905. 
 
 Esta renta fue posteriormente cedida a los departamentos mediante el Decreto 1344 de 
1908 y la Ley 8ª de 1909, devolviendo a éstas entidades la propiedad y manejo de sus rentas (Meza 
Ramírez, C., 2014, Pág. 72) 
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Con la reforma constitucional realizada mediante el Acto Legislativo 3 de 1910 (Artículo 
4º,), que corresponde al artículo 31 de la Constitución Política, se establece la siguiente 
disposición: 
 
Artículo 31. Ninguna Ley que establezca un monopolio podrá aplicarse antes de que se hayan 
sido plenamente indemnizados los individuos que en virtud de ella deban quedar privados del 
ejercicio de una industria lícita. 
 
Ningún monopolio podrá establecerse sino como arbitrio rentístico y en virtud de Ley. 
Sólo podrán concederse privilegios que se refieran a inventos útiles y a vías de comunicación. 
 
En desarrollo de esta norma superior, el artículo 23 de la Ley 88 de 1910 en su numeral 25, 
reconoció en cabeza de las Asambleas Departamentales la facultad de decidir entre monopolizar 
en beneficio de su tesoro, la producción, introducción y venta de licores destilados embriagantes, 
o bien, la de gravar esas industrias de la forma en que lo determine la ley, según criterios de 
conveniencia para la entidad territorial. De esta manera, la Ley 88 de 1910 delineó los parámetros 
para la intervención de las Asambleas Departamentales en cuanto al ejercicio del Monopolio (Low 
Murtra, E. Gomez Ricardo, J., Gaceta Constitucional No. 104, “El estado cantinero: Un cuello de 
botella”, 17 de diciembre de 1991, pag.11) 
 
Esta disposición es un antecedente normativo importante, pues eleva a nivel constitucional 
el alcance de las actividades que abarca el monopolio de licores destilados, precisando que 
comprende la producción, introducción y venta de los mismos.  Así mismo, reconoce a las 
Asambleas la facultad de optar por el ejercicio del monopolio, o de "gravar esas industrias", si no 
convenía el monopolio, estableciéndolas como alternativas que no podían ser concurrentes. 
 
Poco tiempo después, esta competencia se ratifica para las Asambleas departamentales en 
el artículo 97 de Ley 4ª de 1913, Código de Régimen Político y Municipal, que ordenó como 
atribución especial de dichos órganos colegiados la siguiente:  
 
 
“Monopolizar en beneficio de su Tesoro, si lo estima conveniente, y de conformidad con 
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la ley, la producción, introducción y venta de licores destilados embriagantes, o gravar esas 
industrias en la forma que lo determine la ley, si no conviene el monopolio” 
 
En línea con lo anterior, con el fin de proteger el monopolio de los departamentos, el 
legislador prohibió a los municipios mediante el artículo 2º de la Ley 84 de 1915, el 
establecimiento del impuesto sobre el expendio a los consumidores de los licores destilados, en 
aquellos casos en que las Asambleas de los Departamentos hubieren establecido el impuesto 
departamental sobre el expendio o consumo de licores destilados nacionales. La creación de este 
impuesto fue autorizada por el inciso a) del artículo 1° de la Ley 97 de 1913 para el Concejo 
Municipal de Bogotá. 
 
Posteriormente, de acuerdo con lo descrito por la Sala de Consulta y Servicio Civil del 
Consejo de Estado, en la revisión constitucional del año de 1921 (en la parte que corresponde al 
actual inciso tercero del artículo 39 de la Constitución Política), se autorizó la restricción a la 
producción y consumo de los licores, así: 
 
“La Ley podrá restringir la producción y el consumo de los licores y de las bebidas 
fermentadas.” 
 
Esta autorización dio origen a la expedición de las Leyes 12 y 88 de 1923, por medio de 
las cuales se estableció que la renta de licores sería administrada por los departamentos y que éstos 
debían producir los licores, bien directamente o mediante "contrato con particulares", posibilidad 
esta última que en su momento se entendió como una forma de guardar la salubridad, seguridad, 
y moralidad pública. 
 
La Ley 88 de 1923 también amplió el campo de acción del monopolio a las intendencias y 
comisarías, facultó a sus beneficiarios para prohibir su producción, consumo e introducción y 
estableció que las rentas de licores debían ser administradas directamente por sus beneficiarios y 
por lo tanto, “a partir de la sanción de esta ley” no podía celebrarse por los departamentos, 
intendencias y comisarías especiales, nuevos contratos sobre arrendamiento o administración de 
la renta de licores, ni pactarse prórroga de los existentes , ni hacerse adjudicaciones de las vacantes. 
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A la expiración de los contratos que aún regían, aquellas entidades asumirían la administración 
directa de las rentas. (Low Murtra, E. Gomez, R., J., Gaceta Constitucional, 1991, pag.11) 
 
Según se lee en los debates de la Asamblea Constituyente, en 1923 el Congreso de la 
República buscó disminuir el consumo mediante la Ley 88 de ese año, que restringió en todo el 
país la producción, la venta y el consumo de licores destilados y de bebidas fermentadas e instó a 
los departamentos en intendencias a propender por la administración directa de la renta de licores, 
por cuanto la intervención estatal garantizaba la salubridad, seguridad y moralidad pública. (Low 
Murtra, E. Gomez, R., J., Gaceta Constitucional, 1991, pag.11) 
 
De igual forma, la ley 88 de 1923 estableció nuevos y altos precios para los licores 
destilados de producción nacional, y la obligación de los departamentos de producir licores 
directamente en fábricas oficiales, o bien, de adquirirlos en las fábricas oficiales de otros 
departamentos. 
 
Debido a lo anterior, los efectos en el largo plazo de la entrada en vigencia de la Ley 88, 
también denominada “antialcohólica”, han sido destacados por el crecimiento del contrabando de 
licores que desencadenó en muchas regiones del país, en donde sectores rurales y populares vieron 
en el aguardiente artesanal una posibilidad real de consumo y de negocio, de acuerdo con sus 
posibilidades económicas (Herrera Durán, 2010:11, citado en: Meza Ramírez, C. 2014, pg. 78) 
 
Poco tiempo después, el Decreto 1300 de 1932 reguló el valor del impuesto al consumo 
para champaña y aguardiente, entre otros. Seguidamente, mediante el Decreto 1920 de 1948, se 
autorizó a los departamentos para cobrar el impuesto al consumo de licores extranjeros conforme 
a las tarifas en él establecidas; al cambiar las tarifas, este decreto modificó a su vez los Artículos 
17 y 13 de la Ley 88 de 1932 y el Decreto Legislativo 1330 de 1932 respectivamente. 
 
 
A los pocos años, el Decreto Extraordinario 4140 de 1948, amplió la autorización para que 
los departamentos siguieran recaudando el impuesto al consumo de licores extranjeros, conforme 
a las tarifas establecidas desde el Decreto 1920. Igualmente, estableció nuevas tarifas y base 
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gravable para los vinos extranjeros.  
 
En abril de 1953, el Decreto 992 estableció una limitación especial respecto de los vinos 
nacionales de frutas, determinando que un departamento no podría gravar estos productos si habían 
sido fabricados en otro departamento y sólo hicieran tránsito por su departamento y, en caso de 
gravarse un producto de otro departamento, tal tributo no podría ser mayor al del producto que se 
fabrique en su territorio; esto en razón a que se dejó libre del monopolio la industria de vino 
nacional. 
 
Cinco años más tarde, el Decreto Ley 131 de 1958 señaló las tarifas para vinos y licores 
extranjeros, que luego fueron incrementadas por el Decreto 803 de 1963, el cual rigió hasta 1974, 
año en el cual fue derogado por el Decreto 1988. En cuanto a los productos nacionales, esta 
disposición aclaró que los vinos quedarían por fuera del impuesto, dado que se consideraba que 
era más conveniente dejar libre esta industria y otorgar estímulos para su crecimiento y desarrollo. 
Concretamente respecto de los licores nacionales, la tarifa del impuesto fue establecida en el 
Decreto 2956 de 1955 –decreto que adquirió fuerza de ley permanente por la Ley 33 de 1968–. 
Esta tarifa fue luego aumentada con el gravamen para el fomento del deporte creado por mandato 
de la Ley 47 de 1968, aun cuando se trataba de dos impuestos diferentes. (Piza, 2016; pág. 323) 
 
Respecto del impuesto al consumo de licores destilados de producción nacional, la Ley 33 
de 1968 determinó que a partir del 1º de enero de 1969, dicho impuesto sería de propiedad de los 
departamentos. En desarrollo de esta norma, el Decreto 057 de 1969 estableció que a partir del 1º 
de Febrero del mismo año, correspondería a los departamentos el control y recaudo del 
mencionado impuesto. Es a partir de éste momento cuando el impuesto al consumo de licores 
nacionales nace como renta departamental, pues tratándose del impuesto al consumo de vinos y 
licores extranjeros, la renta era departamental desde 1923, año en que se asignó a la financiación 
de los presupuestos departamentales. (Piza, 2016; pág. 323) 
Poco tiempo después, el Decreto 0071 de 1983, modificó las tarifas para los vinos y licores 
nacionales y extranjeros en proporción a su volumen e incluyó la prohibición para los 
departamentos de establecer gravámenes adicionales sobre la fabricación, distribución, venta y 
consumo de licores, vinos, aperitivos y similares, nacionales o extranjeros, distintos al impuesto 
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de consumo. Sin embargo, varias disposiciones contenidas en este Decreto que regulan aspectos 
del impuesto al consumo de licores, fueron derogadas con la entrada en vigencia de la Ley 14 de 
1983.  
 
Con la expedición de la Ley 14 de 1983 “por la cual se fortalecen los fiscos de las entidades 
territoriales y se dictan otras disposiciones”, se reguló el monopolio de licores, reiterando que la 
producción, introducción y venta de licores destilados, constituyen monopolio de los 
departamentos como arbitrio rentístico. Igualmente, esta norma, reguló en su capítulo V el 
impuesto al consumo de licores, disposiciones que fueron compiladas en su literalidad por el 
Decreto Ley 1222 de 1986 “por el cual se expide el Código de Régimen Departamental”. 
 
La exposición de motivos del proyecto que dio origen a la Ley 14 de 1983, explica el 
contexto histórico de la norma, destacando que su finalidad era restablecer la vigencia de los 
instrumentos creados para el fortalecimiento de los fiscos de las entidades territoriales, incluidos 
en los decretos dictados por el Gobierno Nacional durante la emergencia económica decretada en 
el año de 1982, que fueron declarados en su mayoría inexequibles por la Corte Suprema de Justicia, 
lo cual hizo necesario elevarlos a categoría legal.  
 
Concretamente, respecto al monopolio de licores, la exposición de motivos de la citada 
disposición destaca que el proyecto de ley también tenía el objetivo de establecer el régimen del 
monopolio departamental, el cual no había sido aprobado por el legislador, a pesar de los distintos 
proyectos de ley. En este sentido, se indica lo siguiente:  
 
“Este capítulo sigue muy de cerca el proyecto de ley que sobre la misma materia ha cursado 
durante las últimas legislaturas en el Congreso Nacional, en torno del cual existe un virtual 
consenso, después de varias iniciativas para regular el monopolio departamental sobre la 
producción, introducción y venta de licores destilados y establecer el impuesto de consumo a las 
bebidas alcohólicas.” 
Conforme una vieja tradición colombiana, se mantendrá este monopolio de los departamentos 
como arbitrio rentístico y se prevé que, si no conviene, puedan gravarse esas industrias y 
actividades sin perjuicio de uniformar el régimen impositivo actual atendiendo solicitudes de los 
diversos sectores interesados, como la Cámara ha tenido oportunidad de conocerlo en los últimos 
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años. (Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, 15 de agosto de 1990, Sentencia con 
Radicado No. 367, M.P. Dr. Javier Henao Hidron) 
 
Del contenido de la Ley 14 de 1983, se destaca que en su artículo 61 reitera lo dispuesto 
por la Ley 88 de 1910, en cuanto a las actividades que comprende el monopolio de los 
departamentos como arbitrio rentístico, indicando que comprende la producción, introducción y 
venta de licores destilados. De igual forma, coincide el legislador en dejar en las asambleas 
departamentales la facultad para decidir con criterios de conveniencia, si optan por ejercer el 
monopolio o por gravar esas industrias y actividades con sujeción a la ley. Por consiguiente, 
podemos afirmar que con la Ley 14 de 1983, se ratificó el monopolio departamental sobre los 
licores, como un sistema alternativo para obtener rentas en favor de los departamentos. 
 
Por otra parte, el alcance del monopolio es igualmente delimitado con la exclusión de los 
vinos, vinos espumosos o espumantes, los aperitivos y similares nacionales, sin perjuicio del 
impuesto al consumo que los grava. (artículo 62)  
 
En cuanto a estas disposiciones, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado 
describe el alcance de la facultad reconocida por el legislador a las asambleas, con la Ley 14 de 
1983, así:  
 
“las Asambleas Departamentales fueron autorizadas por el legislador para regular en su 
departamento la producción de licores destilados y, si es el caso, para establecer 
gravámenes respecto de las industrias que los produzcan (las cuales pueden ser otros 
departamentos, en tratándose de licores de producción nacional, o industrias licoreras 
extranjeras), así como para gravar las actividades de introducción o venta de tales licores 
en el territorio de su jurisdicción. De ahí la regulación legal del impuesto de consumo 
(sobre licores, vinos, vinos espumosos o espumantes, aperitivos y similares) que será 
pagado a los departamentos por los productores e introductores y que se determina sobre 
el precio promedio nacional al detal de la botella de 750 mililitros de aguardiente anisado 
nacional o proporcionalmente a su volumen, según las tarifas señaladas en la citada ley. 
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(Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, 15 de agosto de 1990, Sentencia 
con Radicado No. 367, M.P. Dr. Javier Henao Hidron) 
 
La Ley 14 de 1983 también se ocupó de definir algunos aspectos relacionados con la forma 
de ejercer el monopolio por parte de los departamentos; en este sentido el artículo 63 establece que 
éstas entidades podrán celebrar contratos de intercambio con personas de derecho público o de 
derecho privado y todo tipo de convenio que, dentro de las normas de contratación vigentes 
permitan agilizar el comercio de estos productos.  
 
Además de lo anterior, esta ley establece que para la introducción y venta de licores 
destilados, nacionales o extranjeros, sobre los cuales el departamento ejerce el monopolio, será 
necesario obtener previamente su permiso, el cual sólo se otorgará con la previa celebración de 
convenios económicos con los productores, introductores o importadores en los cuales se termine 
la participación porcentual del departamento en el precio de venta del producto, sin que para ello 
este sujeto a los límites tarifarios establecidos en esta ley. 
 
De esta forma, se eleva a rango legal la celebración de los convenios o contratos, por 
medio de los cuales los departamentos pueden ejercer el monopolio sobre la producción, 
introducción o venta de licores. En cuanto a este esquema, muchas críticas se dieron debido a que 
el legislador no reguló el contenido de estos negocios jurídicos (AA.VV., 2001, pág. 358-359), 
las cuales abordaremos en el segundo Capítulo de este trabajo. No obstante, en relación con este 
punto debemos manifestar que, ello puede obedecer a que el mismo legislador optó por dejar en 
los departamentos y asambleas la facultad para regular el ejercicio del monopolio, lo cual 
comprende el contenido de este tipo de contratos.  
 
 
A pesar de lo anterior, de las normas contenidas en la Ley 14, es importante destacar 
algunas exigencias que sí definió el legislador, por lo tanto, constituyen claros límites que las 
entidades territoriales debían respetar en el desarrollo del monopolio, las cuales podemos resumir 




 Los contratos o convenios tienen una naturaleza económica, lo cual está vinculado con la 
finalidad de arbitrio rentístico del monopolio, que apunta a que los departamentos puedan 
obtener los mayores ingresos. Por ende, este debe ser el criterio que justifique la 
celebración de estos negocios jurídicos, aunado a la finalidad de interés público y social. 
 
 Para la introducción, producción y venta de licores, exige la ley que será necesario obtener 
previamente el permiso de los departamentos, el cual sólo se otorga una vez se ha celebrado 
el convenio con los productores, introductores o importadores. Así pues, el legislador 
definió la oportunidad y con quiénes pueden celebrar los departamentos este tipo de 
contratos o convenios, admitiendo también que pueden tratarse de personas de derecho 
público o de derecho privado. 
 
 De otra parte, indica el mismo artículo 63 que en estos contratos se debe determinar la 
participación porcentual del departamento en el precio de venta del producto, sin que para 
ello este sujeto a los límites tarifarios establecidos en esta ley. En estos términos, la ley 
exige como contenido mínimo del contrato, la definición del aspecto cuantitativo del 
monopolio, al exigir que se indique la tarifa de la participación porcentual, pero aclara que 
ésta no estará limitada por las tarifas que define la ley para efectos del impuesto al consumo 
de licores (artículo 66).  
 
 Finalmente, en relación con los contratos o convenios económicos se advierte que deberán 
cumplir las normas de contratación pública, sujetándolos de esta forma a al marco jurídico 
que rigen la contratación de las entidades del Estado. 
 
En suma, la Ley 14 de 1983 establece una autorización legal para que los departamentos 
celebraran cualquier tipo de convenios o contratos con personas de derecho público o privado -
productores, introductores o importadores-, a través de los cuales autorizaran la introducción, 
producción y venta de licores destilados sometidos al régimen del monopolio en sus territorios. 
Dichos contratos dada su naturaleza eminentemente económica, debían definir, la participación 
económica exigible, sin que ello fuera el único contenido de los mismos, pues correspondía 
entonces a los departamentos regular a través de los mismos, las reglas o condiciones para el 
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ejercicio del monopolio, por supuesto, respetando las ordenanzas que sobre el particular hubiere 
expedido la asamblea, la ley y la Constitución Política. 
 
Por último, los artículos 66 y siguientes de la Ley 14 de 1983 regulan las obligaciones 
tributarias y el elemento cuantitativo (base gravable y tarifa) del impuesto al consumo de licores 
vinos aperitivos y similares y A partir de su entrada en vigencia, fueron derogadas las Leyes 88 de 
1923, 34 de 1925, 88 de 1928, 47 de 1930, los decretos 2956 de 1955 y 131 de 1958 y todas las 
demás normas contrarias a la misma. 
 
En el año 1986 se expide el Código de Régimen Departamental mediante el Decreto 
Extraordinario 1222 de 1986, el cual incorpora a partir de su Artículo 121, las disposiciones 

















CAPÍTULO II.  
 
 RÉGIMEN JURÍDICO DEL MONOPOLIO DE LICORES DESTILADOS CON LA 
EXPEDICIÓN DE LA CONSTITUCIÓN DE 1991: COMPETENCIAS Y FORMAS DE 
EJERCER EL MONOPOLIO. 
 
 
2.1 Marco normativo del monopolio de licores destilados con la expedición de la Constitución 
de 1991. 
 
La expedición de la Constitución de 1991, reconoció expresamente a favor de los 
departamentos en su artículo 336, la facultad para ejercer dos tipos de monopolio: el  monopolio 
de licores destilados y el de juegos de suerte y azar.  
 
La discusión dada en el seno de la Asamblea Constituyente en cuanto al mantenimiento 
del monopolio de licores no fue pacífica. En el amplio debate generado respecto del actual 
artículo 336 de la Carta Política, encontramos posiciones a favor y en contra de distintos 
sectores. 
 
Dentro de los argumentos de los sectores y constituyentes que abogaban por eliminar el 
monopolio departamental de licores, establecido en el artículo 31 de la Carta Política de 1886 
(Acto Legislativo 3 de 1910), se destaca, principalmente, el relacionado con la politización, 
clientelismo y corrupción en las industrias licoreras departamentales. Sin embargo, es 
importante subrayar otras consideraciones que también soportaron la propuesta de 
modificación. 
 
En la ponencia presentada por la Comisión Quinta, apuntaba a la eliminación de 
eliminar los monopolios rentísticos a favor del Estado, y en su lugar, establecer impuestos 
específicos sobre el consumo de los bienes y servicios correspondientes, dejando tal actividad 




“En el siglo pasado y aun a comienzos del actual era usual considerar que el establecimiento 
de un monopolio en favor del Estado constituía una fórmula efectiva para arbitrar recursos 
fiscales. La teoría económica contemporánea ha demostrado que lo mismo puede 
conseguirse con la aplicación de impuestos específicos sobre el consumo de los bienes y 
servicios correspondientes. Más aún, la práctica en Colombia y en otros países ha 
demostrado con creces que esta segunda opción es claramente superior a la primera, tanto en 
términos de eficiencia económica como de la magnitud de los recursos que puede obtener el 
Estado. 
 
Basta con detenerse a observar lo que ha sucedido con muchas de las licoreras 
departamentales, en las que el crecimiento burocrático, la ineficiencia y la corrupción han 
conducido a que, al tiempo que se cargan altos precios al consumidor, se obtiene un exiguo 
margen neto de recursos para la entidad territorial respectiva. (...) 
 
Por esta razón, se propone eliminar de la constitución la posibilidad de establecer monopolios 
como arbitrios rentísticos. Lo anterior no significa que en actividades como la producción de 
licores o los juegos de azar se permita una absoluta libertad económica, sin salvaguarda alguna 
de la salud pública, los dineros de los participantes en los juegos de azar y los ingresos fiscales 
de los departamentos” (Subrayado fuera del texto) (Asamblea Nacional Constituyente, Gaceta 
No. 80, del 23 de mayo de 1991. pág. 21). 
 
“La producción de licores destilados de monopolio público a nivel departamental. 
Algunas de estas empresas son pequeñas y manejadas ineficientemente, con 
costos muy altos y baja calidad en los productos. Además, cada departamento trata 
de proteger su propia fábrica de licores Imponiendo tarifas a los productos en otras 
regiones y que se vendan dentro de ese departamento. Ese sistema interno de tarifas 
lleva a la necesidad de agentes recaudadores departamentales, aduanas a lo largo de 
los límites del departamento, devolución de impuestos pagados dos veces, problema 
de contrabando, etc. El sistema no solamente es costoso e improductivo, sino que 
interfiere con la libertad de comercio dentro del país y protege de la competencia 




No es lícita la presencia de monopolios conjuntamente con la aplicación de tributos a 
licores. El monopolio se ha caracterizado por diversas anomalías que han 
originado frecuentes polémicas en el contexto nacional, que van desde la 
obtención de bienes nocivos para la salud, ineficiencias y baja o negativa 
rentabilidad en actividad que debería ser lucrativa, hasta oprobiosa e 
inescrupulosa administración de las empresas e incumplimiento en los giros de 
los tributos estatales. (Subrayado fuera del texto)  
 
El monopolio es una fuente de corrupción e incoherencia estatal, puesto que no sólo 
los casos de peculado son numerosos, sino que se pretende con estos ingresos financiar 
servicios como la salud y la educación a través del estímulo a la venta de licores y de 
juegos de azar”. (Low Murtra, Enrique, Gómez Ricardo, Jorge, “El Estado Cantinero: 
Un cuello de botella”, Asamblea Nacional Constituyente, Gaceta No. 80, del 17 de 
diciembre de 1991. págs. 15 y 16). 
 
Dentro de las razones expuestas que sustentaron la decisión del constituyente de no 
eliminar el monopolio, se destacan algunas de carácter socio-económico, políticas y otras 
filosóficas, las cuales podemos resumir en los siguientes tópicos: 
 
 Inexistencia de fuentes sustitutas de financiación para los departamentos.  
 
“El país nunca ha investigado otra forma de obtener recursos para sus departamentos 
distintos a los provenientes de licores, cervezas y tabaco. No puede entonces de la noche 
a la mañana debilitar esta estructura de ingresos, que por más cuestionamiento que 
soporte, significa su mayor fuente.  
 
Debe, como se expresa más adelante, ir variando gradualmente el sistema, estableciendo 
los mecanismos que depuren las entrañas de las licoreras viciadas, y facilitando los 
mecanismos mediante los cuales, los departamentos puedan desarrollar otras estrategias 
o actividades generadoras de rentas”. (Asamblea Nacional Constituyente, Folletos Varios. 
Tomo 62. 1991. pág. 4). 
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 Importancia del arbitrio rentístico.  
 
“Hasta hoy día tal arbitrio rentístico ha tenido su importancia fundamental para muchas 
de las entidades territoriales, a pesar de que se identifiquen ineficiencias y fallas, que son 
igualmente extendibles, no sólo a los monopolios sino también a la mayor parte de las 
entidades paraestatales del sector público, en todos los niveles de gobierno, y, no 
únicamente en las que corresponden al ejercicio del monopolio de determinadas 
actividades (...) 
 
Pero la discusión hay que colocarla en su justo medio. Hay tres grandes componentes de 
los recursos que generan las licoreras. El impuesto al consumo y el impuesto nacional y 
las ventas que recaen sobre éstas en tanto sujetos pasivos gravan los precios de sus 
productos; el análisis desde estos impuestos es sin lugar a duda la vía más equivocada 
para evaluar o rebatir la importancia y conveniencia del monopolio de licores.  
 
En principio no es posible pensar que una actividad que deja márgenes sobre costos 
equivalentes a tres veces el valor del mismo, con unos impuestos actuales de la magnitud 
que hemos comentado, pueda ser reemplazada por un impuesto equivalente a las 
utilidades, esto en el plano exclusivamente financiero, sin ninguna otra consideración 
adicional. Para que la ganancia del sector privado fuera normal y al mismo tiempo 
se obtuvieran recursos similares a los que dejarían de percibir con el ejercicio del 
monopolio, tendrían que fijarse precios verdadera y dramáticamente prohibidos, lo 
cual afectaría el mercado y terminaría por deprimir contundentemente los recaudos 
efectivos por el impuesto, o bien llevaría a un desmesurado estímulo al contrabando, 
y generalizaría las prácticas de evasión y elusión tributarias. Es más, los intereses que 
de manera inmediata RESULTAREN IMPLICADOS CON ESTA INDUSTRIA, se 
convertirían a la postre en el principal obstáculo para manejar flexiblemente la tasa del 
impuesto en el Congreso, de donde se deduce la incertidumbre para resarcir la caída de 
ingresos departamentales por dicho concepto” (Subrayado fuera del texto) (Giraldo, 
Angel, Asamblea Nacional Constituyente, Gaceta No. 80, del 20 de junio de 1991. págs. 
4 y 5). 
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 Imposibilidad de controlar el contrabando.  
 
“Abrir la posibilidad de que las unidades envasadas provengan de distintas bodegas y 
jurisdicciones propiciaría el contrabando en proporciones insospechadas. La posibilidad 
de que la cifra declarada sea menor a la real es evidente, lo que obviamente iría en 
detrimento de las arcas departamentales”. (Asamblea Nacional Constituyente, Folletos 
Varios, Tomo 62, 1991. pág. 3). 
 
 Mayores riesgos para la salud por las dificultades para el control de calidad del licor.  
 
Las entidades sanitarias actualmente tienen mayor posibilidad de atención, toda vez que las 
entidades productoras son oficiales y configuran un pequeño número. Por el contrario, al 
constituirse la libre producción de licores y alcoholes, puede darse una proliferación de alambiques 
o fábricas caseras, legales e ilegales, que incluso hoy en día son imposibles de controlar, con las 
consecuencias que ello traería para la salud de los colombianos en cuanto a la garantía que se debe 
tener respecto de las condiciones higiénicas, grados de alcohol y calidad de los licores producidos. 
Además, estas fábricas venderían seguramente licor a muy bajos precios. “Para el hombre es el 
común lo importante es el precio pues es en materia económica donde radica su debilidad”. 
(Giraldo, Angel, Asamblea Nacional Constituyente, Gaceta No. 80, del 20 de junio de 1991. págs. 
3 y 4). 
 
 Control del consumo.  
 
Es preciso que el Estado mantenga el control del consumo pues se trata de un vicio. “Éste 
negocio da para que se fabriquen licores de bajo precio o para que se incite al pueblo a beber 
mediante la degustación gratuita masiva.” (Asamblea Nacional Constituyente, Folletos Varios, 







 Conveniencia de evitar el monopolio privado de la actividad.  
 
Los profesores Enrique Low Murtray Jorge Gómez Ricardo, en su libro de Política Fiscal, 
recogen las principales críticas realizadas por el señor Sally Hey consideradas en la propuesta de 
reforma fiscal para Colombia; igualmente lo hace con los argumentos de la Misión Wiesner Bird.  
 
Al respecto sin embargo, los mencionados profesores concluyen:  
 
“estas observaciones deben tomarse con beneficio de inventario: en primer término, no 
es cierto que todas las licoreras departamentales sean tan ineficientes como parecen 
sugerirlo Sally Hey y la misión de finanzas intergubernamentales; en segundo término es 
probable que si no existiese monopolio estatal existiría monopolio privado, como 
virtualmente se da con la producción de cerveza y tabaco, lo cual es menos deseable por 
razones de equidad y asignación de recursos ( determinación de precios).” 
  
“Se busca el ahogado río arriba, y se sitúa ad portas de trasladar un monopolio que mueve más de 
$250 mil millones de pesos (casi US 500 millones), es poder del estado al servicio de la 
comunidad, a dos o tres conglomerados económicos, que por ser quienes producen la materia 
prima para la fabricación de licores, están en capacidad de manipular el mercado a su favor. Este 
criterio conduce pues a que el monopolio estatal sea transferido a un monopolio particular; 
o visto de otra manera, a que el negocio que SÍ le produce al estado sea entregado a los 
particulares.” (Asamblea Nacional Constituyente, Folletos Varios, Tomo 62, 1991. pág. 6). 
 
“Podría una licorera oficial competir en precio con una licorera privada, si quienes seguramente 
las montarán, son quienes producen la melaza, el azúcar y el envase, y en consecuencia, con el 
fin de sacarles del mercado seguramente aumentarán el precio de estos insumos hasta ahogarlas? 
Imposible. 
 
El temor a que el monopolio se termine no son los intereses políticos que aducen quienes 
defienden su eliminación. En el que la materia prima en su totalidad está monopolizada por 
los grupos económicos más grandes de este país, cuyo poder trasciende la posibilidad de 
competencia y control del Estado y por consiguiente tratarían de tomarse para sí el 
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mercado, haciendo uso de su inmensa capacidad de gestión comercial, industrial y sobre 
todo monopolística. 
 
Negocios como los del alcohol solo pueden ser totalmente abiertos en países con capitalismos 
bien desarrollados, (al que esperamos que entre el nuestro en los próximos años), pero mientras 
subsistan dos o tres empresarios contra los que es imposible competir, es mejor mantener el 
monopolio en manos de la comunidad a través del estado.”. (Subrayado fuera del texto) 
(Asamblea Nacional Constituyente, Folletos Varios, Tomo 62, 1991. pág. 9). 
 
Luego de las amplias discusiones en las que se enfrentaron las tesis expuestas, la 
Asamblea Nacional Constituyente finalmente decidió mantener el monopolio, pero sometidos 
a una estricta regulación legal. En la Sesión Plenaria se concluyó lo siguiente: 
 
“Entramos a un tema que está íntimamente ligado con la prestación del servicio de salud 
en nuestro medio como es el de los monopolios, aquí se ha planteado una reforma al 
artículo 31 de la Constitución porque ese dice que no es eficiente el manejo que puedan 
tener entidades estatales sobre monopolios que se constituyen como arbitrio rentístico, 
disentimos profundamente de esta tesis porque si las empresas que funcionan como 
monopolios estatales y particularmente las empresas de licores no tienen un manejo 
eficiente y en algunos casos están signadas por la corrupción, pues de lo que se trata es 
de reformar estas empresas y de reformar a las entidades de control y fiscalización de esas 
empresas, porque si se han dado esas corruptelas es por culpa, no solamente de las 
personas que trabajan en ellas, de la clase política en gran parte, sino también de los 
sistemas de fiscalización, de manera que creemos que debe dejarse el principio 
constitucional, de que puedan constituirse monopolios como arbitrio rentísticos en virtud 
de la ley, obviamente también debe conservarse la norma que establece que un monopolio 
no puede aplicarse antes de que hayan sido plenamente indemnizados los individuos que 
en virtud de ellas queden privados del ejercicio de una actividad económica lícita, 
obviamente como es tan delicado el manejo de empresas estatales que constituyen 
monopolios, creemos que sería interesante de establecer por medio de la ley la 
organización y normas especiales que deben tener estas empresas, de tal manera, que 
proponemos que en la norma correspondiente al artículo 31 actual de la Constitución, se 
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establezca que la organización, administración y explotación de los monopolios 
rentísticos estarán sometidas a un régimen propio, fijado por una ley orgánica de iniciativa 
gubernamental, obviamente en esta ley podría establecerse los parámetros sobre la 
eficiencia que deben tener estas empresas. (Base de datos de la Asamblea Nacional 
Constituyente. Presidencia de la República. Sesión Plenaria del 10 de junio de 1991. 
pág.6, Citado en: Corte Constitucional, Sentencia C-1191 de 2001, M.P. Dr. Rodrigo 
Uprimny Yepes.) 
  
En este estado de cosas fue aprobado el artículo 336 superior, que autoriza el 
establecimiento de dos monopolios: el monopolio de licores destilados y el de juegos de suerte y 
azar. 
 
En relación con esta disposición Constitucional, el Consejo de Estado considera que el 
monopolio de producción, introducción y venta de licores no ha variado en su concepción 
esencial desde su establecimiento en el año de 1905; corresponde al conjunto de actividades 
productivas cuyo objeto inmediato no es únicamente la transformación de la materia 
(producción), sino también la distribución del producto industrial, su comercialización; del 
mismo modo, el monopolio se extiende a la introducción y venta en la jurisdicción de un 
departamento, bien de los licores destilados de producción nacional elaborados en otro 
departamento o bien de los licores importados”. (Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio 
Civil, Sentencia con Radicado No. 1458, 2002, M.P. Dra. Susana Montes de Echeverry) 
 
El contenido y alcance de esta norma superior, también ha sido objeto de varios 
pronunciamientos de la Corte Constitucional. En este sentido, el Alto Tribunal ha destacado que 
la Constitución de 1991 mantuvo los criterios esenciales definidos por el Acto Legislativo 3 de 
1910, pero también introdujo algunos elementos adicionales. A continuación, analizaremos los 
elementos constitucionales del monopolio de licores, teniendo en cuenta los pronunciamientos que 
sobre el particular han expedido las altas cortes y las principales discusiones dadas sobre los 
mismos: 
i. Ningún monopolio podrá establecerse sino como arbitrio rentístico, con una finalidad 




El Constituyente de 1991 reiteró el principio consagrado en el artículo 31 de la Constitución 
de 1886, estableciendo el monopolio de licores destilados como arbitrio rentístico y con una 
finalidad de interés público o social, los cuales erige como elementos esenciales para el ejercicio 
del mismo.  
 
El arbitrio rentístico es definido como un mecanismo de índole fiscal del cual se puede 
servir el Estado para obtener recursos. De allí que este monopolio sea considerado como un 
monopolio fiscal de derecho, pues nace en virtud de la ley, y su esencia es la de buscar un 
incremento en los ingresos del Estado y esta debe ser su única finalidad. En virtud de lo anterior, 
la doctrina destaca que este monopolio rentístico de carácter jurídico, no se puede confundir con 
aquellas actividades que el Estado se puede reservar para así por razones de la importancia del 
servicio (Razones de soberanía o interés social)  
 
Por su parte, la finalidad de interés público o social está vinculada a la generación rentas 
para atender la prestación de servicios públicos esenciales a cargo del Estado. La importancia de 
la finalidad del monopolio es tal, que como bien lo reconoce la Corte Constitucional, “el 
constituyente incluyó una medida tendiente a asegurar el cumplimiento de los cometidos que por 
ese medio se persiguen, y por ello señaló que "La evasión fiscal en materia de rentas provenientes 
de monopolios rentísticos será sancionada penalmente en los términos que establezca la ley". 
 
Adicionalmente, del aparte destacado del artículo 336 constitucional, se deduce que es el 
Estado el único titular del monopolio, lo cual excluye la posibilidad que los particulares exploten 
por cuenta propia la actividad sobre la cual recae el mismo. Esto es, no se pueden establecer 
monopolios a favor de particulares, con la única salvedad consignada en el artículo 189, numeral 
27 de la Constitución que se refiere a la eventualidad de conceder patente de privilegio temporal a 
los autores de invenciones o perfeccionamientos útiles, con arreglo a la ley. 
 
ii. La ley que establezca un monopolio no podrá aplicarse antes de que hayan sido 
plenamente indemnizados los individuos que en virtud de ella deban quedar privados del 




Además de los elementos esenciales, la Constitución Política incluye como condición para 
poder ejercer el monopolio, la indemnización para aquellos individuos que en virtud de esta 
decisión, deban queden privados del ejercicio de una actividad económica lícita, lo cual también 
era exigido en la norma anterior. 
 
iii. La organización, administración, control y explotación de los monopolios rentísticos 
estarán sometidos a un régimen propio, fijado por la ley de iniciativa gubernamental.  
 
El Constituyente reservó al legislador ordinario la facultad no sólo para establecer qué 
actividades constituyen o no monopolio rentístico, sino para fijar su régimen propio y determinar 
su organización, administración, control y explotación. El alcance y aspectos que comprende 
dicha reserva, también ha sido objeto de análisis de la Corte Constitucional, al resaltar que la 
Constitución confiere al legislador una amplia facultad de regulación en materia de monopolios, 
pudiendo establecer qué tipos de actividades comprende, y decidir si se cede o no la titularidad de 
algunas rentas o la explotación de monopolios a las entidades territoriales, así como imponer las 
limitaciones y exigencias que estime necesarias, sin perjuicio de la facultad de dichos entes para 
disponer de los recursos obtenidos en la explotación de sus monopolios, siempre y cuando se 
destinen a los fines para los cuales fueron previstos (Corte Constitucional, Sentencia C-1191 del 
15 de noviembre de 2001, M.P. Dr. Rodrigo Uprimny Yepes). 
 
Sobre lo que debe entenderse por “régimen propio” la Corte a su vez, en la sostuvo que: 
 
 “debe entenderse una regulación de los monopolios rentísticos, que sea conveniente y 
apropiada, tomando en cuenta las características específicas de esas actividades, a lo cual 
debe agregarse la necesidad de tomar en consideración el destino de las rentas obtenidas, 
así como las demás previsiones y limitaciones constitucionalmente señaladas”[9]. Es 
claro que la libertad de configuración que en esta materia se le ha otorgado al legislador 
no es absoluta e ilimitada y debe, al momento de establecer ese régimen propio, debe 
observar con plenitud las pautas trazadas por el Constituyente (art. 336 C.P.), pues de lo 
contrario la ley respectiva deviene inconstitucional. (Corte Constitucional, Sentencia C-
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316 de 2003.M.P. Dr. Jaime Córdoba Triviño) 
 
A pesar de lo anterior, esta tarea fue cumplida por el legislador de forma tardía. En el caso 
del monopolio de juegos de suerte y azar, se reguló mediante la Ley 643 de 2001 “Por la cual se 
fija el régimen propio del monopolio rentístico de juegos de suerte y azar”, esto es, 10 años después 
del precepto constitucional.  
 
Por su parte, el caso del monopolio de licores destilados, fue mayor la morosidad en el 
cumplimiento del precepto constitucional, el legislador cumplió esta tarea sólo hasta la segunda 
legislatura de 2016, en la cual fue aprobado el régimen propio del monopolio de licores, mediante 
la ley la Ley 1816 de 2016 “por la cual se fija el régimen propio del monopolio rentístico de 
licores destilados, se modifica el impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos y similares, y 
se dictan otras disposiciones.” 
 
En este estado de cosas, durante el tiempo transcurrido entre la expedición de la Carta de 
1991 y la entrada en vigencia de la ley 1816 de 2016, el marco normativo existente que regulaba 
el monopolio de licores estaba contenido, principalmente, en normas expedidas con anterioridad 
al artículo 336 superior, compiladas en el Decreto Ley 1222 de 1986.  
 
Esta circunstancia generó discusiones en cuanto a la constitucionalidad del Decreto Ley 
1222 de 1986, pues el tercer inciso del artículo 336 de la Constitución al establecer que “estarán 
sometidos a un régimen propio, fijado por la ley de iniciativa gubernamental” sujeta su regulación 
a una ley entendida en sentido formal y material. 
 
Sobre este punto, la Corte Constitucional, en Sentencia C-571 de 2004, manifestó que el 
Decreto 1222 de 1986 mantuvo su vigencia después de la expedición de la Constitución de 1991, 
y por tal razón las normas que, en relación con el monopolio de licores dicta esa norma (por 
ejemplo, aquellas relativas a la facultad de los departamentos para su explotación) mantienen su 




Los argumentos en los que la Corte fundamenta su posición, se reúnen en reiterada 
jurisprudencia Constitucional en la cual se analiza la vigencia de la normatividad que hacía parte 
del ordenamiento jurídico imperante al momento de la expedición de la actual Carta Política. En 
este punto particular, afirma la Corte que es imprescindible tener en cuenta dos postulados básicos, 
a saber: 
 
 La regla del efecto general e inmediato de la Constitución del 91.  
 
Según esta regla, la Constitución del 91 se aplica con efecto inmediato y hacia el futuro, 
no solo a los hechos que tengan ocurrencia desde el momento de su promulgación, sino también a 
las situaciones jurídicas que estuvieren en tránsito de ejecución y que no se hubieren consolidado 
o concretado bajo la vigencia de la Constitución Centenaria de 1886.  
 
 La regla de la presunción de subsistencia de la legislación preexistente. 
 
Para la Corte, en la medida que el nuevo Estatuto Superior no consagró una cláusula 
general o especial de derogatoria de la normatividad preconstitucional, lo que hace su 
normatividad es producir un efecto retrospectivo sobre la legalidad preexistente, que implica 
proyectarle en forma automática todos sus mandatos superiores, de modo que aquella sólo está 
condenada a desaparecer cuando sus normas no armonicen con las nuevas reglas constitucionales 
o cuando hayan sido modificadas o sustituidas por estas últimas. 
 
A partir de estas reglas, concluye la Corte que el tránsito constitucional no conduce a la 
desaparición de las normas expedidas durante la vigencia de la Constitución derogada y, por tanto, 
la legislación preexistente conserva toda su vigencia en la medida en que no se oponga a los 
dictados de la nueva Carta Política.  
 
 
En palabras de la Corte, tal criterio de interpretación también va en la dirección de 
satisfacer el principio de seguridad jurídica y certidumbre, en cuanto constituye una “exigencia 
ineludible de la necesidad de evitar traumatismos que en algunos casos bien podrían conducir al 
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caos del ordenamiento o, cuando menos, a una manifiesta incertidumbre acerca de la vigencia de 
sus normas”. (Corte Constitucional, Sentencia C-1174 de 2001, M.P. Clara Inés Vargas 
Hernández, C-014 de 1993, M.P. Ciro Angarita Barón.) 
  
En este orden de ideas, en el caso de las disposiciones preconstitucionales que regulan el 
monopolio de licores, contenidas en el Decreto 1222 de 1986, puede concluirse que conservaron 
su vigencia a pesar de la expedición de la Constitución de 1991 y durante el período en que no fue 
dictada la ley que fijó el régimen propio (Ley 1816 de 2016), por cuanto estaban amparadas por 
el principio de subsistencia de la legislación prexistente. Lo anterior en razón a que, según el juez 
constitucional, en el evento en que existiera antinomia o contradicción con la norma superior, 
ésta debía resolverse aplicando preferentemente el criterio jerárquico, es decir, requería 
necesariamente ser demandada para que el Juez Constitucional y, sólo en el caso en que éste 
declarara su inconstitucionalidad, podía ser retirada del ordenamiento jurídico.  
 
Así las cosas, hasta la entrada en vigencia del régimen legal propio del monopolio de licores 
contenida en la Ley 1816 de 2016, éste fue regido por las disposiciones contenidas en la Ley 14 
de 1983 compilada en el Decreto Ley 1222 de 1986. Además, los artículos que sobre el particular 
establecieron las Leyes 223 de 1995 y 788 de 2002 expedidas con posterioridad a la Constitución, 
y sus disposiciones reglamentarias (Decretos 2141 de 1996, 3071 de 1997), que regulan lo 
relacionado con la penalización de la evasión en las rentas del monopolio, la determinación de la 
base  y tarifa para el cálculo de la participación generada por el monopolio y, las obligaciones 
formales y sustanciales que deben cumplir los productores, importadores y comercializadores en 
los departamentos que optaron por ejercer el monopolio. Este marco normativo comprendía a su 
vez, las ordenanzas a través de las cuales las Asambleas departamentales regularon aspectos y 
condiciones para el ejercicio del monopolio, con fundamento en la facultad reconocida por la Ley 
14 de 1983. 
 
iv. Las rentas obtenidas en el ejercicio del monopolio de licores, estarán destinadas 




Como novedad frente la reforma constitucional de 1910, el artículo 336 establece una 
destinación específica para las rentas obtenidas por los departamentos en ejercicio del monopolio, 
teniendo en cuenta la finalidad de interés público o social que debe cumplir, señalando que deben 
ser invertidas de forma preferentemente en los servicios de salud y educación. 
 
En cuanto a esta destinación específica definida por la norma superior, surgieron varias 
posiciones contrarias por parte de las entidades territoriales, el Gobierno Nacional –Ministerio de 
Salud y Educación- y los órganos de control, que conllevaron a discusiones que se surtieron, 
principalmente, en el plano de auditorías realizadas, pues no había claridad en cuanto a los 
conceptos en los que los departamentos podían invertir en los sectores de educación y salud, así 
como tampoco el monto que debían destinar a esos sectores, o si podían incluso destinar dichos 
recursos a otros conceptos de gasto. 
 
En este estado de cosas, la doctrina planteó un problema de interpretación de la norma, ya 
que, por un lado, podría entenderse que el término “preferencialmente” se refiere a que las rentas 
del monopolio deben distribuirse sólo entre los rubros de salud y educación. Sin embargo, otra 
posible interpretación consiste en que éstas rentas se puedan también destinar a otros fines, pues 
la Constitución no obliga a que su destinación sea exclusivamente a salud y educación. (AA.VV., 
2001, pág. 371). 
 
Esta situación dio lugar a la expedición del Decreto 4692 de 2005 “por el cual se 
reglamentan los artículos 61 y 63 de la Ley 14 de 1983 y 51 de la Ley 788 de 2002 y se dictan 
otras disposiciones”. La norma reglamentaria de las disposiciones que en ese momento regulaban 
el ejercicio del monopolio, aclaró la interpretación aplicable en cuanto a la destinación específica 
definida por la Carta Política para las rentas provenientes del monopolio de licores, partiendo de 
la interpretación realizada por el juez constitucional en la Sentencia C-1191 de 2001, según la cual, 
“con la expedición de la Constitución Política de 1991, se cambió la destinación exclusiva de los 
recursos provenientes de la explotación del monopolio de licores a la financiación de los servicios 
de salud y educación, por una destinación preferente tal como se indica en el inciso 5 del artículo 




En consecuencia, el citado decreto ordena que el término “preferencialmente” debe 
entenderse que implica que la mayor parte de las rentas derivadas del monopolio de licores se 
destinen a los conceptos de salud y educación. Por consiguiente, establece que por lo menos en el 
51% de los ingresos obtenidos del monopolio de licores, deben destinarse a la financiación de los 
servicios de salud y educación. Adicionalmente, el decreto enlista los conceptos de gasto 
(inversión y funcionamiento) a los que pueden destinarse dichos recursos tanto en el sector salud 
(Artículo 3), como educación (Artículo 2). 
 
En conclusión, la destinación preferente a salud y educación, establecida por el artículo 
336 de la Constitución, debía entenderse antes de la expedición de la Ley 1816 de 2016, en los 
términos definidos por el Decreto 4692 de 2005, conforme al cual, los departamentos deben 
destinar por lo menos el 51% del ingreso percibido por concepto del monopolio de licores a 
financiar los conceptos de gasto de los sectores salud y educación expresamente definidos en esta 
norma reglamentaria. El porcentaje restante de éstas rentas, constituyen Ingresos Corrientes de 
Libre Destinación, por lo tanto, pueden ser destinados por los departamentos para atender otros 
gastos de inversión y/o funcionamiento, respetando los indicadores de responsabilidad fiscal de la 
Ley 617 de 2000. En todo caso, en aquellos departamentos cuyas necesidades en salud y educación 
estén cubiertas en su totalidad, de acuerdo con la información del Departamento Nacional de 
Planeación –DNP-, el decreto autoriza a que dichas rentas sean destinadas a atender otras áreas de 
necesidades básicas insatisfechas. 
 
En este punto, es importante mencionar otra de las críticas que la doctrina plantea sobre la 
inflexibilidad que genera este tipo de destinaciones específicas para la adecuada y eficiente 
ejecución del gasto por parte de las entidades territoriales. En este sentido se señala que:  
 
“Esto no es consistente con las recomendaciones de diferentes entidades que sugieren 
mayores grados de flexibilidad en el gasto departamental cuando presentan las 
evaluaciones de las relaciones financieras verticales (entidades territoriales-Gobierno 
central) en Colombia, por ejemplo, Contraloría General de la República (1996: 6-27), 
Comisión del Gasto (Rosas y Acosta), World Bank (1996) y Lizarazo (2001), y tampoco 
contribuye a resolver el problema del desequilibrio entre recursos financieros y 
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competencias descentralizadas (Cure, 1995). Además, el condicionamiento del ingreso 
no facilita una planeación del gasto y tampoco garantiza niveles óptimos para el mismo. 
Si el objetivo es garantizar un gasto mínimo en estos rubros, el legislador podría 
concretarlo como tal, sin que se condicione un rubro específico de los ingresos.” 
(AA.VV., 2001, pág. 371). 
 
Por otra parte, en nuestra opinión, el Gobierno Nacional se excedió en sus facultades 
reglamentarias, pues no podía mediante un decreto determinar los conceptos de gasto a los que 
pueden destinarse una renta y menos aún, definir un porcentaje de destinación específica de una 
renta cuya naturaleza es endógena, como se explicará en el capítulo siguiente, máxime 
considerando que en el caso concreto, por mandato constitucional, se reservó al legislador la 
regulación de la administración de los monopolios rentísticos, la cual debemos entender que 
comprende su recaudo y posterior inversión vía gasto. 
 
Aunado a lo anterior, cabe destacar que las normas que reglamentó el Decreto 4692-
artículos 61 y 63 de la Ley 14 de 1983 y 51 de la Ley 788 de 2002-, si bien hacen referencia al 
monopolio de licores, no regulan en ningún aparte la destinación de las rentas derivadas del mismo, 
lo cual ratifica el exceso en el ejercicio de la potestad reglamentaria, pues la Ley 14 de 1983 que 
sea de paso recordar es previa a la Constitución de 1991 no reguló la destinación de estas rentas, 
por su parte, el artículo 51 de la Ley 788 de 2002, reitera la facultad de los departamentos para 
establecer el impuesto al consumo o determinar una participación, en los términos que define la 
misma ley. 
 
A pesar de lo anterior, esta norma no fue demandada y por lo tanto, su aplicación estuvo 
amparada por la presunción de legalidad que se predica de los actos administrativos, hasta su 
derogatoria, que se produjo con la expedición de la Ley 1816 de 2016, norma legal que estableció 
el régimen propio del monopolio y reguló, con fundamento en la Carta Política la destinación de 
las retas del monopolio. 
 
v. La evasión fiscal en materia de rentas provenientes de monopolios rentísticos será 




Esta es otra de las novedades de la Constitución de 1991 es el mandato de elevar a la 
categoría de delito, la evasión fiscal en materia de rentas provenientes de monopolios rentísticos. 
Esta disposición dio lugar a que mediante la Ley 57 de 1993 y posteriormente, la Ley 599 de 2000 
(Código Penal) se tipificaran como delitos: el ejercicio ilícito de actividad monopolística de 
arbitrio rentístico (Artículo 312 C.P.) y la evasión fiscal (Artículo 313 C.P.).  
 
En cuanto al propósito y finalidad de estas disposiciones, cabe destacar las consideraciones 
expuestas por los ponentes para el primer debate del proyecto de Ley en Cámara de Representantes, 
quienes argumentaron que trascienden la protección del erario público como bien jurídico, pues la 
ocurrencia de tales conductas afecta el orden social, al impedir la debida ejecución del gasto social 
destinado a la comunidad, que es destinataria de los servicios que por mandato constitucional debe 
prestar el Estado. Al respecto la exposición de motivos señala lo siguiente: 
 
"Por otra parte, resulta obvio que los ilícitos así tipificados se incorporen al capítulo que 
comprende a los delitos contra el orden económico y social, pues el bien jurídico 
protegido es el tesoro público, las rentas del erario, los recursos económicos que este 
capta, el cual, por causa de la comisión de las infracciones analizadas se ve defraudado y 
disminuido. Mas no son exclusivamente las finanzas públicas las que se afectan con 
la ocurrencia de tales conductas, sino también el orden social, dado que es la 
colectividad en su conjunto la que deja de percibir los beneficios que reporta la 
captación de ingresos con destino a los servicios de educación, salud y obras de 
asistencia pública, pues cuando se omite realizar las transferencias legales o se ejerce 
ilícitamente una actividad establecida como arbitrio rentístico, se está impidiendo la 
debida aplicación del gasto social y se atenta contra la comunidad destinataria de 
los servicios que por mandato constitucional debe prestar el Estado". (Gaceta del 
Congreso No. 165 pág. 25). 
 
Sobre el particular, cabe destacar la discusión presentada en cuanto a la norma de la Ley 
57 de 1993 que consagró el delito de ejercicio ilícito de la actividad monopolística de arbitrio 
rentístico (artículo 241), cuya constitucionalidad fue demandada en razón a que no contenía una 
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descripción precisa, inequívoca y clara de cada uno de los elementos que configuran el 
comportamiento delictual, lo cual configuraba según el demandante, una ausencia de tipicidad de 
las conductas punibles que comprende. 
 
En esta oportunidad la Corte se pronunció mediante Sentencia C- 313 de 1994, resolviendo 
la constitucionalidad de la disposición. Según la Corte,  
 
“cuando la ley 57 de 1993 se refiere al ejercicio de actividad monopolística de arbitrio 
rentístico "sin sujeción a las normas que la regulan" remite a la ley de que trata el artículo 
336 Superior, tal como se ha visto. Coincide este criterio que ahora adopta la Corte con 
el expuesto por el señor Procurador General de la Nación en cuyo concepto se lee que 
"en materia de monopolios, por disposición constitucional, antes y ahora, sólo 
pueden tener desarrollo a través del expediente legal", de modo que el tipo penal 
descrito en el artículo 241A del Código Penal se integra recurriendo a las leyes 
reguladoras de los monopolios estatales y no a toda suerte de normas, (…). En 
consecuencia, si eventualmente, alguna de las actividades a las que alude la ley 
demandada, se halla regulada por una norma de inferior jerarquía a la legal, su 
transgresión no puede, en modo alguno, servir de fundamento al juzgador para deducir 
responsabilidad penal e imputar al transgresor una sanción de esa naturaleza.” (Subrayado 
fuera del texto) (Corte Constitucional, Sentencia C- 313 de 1994, M.P. Dr. Carlos Gaviria 
Díaz). 
 
Posteriormente, con la expedición de la Ley 1762 de 2015, se adoptan instrumentos para 
prevenir, controlar y sancionar el contrabando, el lavado de activos y la evasión fiscal. 
 
vi. El Gobierno enajenará o liquidará las empresas monopolísticas del Estado y otorgará a 
terceros el desarrollo de su actividad cuando no cumplan los requisitos de eficiencia, en 
los términos que determine la ley. En cualquier caso se respetarán los derechos 




Otro punto novedoso que incluye el constituyente, es el relativo a la facultad que se otorga 
el gobierno para liquidar las empresas monopolísticas del Estado y entregar su ejercicio a terceros, 
cuando no cumplan los requisitos de eficiencia, en los términos determinados por la ley. Esta 
disposición resulta acorde con uno de los elementos esenciales definidos para este monopolio; 
carácter de monopolio rentístico, que supone siempre buscar mayores ingresos para el Estado, por 
lo tanto, es coherente el constituyente al plantear la facultad de liquidar las empresas 
monopolísticas del Estado, si no resultan eficientes en términos de generación de ingresos para los 
departamentos. 
 
Además de lo anterior, la Constitución en su artículo 362 establece la propiedad exclusiva 
de los recursos que los departamentos recaudan por concepto de Monopolio y gozan de las mismas 
garantías que la propiedad y renta de los particulares.” Esta especial protección significa, en 
términos de la Corte Constitucional, que “una vez han ingresado esos dineros al patrimonio de la 
entidad territorial, no podría la ley, salvo los casos excepcionales previstos por la propia Carta, 
despojar al departamento o al municipio respectivo de esos recursos para trasladarlos a la 
Nación.” (Sentencia C-1191 del 15 de noviembre de 2001, M.P. Dr. Rodrigo Uprimny Yepes.) 
 
Con posterioridad a la expedición de la Constitución de 1991 y hasta la expedición de la 
ley que definió el régimen propio del monopolio, fueron expedidas algunas disposiciones legales 
y reglamentarias que se refieren o regulan aspectos específicos del monopolio, las cuales fueron 
incluidas en reformas tributarias que se tramitaron, y que, junto a las normas del Decreto 1222 de 
1986, Código de Régimen Departamental, integran el marco normativo aplicable para los 
departamentos que ejercían el monopolio, como se explicó anteriormente. Estas disposiciones 
están contenidas en las leyes 223 de 1995 y 788 de 2002, que regularon aspectos relativos al 
impuesto al consumo y la participación económica. 
Con la Ley 223 de 1995, se unifica el aspecto cuantitativo del impuesto de licores para los 
productos nacionales y extranjeros, estableciendo tarifas progresivas para los licores, teniendo en 
cuenta rangos establecidos según los grados de alcohol. Esta ley consagró en su articulado todos 
los elementos de este impuesto y de los impuestos al consumo en general, al igual que el llamado 
Fondo-cuenta, en el que se depositarían los dineros recaudados por concepto de los impuestos al 




En la reforma tributaria realizada mediante la Ley 788 del año 2002, el Congreso de la 
República realizó ciertos cambios en relación con el impuesto al consumo de licores, vinos, 
aperitivos y similares, incluidos en los artículos 49 a 54, así:  
 
 
“i) la base gravable ya no se calcula con fundamento en una cantidad dineraria o ad 
valorem sino de conformidad en los grados alcoholímetros del producto; ii) la tarifa se 
liquida tomando en cuenta cada unidad de 750 centímetros cúbicos; iii) en materia de 
obligaciones de los responsables, introdujo frente a los productores un nuevo deber, 
consistente en liquidar y recaudar de los distribuidores, en el momento de la facturación, 
el valor del impuesto al consumo cuando los productos se despachen hacia otros 
departamentos y, iv) se varió la competencia para el diseño de los formularios de 
declaración de impuestos al consumo, trasladándola de la Dirección General de Apoyo 
Fiscal a la Federación Nacional de Departamentos”. (Piza, 2016, pág. 338) 
 
Adicionalmente, concretamente en relación con el Monopolio, el artículo 51 reitera la 
facultad para los departamentos de decidir entre ejercer el monopolio y en ese caso, percibir una 
participación económica, o gravar las actividades con el impuesto al consumo de licores, de 
acuerdo con la ley, estableciendo los siguientes límites y aspectos a tener en cuenta por las 
Asambleas Departamentales, respecto de la regulación de la participación económica en sus 
territorios: 
 
 La participación económica debe ser establecida por grado alcoholimétrico. 
 En ningún caso la tarifa puede ser inferior a la del impuesto al consumo de licores 
 La tarifa de la participación debe ser fijada por la Asamblea Departamental. 
 La tarifa debe ser única para todos los de tipo productos. 
 La tarifa será aplicable en la jurisdicción del respectivo departamento, tanto a los productos 
nacionales como extranjeros, incluyendo aquellos que produzca la entidad territorial 




Según se ha explicado, en Colombia los departamentos tienen dos formas de obtener 
ingresos derivados de los licores destilados, las cuales han históricamente han sido concebidas 
como alternativas excluyentes. Por lo tanto, los departamentos sólo pueden obtener rentas de 
uno de los dos sistemas, pero no de forma conjunta. 
 
Según lo establece el artículo 4 de la Ley 1816 de 2016, el artículo 51 de la Ley 788 de 
2002, que tienen como antecedente normativo lo dispuesto por el numeral 36 del artículo 97 de 
la Ley 4ª de 1913 y el artículo 61 de la Ley 14 de 1983, los departamentos tienen derecho a optar 
por una de dos alternativas; ejercer el monopolio sobre la producción, introducción y venta de 
licores destilados en su jurisdicción, que da lugar al pago de una participación porcentual a favor 
del departamento o, en su lugar, si el monopolio no conviene, gravar estas actividades en los 
términos que indica la ley, con el impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos y similares, 
que constituye una renta tributaria de propiedad de la Nación, cuyo producto se encuentra 
cedido a los departamentos (Artículo 21 Ley 1816 de 2016.),  
 
Esta prohibición respecto de la concurrencia de ambos sistemas ha sido reconocida por el 
Consejo de Estado al ejercer el control de legalidad sobre las Ordenanzas expedidas por las 
Asambleas departamentales. Merece especial atención la sentencia en la que se estudió la 
legalidad de la Ordenanza 29 de 1977 del Departamento de Antioquia, en la cual el Alto Tribunal 
declaró su nulidad por pretender ejercer simultáneamente el monopolio y la opción de gravar el 




Sobre el particular, esta Corporación sostuvo lo siguiente:  
 
“Permitir la Ordenanza que los particulares introduzcan mediante previa autorización, 
licores al departamento de Antioquia, no está reglamentando el monopolio a que tiene 
derecho, sino desistiendo de ejercitar ese monopolio, para la libre introducción y 
comercio de esos artículos; para con ese pretexto gravarlos de forma adicional, contra 
expresa prohibición del numeral 3º del artículo 97 de la Ley 4 y 191 de la Constitución 
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Nacional,” (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, 
del 31 de enero de 1980, M.P. Dr. Bernardo Ortíz Amaya) 
 
Ahora bien, estas alternativas de generación de ingresos derivados de los licores, presentan 
diferencias en cuanto al marco normativo que las regula, ciertos procedimientos administrativos 
aplicables, el elemento cuantitativo, la destinación y naturaleza de las rentas que pueden ser 
exigidas por parte de los departamentos- Algunas de estas diferencias se materializan en el 
alcance de las competencias que pueden tener el Congreso de la República, los departamentos y 
las asambleas departamentales. 
 
Por lo anterior, sin el ánimo de desviar el objeto principal de este trabajo, a continuación, 
analizaremos brevemente algunas de las diferencias que se evidencian respecto del sistema del 
Monopolio de Licores y el cobro del impuesto al consumo de licores por parte de los 
departamentos, con el propósito de subrayar ciertos parámetros y competencias de las asambleas 
y los departamentos que ejercen el Monopolio de licores. Para tal fin, iniciaremos con el estudio 
de las diferencias relativas a la naturaleza y características de las rentas derivadas del Monopolio 
respecto del Impuesto al consumo de licores, para definir el alcance de las competencias del 
Congreso y los departamentos. Posteriormente, estudiaremos el alcance de las competencias que 
tenían los departamentos para el ejercicio del Monopolio de licores, antes de la expedición de la 
Ley 1816 de 2016, teniendo en cuenta los esquemas aplicados para el ejercicio de esta facultad, 
con el fin de presentar en este aspecto, puntos de referencia comparativa frente al régimen jurídico 
propio establecido por la Ley 1816 de 2016, que se estudiará en la segunda parte de este capítulo. 
 
2.2 Alcance de las competencias de los departamentos y asambleas para el ejercicio 
monopolio de licores destilados según la naturaleza de las rentas derivadas del monopolio. 
 
Este primer elemento nos plantea un cuestionamiento inicial consiste en identificar si los 
recursos derivados del ejercicio del monopolio, constituyen rentas patrimoniales o rentas 
tributarias, y, por lo tanto, si los departamentos tendrían las competencias propias del poder 




En el caso en que el departamento opte por ejercer el monopolio de licores destilados, 
históricamente se ha reconocido que pueden percibir una participación económica que constituye 
un ingreso patrimonial para los mismos, ya que este ingreso se deriva del aprovechamiento 
económico por la intervención directa del Estado en la economía. En virtud del régimen definido 
por la Ley 1816 de 2016, los departamentos que ejercen el monopolio, también percibirán derechos 
de explotación, renta que como expresamente lo reconoce la misma ley, se deriva de la 
autorización a terceros para la producción y/o introducción de licores destilados en los términos 
previstos en la presente ley1. Por ende, dicha renta comparte igualmente la naturaleza de ingreso 
patrimonial, por tener su origen en el ejercicio del monopolio. 
 
En la segunda alternativa, consistente en gravar el consumo de licores, vinos, aperitivos y 
similares, el ingreso del departamento se obtiene con fundamento en el poder impositivo. En este 
caso, el impuesto constituye una renta nacional cedida y se deberán aplicar el procedimiento y 
régimen sancionatorio establecido en el Estatuto Tributario Nacional y en las normas especiales 
que regulen los impuestos al consumo.  
 
Sobre las diferencias entre las rentas obtenidas en virtud del impuesto al consumo y la 
participación económica derivada del ejercicio del Monopolio se pronunció la Dirección de Apoyo 
Fiscal del Ministerio de Hacienda y Crédito Público mediante Oficio No. 5838 de 2001, en el cual 
manifestó lo siguiente: 
 “por tratarse de dos regímenes diferentes y excluyentes entre sí, el impuesto al consumo 
no es igual a la participación porcentual, y cada uno de ellos obedece a causas diferentes. 
Mientras que el impuesto al consumo tiene su origen en el Poder de imposición del 
Estado, y no conlleva contraprestación alguna, la “Participación Porcentual” corresponde 
a la contraprestación que le exige el departamento por permitir a terceros, el ejercicio de 
una actividad atribuida en forma exclusiva al departamento (monopolizada), de allí, que 
todo aquel que pretenda producir en el departamento licores destilados, o introducirlos 
para la vena en la jurisdicción del departamento, esté obligado a pagar la participación 
                                                 
1 Los derechos de explotación sobre la producción serán los resultantes del proceso licitatorio definido en el artículo 
8° de la Ley 1816 de 2016. Por su parte, los derechos de explotación de la introducción serán el 2% de las ventas 
anuales de los licores introducidos. Esta obligación deberá liquidarse al final de la vigencia y se pagarán a más tardar 
el 31 de enero del año siguiente (Artículo 17, Ley 1816 de 2016). 
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porcentual que tenga establecida en la respectiva entidad territorial” 
 
En conclusión, tanto la participación económica como los derechos de explotación que 
pueden percibir los departamentos en virtud del monopolio, constituyen un derecho económico 
que surge en virtud de la permisión a un tercero para introducir o producir licores destilados en su 
jurisdicción, actividad atribuida de forma exclusiva por la Constitución a los departamentos. Por 
lo tanto, se tratan claramente de ingresos de naturaleza patrimonial.  
 
Esta naturaleza de los recursos provenientes del monopolio fiscal de licores, implica en 
principio, que no estén sujetos a los principios y reglas establecidos en la Constitución que 
informan el sistema tributario, sino que deberá atenerse a lo dispuesto por la norma legal que define 
su régimen propio, contenida en la Ley 1816 de 2016. Pese a ello, cabe destacar que la referida ley 
ordena la aplicación de las normas que regulan el Impuesto al consumo en los distintos aspectos 
de la participación económica, remitiéndose así a la aplicación de normas de carácter tributario. 
Esto ha conllevado a equívocos que en la práctica dificultan la diferenciación de los recursos y 
generan cuestionamientos sobre la conveniencia y diferencias para el ejercicio del monopolio. 
Dentro de estas razones podemos destacar las siguientes:  
 
 Aplicación en todos los departamentos de la misma base gravable y tarifa del Impuesto 
al Consumo para la Participación económica del monopolio.  
 
Si bien es claro, que las Asambleas de los departamentos que ejercen el monopolio, pueden 
definir una mayor tarifa como participación económica en virtud de lo dispuesto por el artículo 14 
de la ley 1816 de 2016, a partir de la vigencia 2017, todos los departamentos que ejercen el 
monopolio de licores, incluso aquellos que lo han adoptado después de su expedición2, aplican 
como base gravable y tarifa de la participación económica, la misma definida para el impuesto al 
consumo, con fundamento en lo definido por el citado artículo 14, que a su vez establece que en 
ningún caso, la tarifa de la participación podrá ser inferior a la tarifa del impuesto al consumo de 
                                                 
2 En este sentido encontramos el caso del Departamento de Córdoba, que adopta el ejercicio del Monopolio mediante 
la Ordenanza 031 de 2016, en la cual se establece como tarifa de la participación económica, la señalada en los 
artículos 19 y 20 de la ley 1816 de 2016, que a su vez modifican los artículos 49 y 50 de la Ley 788 de 2002. 
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licores, vinos, aperitivos y similares, en ninguno de los dos componentes.  
 
Esta situación puede explicarse por las dificultades que se han presentado desde el año 
2017, en cuanto a la definición de la base gravable del Componente Ad valorem de la tarifa del 
impuesto al consumo, debido a los cambios en la metodología y criterios aplicados por el DANE 
para efectos de la Certificación de Precios de venta al Público de los Licores, Vinos Aperitivos y 
similares que le exige expedir el artículo 19 de la ley 1816 de 2016, lo cual ha conllevado a una 
serie de variaciones en el Impuesto al consumo de los años 2017, 2018 y 2019, sin que a la fecha 
exista consenso sobre la metodología aplicable. Esta situación por supuesto, hacen complejo 
cualquier estudio económico que pretenda evaluar la conveniencia de un posible incremento en la 
tarifa de la participación económica por parte de un departamento, pues lo convenientes serpia 
efectuar un análisis que permita estimar la diferencia en términos de eficiencia económica entre 
aplicar la tarifa del Impuesto al consumo de licores o una mayor, como participación económica. 
 
 Aplicación de las normas previstas para el impuesto al consumo de licores, vinos, 
aperitivos y similares para efectos de la participación económica y derechos de 
explotación por el monopolio de licores destilados.  
 
El parágrafo del artículo 14 de la Ley 1816 de 2016, establece una remisión según la cual, 
para efectos de la participación del monopolio de licores destilados se aplicarán las disposiciones 
sobre causación, declaración, pago, señalización, control de transporte, sanciones, aprehensiones, 
decomisos y demás normas especiales previstas para el impuesto al consumo de licores, vinos, 
aperitivos y similares.  
 
Esta remisión legal también se extiende a las normas que regulan la administración, 
determinación, discusión, cobro, devoluciones e imposición de sanciones, razón por la cual, los 
departamentos deben aplicar en relación con la participación económica y los derechos de 
explotación, los procedimientos y el régimen sancionatorio establecidos en el Estatuto Tributario 
Nacional y en las disposiciones especiales aplicables a los productos gravados con el impuesto al 




De lo anterior se infiere que, para efectos de la participación económica y los derechos de 
explotación, debemos aplicar las normas sustantivas, procedimentales y sancionatorias del 
impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos y similares, así como el régimen de señalización 
y control de transporte contenidos en el Estatuto Tributario Nacional, la Ley 223 de 1995, 788 de 
2002, 1762 de 2015 y demás normas que las modifiquen o adicionen, incluyendo la misma Ley 
1816 de 2016.  
 
Esta unificación de tarifas y procedimientos, dificulta la administración y diferenciación 
de las rentas incluso en términos de su recaudo y manejo presupuestal, ya que, debido a la remisión 
a las normas del Impuesto al consumo en los aspectos indicados, la participación económica se 
recauda a través de los mismos formatos y plazos de la declaración de Impuestos al Consumo de 
Productos Nacionales (FND LN-V17.1) y de Impuestos al Consumo de Productos Extranjeros 
(FND (FC) -DPTO V17.1), que se presentan ante los entes territoriales. Por lo tanto, un productor  
está obligado a declarar y pagar la participación económica dentro de los cinco (5) días calendario 
siguientes al vencimiento de cada quincena (período gravable), en el caso de los productos 
nacionales, o al momento de la introducción a los departamentos, en el caso de los importados, 
incluyendo en la misma, tanto los licores destilados sujetos al monopolio, como aquellos licores, 
vinos y aperitivos  que por virtud de la constitución y la ley no les aplica esta limitación, sin que 
pueda diferenciarse en el formulario el valor pagado por concepto de participación económica o 
de Impuesto al Consumo. 
 
 
Esta dificultad plantea ciertos problemas en la administración y destinación de las rentas, 
ya que de acuerdo con lo establecido en el artículo 16 de la Ley 1816 de 2016, las rentas derivadas 
del monopolio tienen una destinación distinta al Impuesto al Consumo de Licores, vinos y 
aperitivos3. Esta situación si bien es del resorte de los departamentos, pues se refiere a situaciones 
                                                 
3 La Ley 1816 de 2016 regula la destinación de las rentas del Monopolio de Licores y del Impuesto al Consumo de 
Licores, Vinos, Aperitivos y similares. Según esta disposición, del total del recaudo de las rentas del monopolio de 
licores destilados, los departamentos deben destinar un mínimo del 37% a financiar la salud. Adicional a ello, para 
cumplir con la destinación preferente, debe destinarse un 14% del total a salud o educación. Estas destinaciones suman 
el 51% del total de la renta, que de acuerdo con el legislador, permite dar cumplimiento a la destinación preferente 
ordenada por el artículo 336 de la Constitución para las rentas del monopolio. Adicionalmente, el 3% del total de la 
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relacionadas con la administración de la renta, debería justificar un replanteamiento de los 
Formatos de Declaración del Impuesto al Consumo, actualmente prescritos por la Federación 
Nacional de Departamentos, ya que para los entes territoriales es complejo diferenciar el origen 
del recurso debido a que su recaudo se da en un mismo momento, a través de un formato que no 
diferencia el tipo de ingreso y en la mayor parte de los casos, en las mismas cuentas bancarias. 
 
Esta situación genera un inconveniente adicional en cuanto al registro presupuestal de la 
renta, lo cual conlleva a que la mayor parte de los departamentos realicen los registros del ingreso 
en sus presupuestos como Impuesto al Consumo de licores, impidiendo un seguimiento real a las 
posibles eficiencias rentísticas del monopolio y generando riesgos respecto de la correcta 
distribución de la renta y el giro oportuno de los recursos destinados al Aseguramiento en Salud 
que debe hacer la entidad territorial a favor de la Administradora de los Recursos del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud –ADRES (Decreto 2265 de 2017 y 1315 de 2018). 
 
Aclarada la naturaleza no tributaria de las rentas que derivan los departamentos del 
monopolio (Participación Económica y Derechos de explotación), abordaremos un 
cuestionamiento adicional que se ha esbozado, principalmente, en los fallos emitidos por la Corte 
Constitucional, referente si éstos ingresos constituyen una fuente endógena o exógena de 
financiación para los departamentos que deciden ejercerlo. Con fundamento en la Sentencia C 219 
de1997, la Corte explicó que esta clasificación se propone con el fin de precisar, de una parte, la 
autonomía de que gozan para definir los objetivos económicos o sociales a los cuales se aplican 
sus rentas, y de otra, la facultad del legislador para intervenir y en qué forma en el señalamiento 
de destinaciones específicas de dichas rentas. En otras palabras, esta clasificación es importante 
para efectos de determinar hasta qué punto el legislador y el gobierno pueden intervenir en la 
regulación, destinación y manejo de dichos recursos, sin afectar la autonomía territorial. (Piza, 
2012, págs. 96-97) 
 
La doctrina constitucional diferencia las fuentes de financiación de las entidades 
territoriales en recursos de fuente endógena y exógena. Los primeros son aquellos ingresos cuyo 
                                                 
renta debe destinarse a financiar el deporte. Por su parte, del total del recaudo del Impuesto al Consumo de Licores, 
Vinos, Aperitivos y similares, debe destinarse y 37% a financiar la salud y un 3% al deporte. 
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recaudo se origina en la jurisdicción de la respectiva entidad, en virtud de un esfuerzo propio, por 
decisión política de las autoridades locales o seccionales, o provenientes de la explotación de 
bienes que son de su propiedad exclusiva, todos ellos conocidos como recursos de fuente 
endógena. En este análisis, la Corte determinó respecto de las rentas endógenas, que la regla 
general consiste en que al Legislador le está prohibido intervenir en el proceso de asignación del 
gasto de las mismas. De manera excepcional, tratándose de las rentas tributarias de propiedad de 
las entidades territoriales, el legislador está autorizado para fijar el destino sólo cuando ello resulte 
necesario para proteger la estabilidad económica de la Nación y, especialmente, para conjurar 
amenazas ciertas sobre los recursos del presupuesto nacional. Por lo anterior, se concluye que 
respecto de este tipo de recursos las entidades territoriales tienen una mayor autonomía en cuanto 
a su manejo y, en consecuencia, la intervención del legislador es, por regla general, excepcional y 
limitada, puesto que el legislador debe respetar el reducto mínimo de la autonomía de las entidades 
territoriales, uno de cuyos elementos centrales es el derecho a administrar sus recursos propios. 
(Piza, 2012, pgs. 96-97) 
 
Así mismo, considera la Corte que para evitar el vaciamiento de competencias fiscales de 
las entidades territoriales, al menos, los recursos que provienen de fuentes endógenas, o recursos 
propios, strictu sensu debe someterse, en principio, a la plena disposición de las autoridades locales 
o departamentales correspondientes, sin injerencias indebidas del legislador. (Piza, 2007, 72-73) 
 
 
En contraste con lo anterior, existen ciertos recursos que provienen de las transferencias de 
la Nación, o de la participación en ingresos del Estado, los cuales, por tener origen externo, son 
calificados por la Corte como recursos de fuente exógena. Respecto de estos recursos provenientes 
de rentas de propiedad de la Nación, el Legislador puede definir las áreas a las cuales las entidades 
territoriales deben destinar dichas rentas, siempre que se trate de aquellas áreas que, 
constitucionalmente, merecen especial atención.  
 
En este caso, es claro que nos encontramos en un escenario distinto, como quiera que frente 
a estos recursos no opera la mencionada exclusividad, razón por la cual, la Corte Constitucional 
ha considerado que el legislador está autorizado para intervenir en la determinación de las áreas a 
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las cuales deben ser destinados, en especial, cuando se trata de renta de propiedad de la Nación. 
(Piza, 2007, 72-73) 
 
Por lo anterior, consideramos pertinente analizar las rentas que derivan los departamentos 
del monopolio, frente a esta categorización, a en aras de dar luces en cuanto al alcance de la 
competencia configuración normativa del legislador para regular el monopolio, la destinación y 
manejo de los recursos, frente al principio de autonomía de las entidades territoriales. 
 
En este orden de ideas, sea lo primero mencionar que la Corte plantea tres criterios a los 
cuales debe recurrir el intérprete para establecer si una fuente de financiación es endógena o 
exógena, los cuales ha esbozado principalmente en el análisis de rentas de carácter tributario.  
 
“El primero de ellos, el criterio formal, supone acudir al texto de la ley para identificar si 
ella indica expresamente cuál es la entidad titular de un tributo. El segundo, el criterio 
orgánico, consiste en la identificación del ente encargado de imponer la respectiva 
obligación tributaria. Por último, el criterio material estima que una fuente es endógena 
cuando las rentas que ingresan al patrimonio se recaudan integralmente en la jurisdicción 
y se destinan a sufragar gastos de la entidad territorial, sin que existan elementos 
sustantivos para considerar la renta como de carácter nacional. En caso de conflicto en la 
aplicación de estos criterios, o cuando puedan conducir a soluciones contradictorias, la 
Corte ha indicado que debe preferirse lo sustancial sobre las manifestaciones meramente 
formales del legislador” (Corte Constitucional, Sentencias C-219 de 1997, C-720 de 
1999, C- 897 de 1999, C-533  de 2005,  C-925 de 2006, C-358 de 2017) 
 
Con base en los anteriores criterios, la Corte en el citado fallo, planteó los siguientes 
interrogantes: si ¿es posible clasificar los dineros provenientes de los monopolios rentísticos de 
los juegos de suerte y azar como rentas endógenas o exógenas de los distritos y municipios?, o 
por el contrario ¿escapan a esa sistematización para constituir una categoría especial de renta? 
 
En este análisis, la Corte afirma que para efectos de distinguir si las rentas derivadas del 
monopolio constituyen rentas endógenas o exógenas, es preciso tener en cuenta el alcance del 
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mandato contenido en el artículo 336 superior, que ordena que debe existir una regulación especial 
de alcance nacional de los monopolios rentísticos. En palabras del Alto Tribunal, “esa posibilidad 
de que la ley pueda asignar a las entidades territoriales ciertos aspectos puntuales de la 
regulación de los monopolios rentísticos, no niega, sino que por el contrario confirma, que la 
Carta confirió al Legislador la responsabilidad esencial en el diseño del régimen propio que debe 
gobernar a los monopolios rentísticos, obviamente dentro del marco de los lineamientos 
establecidos por la Constitución, y en especial por el artículo 336 superior.”, lo cual confirma, en 
criterio de la Corte, que no se trata de recursos endógenos de los cuales puedan disponer libremente 
las entidades territoriales, sino de rentas exógenas. (Corte Constitucional, Sentencia C-1191 de 
2001, M.P. Dr. Rodrigo Uprimny Yepes) 
 
En síntesis, la Corte considera que, por tratarse de un régimen propio,  
 
“la Constitución confiere al legislador una amplia facultad de regulación en materia de 
monopolios rentísticos, pudiendo ceder o no la titularidad de algunas rentas (o la 
explotación de monopolios) a las entidades territoriales, e imponer las limitaciones, 
condicionamientos o exigencias que estime necesarias, todo ello sin perjuicio de la 
facultad de estas últimas de disponer de los recursos obtenidos en la explotación de sus 
monopolios, y siempre y cuando se destinen a los fines para los cuales fueron previstos. 
Por ello, resulta erróneo afirmar que constitucionalmente las entidades territoriales gozan 
de amplia autonomía política y financiera en cuanto a la explotación de los monopolios 
rentísticos se refiere.” (Corte Constitucional, Sentencia C-1191 de 2001, M.P. Dr. 
Rodrigo Uprimny Yepes) 
 
Esta posición difiere de la planteada por la Dirección de Apoyo Fiscal del Ministerio de 
Hacienda, que a partir del análisis de los criterios definidos por la Corte, concluye que los recursos 
derivados del Monopolio de Licores son una fuente endógena de financiación. Al respecto, la 
doctrina del Ministerio de Hacienda considera lo siguiente: 
 
“(…)sus características apuntan a definir que se trata de una renta endógena, pues de un 
lado tal como se anotó la Ley 8a de 1909, estableció la titularidad de la rentas en cabeza 
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de los departamentos,  lo cual ha sido así sostenido por el Consejo de Estado al decir que 
“dentro de la explotación  de los monopolios establecidos por el Legislador a favor del 
Estado o de sus entidades territoriales, se encuentran los licores, cuya titularidad 
corresponde a los departamentos, sobre los que ostentan propiedad exclusiva” 
(Radicación número: 52001-23-31-000- 2003-00197-02 (16071), 2008) (criterio formal). 
El ente facultado para decidir si se ejerce o no el monopolio es el departamento a través 
de su asamblea (criterio orgánico), y los recursos que ingresan se recaudan en su totalidad 
en la jurisdicción del departamento que opta por el ejercicio, y sin perjuicio de una 
destinación “preferente”, se dirigen a sufragar los gastos de la entidad. Lo anterior, no 
permite que haya elementos sustantivos que la puedan calificar como una renta nacional” 
(Dirección de Apoyo Fiscal, Ministerio de Hacienda y Crédito. Público, Asesoría No. 
025468 del 5 de septiembre 2008)  
 
Sin perjuicio del análisis concreto que sobre el particular se realiza en el presente capítulo, 
a partir de lo establecido por la Ley 1816 de 2016, es preciso dejar asentado, que disentimos de la 
posición planteada por la Corte Constitucional, que se fundamenta esencialmente en señalar que 
el mandato que la Constitución otorga al legislador para el diseño del régimen propio que debe 
regir los monopolios rentísticos, es suficiente para concluir que las rentas derivadas de su ejercicio 
son recursos exógenos.  
 
En nuestra opinión, las rentas derivadas del monopolio de licores constituyen rentas 
endógenas de financiación, que tienen ciertos elementos propios definidos por la Constitución 
Política, y por ende, deben ser administradas por los departamentos, respetado el marco 
constitucional y legal. Nuestra posición se fundamenta en los siguientes argumentos: 
 
En primer lugar, según los criterios definidos por la Corte Constitucional para la 
categorización de las rentas, las rentas derivadas del monopolio de licores constituyen rentas 
endógenas, tal como se ha pronunciado la Dirección de Apoyo Fiscal del Ministerio de Hacienda, 




Por otra parte, si bien es cierto que la Constitución definió una reserva legal para efectos 
de la regulación de la organización, administración, control y explotación del monopolio, al 
expedir dicha regulación el legislador debe por supuesto observar los elementos que establece la 
misma Constitución, así como los lineamientos planteados por el constituyente sobre el monopolio 
rentístico. En igual sentido se pronunció la Corte en la ya citada Sentencia C-1191 del 15 de 
noviembre de 2001, en la cual manifestó que: “(…) Es claro que la libertad de configuración que 
en esta materia se le ha otorgado al legislador no es absoluta e ilimitada y debe, al momento de 
establecer ese régimen propio, debe observar con plenitud las pautas trazadas por el 
Constituyente (art. 336 C.P.), pues de lo contrario la ley respectiva deviene inconstitucional.” 
 
Por lo tanto, es imperioso advertir que el legislador al expedir el régimen propio del 
monopolio, debe tener en cuenta los aspectos puntuales definidos por la Constitución de 1991, la 
cual reiteró el principio consagrado en el artículo 31 de la Constitución de 1886, estableciendo el 
monopolio de licores destilados como arbitrio rentístico  y con una finalidad de interés público o 
social, como un mecanismo para generar rentas para los departamentos, las cuales deberán ser 
recaudadas por estas entidades e invertidas preferentemente en salud y educación, respetando la 
destinación que la misma Carta impone atendiendo a la finalidad de interés público o social, sin 
que ello implique que éstas constituyan rentas de la Nación. 
 
A este análisis, se debe agregar con especial relevancia, el alcance de lo establecido en el 
artículo 362 de la Carta, que otorga una especial protección a los recursos que los departamentos 
recaudan por concepto del Monopolio de licores, al indicar que: 
 
 “los bienes y rentas tributarias y no tributarias o provenientes de la explotación de 
monopolios de las entidades territoriales, son de su propiedad exclusiva y gozan de las 
mismas garantías que la propiedad y renta de los particulares”. Esto significa, en términos 
de la Corte Constitucional, que “una vez han ingresado esos dineros al patrimonio de la 
entidad territorial, no podría la ley, salvo los casos excepcionales previstos por la propia 
Carta, despojar al departamento o al municipio respectivo de esos recursos para 





En este orden de ideas, un análisis sistemático de las disposiciones constitucionales 
(Artículos 1º, 287, 336, 362 C.P.), así como de los debates dados en el seno de la Asamblea 
Constituyente, permiten inferir de manera diáfana, que el propósito del constituyente del 91 fue el 
de reconocer estas rentas como de propiedad de los entes territoriales, en orden a respetar la 
autonomía que la misma Constitución establece para dichas entidades en el artículo 287 superior, 
norma que incluye, en términos de la Corte Constitucional, un reducto mínimo intocable, que 
constituye límite y guía para la acción de legislador en su tarea de establecer la distribución de las 
competencias. Dicho reducto mínimo comprende, entre otros, el derecho a administrar los recursos 
y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 
 
Este planteamiento coincide con lo expuesto por la Corte Constitucional en el referido fallo, 
en los siguientes términos:  
 
“Esta conclusión se ve reforzada por algunos elementos históricos del debate sobre estas 
rentas en la Asamblea Constituyente, especialmente en cuanto a los monopolios de 
licores, tradicionalmente en cabeza de los departamentos. Así, una revisión de las 
discusiones sobre este punto muestra que los Constituyentes variaron la destinación de 
esos recursos. Inicialmente esos dineros debían ser utilizados “exclusivamente” para los 
servicios de salud. Luego la Asamblea consideró que sólo debían destinarse 
“preferentemente” a esos servicios, y esa modificación fue incorporada en el inciso 5º del 
artículo 336 de la Carta. Una de las razones principales invocadas para ese cambio fue la 
idea de “no limitar, por la Constitución, la autonomía de los departamentos” (Base de 
datos de la Asamblea Nacional Constituyente. Presidencia de la República, Consejería 
para el desarrollo de la Constitución, Sesión plenaria de julio 2 de 1991, pág. 2). Los 
Constituyentes explicaron que la destinación preferente de las rentas de licores dejaba 
abierta la posibilidad a que las autoridades respectivas pudieran invertir en otras áreas, 
cuando se suplieran las necesidades básicas e insatisfechas (Ibídem). Esto sugiere 
entonces que para ciertos Constituyentes, algunos monopolios rentísticos, en especial 
aquellos de licores, constituían un recurso del cual eran titulares las entidades 




Por todo lo hasta aquí expuesto, podemos concluir que las rentas derivadas del Monopolio 
de licores (Participación Económica y derechos de explotación), constituyen ingresos 
patrimoniales cuya titularidad y propiedad exclusiva corresponde a los departamentos, y gozan de 
las mismas garantías que la propiedad y renta de los particulares, por expresa disposición del 
Constituyente de 1991. Dichas rentas tienen el carácter de rentas endógenas de financiación de las 
entidades territoriales. Si bien por mandato constitucional, el legislador es el facultado para definir 
su régimen de organización, administración, control y explotación, ésta facultad no está 
desprovista de límites, por el contrario, los lineamientos definidos en la misma Constitución y 
prescritos por el Constituyente de 1991, son mandatos para el legislador,  
 
Así las cosas, el legislador en su amplia capacidad de configuración legislativa puede 
válidamente definir los aspectos o elementos del monopolio que corresponderá regular a las 
asambleas, en ejercicio de su autonomía fiscal, sin olvidar que se trata de una renta endógena. El 
mayor o menor grado de competencias normativas que se definan en cabeza de las asambleas, debe 
evaluarlo el legislador, sin desconocer la titularidad y protección que la Carta establece para las 
rentas del monopolio. Además, debe respetar la destinación específica definida para la renta, dada 
la finalidad del monopolio y el alcance de la autonomía que reconoce la Constitución, por tratarse 
de una renta endógena. 
Teniendo como referencia este marco normativo, a continuación, procederemos a estudiar 
las formas de ejercer el monopolio y el alcance de las competencias de los departamentos que 
optaron por el mismo, evaluando la transición en el ejercicio de esta competencia antes de la 
expedición del régimen propio, contenido en la Ley 1816 de 2016, y después de su expedición. 
 
 
2.3 Competencias de los departamentos y asambleas para el ejercicio del monopolio de 
licores en el marco de la constitución de 1991. 
 
2.3.1 Alcance de las competencias de los departamentos y asambleas departamentales 




En este aparte del trabajo, estudiaremos los parámetros dentro de los cuales se enmarcó el 
ejercicio del monopolio de licores en Colombia desde su consagración, realizada por el Acto 
Legislativo 3º de 1910 y hasta la expedición de su régimen propio, contenido en la Ley 1816 de 
2016, destacando el alcance de las competencias de los departamentos y los esquemas empleados 
por estas entidades territoriales para su ejercicio. 
 
Durante el período analizado, los departamentos tenían dos formas de obtener ingresos 
derivados de los licores destilados que eran excluyentes entre sí. En este sentido, el numeral 
35.del artículo 23 de la Ley 88 de 1910, el numeral 36 del artículo 97 de la Ley 4ª de 1913, el 
artículo 61 de la Ley 14 de 1983 y el artículo 51 de la Ley 788 de 2002, establecieron de forma 
consistente que las Asambleas tenían derecho a optar por ejercer el monopolio sobre la 
producción, introducción y venta de licores destilados en su jurisdicción, o bien, si el monopolio 
no convenía, a gravar estas actividades con el impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos 
y similares. En éste caso, la producción y distribución eran libres en el territorio del departamento, 
pero con sujeción al pago del impuesto de consumo y al cumplimiento de los deberes formales y 
sustanciales establecidos para los sujetos pasivos del impuesto. 
 
El establecimiento del monopolio de licores excluye el régimen del impuesto al consumo 
debido a que, son esencialmente distintos en cuanto a su estructura, tarifas, competencias que se 
derivan de su ejercicio, entre otros aspectos, y porque la ley consagra para las Asambleas dos 
opciones que son alternativas excluyentes.  
 
El marco normativo de referencia en este período para el caso del monopolio de licores se 
expuso en el primer capítulo del trabajo, principalmente se regía por lo dispuesto en el artículo 
336 de la Constitución de 1991, que en términos generales adoptó el principio consagrado en el 
artículo 31 de la Constitución de 1886, con algunos aspectos adicionales. Esta norma superior si 
bien ordenó la expedición de un régimen propio por iniciativa gubernamental, dicha ley solo fue 
expedida hasta el año 2016. Durante este tiempo, fue aplicada la legislación preexistente a la 
Constitución Política, que regulaban el manejo del monopolio la Ley 14 de 1983, incorporada 
literalmente en el Decreto-Ley 1222 de 1986, Código de Régimen Departamental, que  pesar de 
la expedición de la Constitución de 1991, conservaron su vigencia en virtud de la regla de 
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presunción de legalidad.  Igualmente, en este período fueron aplicables la Ley 223 de 1995 y la 
Ley 788 de 2002 que regularon el impuesto al consumo y la participación económica, autorizando 
la aplicación de la tarifa del impuesto como tarifa mínima exigible por concepto de participación 
económica. 
 
De acuerdo con el marco normativo antes referenciado, el monopolio de licores 
comprendía todas las facetas: producción, introducción y venta, en la jurisdicción de los 
departamentos de los licores destilados nacionales y extranjeros (aguardiente anisado, whisky, 
brandy, coñac, ginebra, ron, etc.) con un contenido mayor a 20 grados alcoholimétricos. Por 
expresa voluntad del legislador, no comprendía las bebidas fermentadas (vinos, vinos espumosos 
o espumantes, cervezas, aperitivos y similares). 
 
En cuanto el alcance del monopolio, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de 
Estado en consulta Nº 2028 de abril 9 de 1984, se pronunció en el siguiente sentido: 
 
 “El monopolio de producción, introducción y venta de licores no ha variado en su 
concepción esencial desde su establecimiento en el año de 1905; corresponde al conjunto 
de actividades productivas cuyo objeto inmediato no es únicamente la transformación 
de la materia (producción), sino también la distribución del producto industrial, su 
comercialización; del mismo modo, el monopolio se extiende a la introducción y venta 
en la jurisdicción de un departamento, bien de los licores destilados de producción 
nacional elaborados en otro departamento o bien de los licores importados. Por 
consiguiente, la venta del producto objeto del monopolio, es una de las fases o etapas de 
la explotación del mismo. Sin embargo, las ventas posteriores, por segundos y terceros 
intermediarios hasta llegar al consumidor final, no hace parte del monopolio, aunque las 
ventas que ellos realicen están gravadas con el impuesto a las ventas. (Citado en: 
Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, (2002), Radicado No. 1458. C.P. 
Dra: Susana Montes de Echeverry) 
 
El establecimiento del monopolio de licores requería de la decisión política de adoptarlo 
que debía tomar la Asamblea, ésta facultad correspondía a las autoridades departamentales 
47 
 
autorizadas por el legislador (Asambleas Departamentales por iniciativa del gobernador), para 
decidir si se ejerce el monopolio de licores destilados en su departamento, y ii) la orden de 
indemnizar a los individuos que en virtud de dicha orden, quedaban privados del ejercicio de una 
actividad económica lícita.  
 
Respecto de ésta competencias en particular, consideramos importante destacar algunos 
aspectos que perfilaron el alcance y algunos límites para su ejercicio, así: 
 
 La Asamblea Departamental tenía la facultad para tomar la decisión de ejercer el 
monopolio, previa iniciativa del gobierno departamental. Por lo tanto, se requería de la 
intervención de ambas autoridades departamentales para la adopción del monopolio de 
licores en un departamento. 
 
 La competencia para decidir si se ejerce el monopolio es propia de las Asambleas 
Departamentales. Se trata de una competencia que el legislador reservó expresamente en 
cabeza de éstas corporaciones de elección popular. siendo, por lo tanto, contrario al marco 
legal de referencia, delegar esta autorización al gobernador para decidir si se ejerce al 
Monopolio.  
 
 La decisión de ejercer el monopolio debía fundamentarse en un estudio de conveniencia 
económica presentado por el gobierno departamental, el cual debía principalmente 
considerar el factor del arbitrio rentístico. En este entendido, las Asambleas debían 
adoptar el monopolio de licores sólo si el estudio que soportaba la iniciativa del gobierno, 
evidenciaba la conveniencia en términos de mayores recaudos para la entidad territorial, 
de la alternativa de ejercer el monopolio.  
 
“El análisis a realizar, para definir si se adopta o no el monopolio, es si su ejercicio 
genera mayores recursos para el departamento que el cobro del impuesto al consumo. 
Un estudio tendiente a buscar medidas proteccionistas para los licores producidos por el 




La segunda competencia que tenían concretamente las Asambleas Departamentales, es la 
facultad para la regulación del monopolio de licores en su jurisdicción. Esta competencia fue 
reconocida por el legislador en el artículo 61 de la referida Ley 14 de 1983, compilada en el Decreto 
1222 de 1986, el cual establecía que “(…) las asambleas departamentales regularán el monopolio 
o gravarán esas industrias y actividades, si el monopolio no conviene, conforme a lo dispuesto en 
los artículos siguientes”. El legislador de 1983, en ejercicio de su amplia capacidad de 
configuración legislativa, decidió dejar en cabeza de las Asambleas la facultad para regular el 
monopolio, es decir, reconoce la competencia para la regulación normativa, la cual debía ser 
ejercida mediante las Ordenanzas Departamentales conforme a lo dispuesto en la misma ley. 
 
De acuerdo con lo expuesto, las Asambleas departamentales tenían la competencia, 
primero, para decidir si era conveniente ejercer el monopolio, teniendo en cuenta las razones de 
conveniencia económica y el arbitrio rentístico, sustentadas por el gobierno departamental. Con lo 
cual, podemos afirmar que la intervención de la corporación era absolutamente necesaria para que 
pudiera aplicarse este mecanismo de obtención de ingresos derivados de los licores destilados, el 
cual constituye uno de los argumentos en el cual nos sustentamos para considerar que las rentas 
derivadas del monopolio de licores son rentas endógenas (Criterio Orgánico). 
 
Ahora bien, si la Asamblea había optado por ejercer el monopolio de licores, era 
igualmente válido facultar al Gobernador para la regulación de los parámetros o aspectos para el 
ejercicio del mismo, pero en este caso, siempre respetando los parámetros que la constitución 
señala, esto es, debía ser una facultad pro témpore y precisa. Esta posición hizo carrera en la 
jurisprudencia del Consejo de Estado, según la cual, la Asamblea sólo podría delegar en cabeza 
del gobernador la facultad para regular el monopolio, pero en este caso, debía hacerlo definiendo 
un límite temporal (pro témpore) y en forma precisa, esto es, con la precisión o limitación de la 
materia a regular. (Cf. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Cuarta, del 10 de octubre de 1986, Expediente 1.440, M.P. Dr. Hernán Guillermo Aldana) 
 
En cuanto al alcance mismo de la competencia normativa para establecer y regular el 
monopolio en su jurisdicción, es importante destacar que generalmente se realizaba mediante la 
transcripción de las disposiciones relacionadas con el monopolio de licores contenidas en la Ley 
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14 de 1983, compilada en el Decreto 1222 de 1986. Sin embargo, la competencia normativa de las 
Asambleas no se limitaba a la reproducción de las normas legales, también estaban investidas de 
la facultad para determinar la tarifa aplicable por concepto de participación económica. 
 
Uno de los principales aspectos por regular por parte de las Asambleas Departamentales, 
era la definición de la tarifa de la participación económica aplicable sobre los productos objeto del 
monopolio, que luego era consignada en el respectivo convenio o contrato. Esta facultad o derecho 
que tenían las Asambleas Departamentales para establecer una tarifa, tenía como único límite que, 
dicha tarifa no podría ser menor a la fijada para el Impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos 
y similares, siguiendo la metodología establecida por la ley. Es decir, que la tarifa del impuesto al 
consumo fijada en la ley operaba como un piso y no como un techo. (Caballero Argáez, Zuleta 
Jaramillo, & Jaramillo Giraldo, 2014, pág. 63) 
 
Es por ello que, dentro de esta discrecionalidad, la participación podía ser diferente respecto 
de cada departamento. En efecto, según muestra un estudio de FEDESARROLLO realizado en el 
año 2003 sobre la reforma al impuesto al consumo de licores de la ley 788 de 2002, trece (13) 
departamentos habían acogido las tarifas de la ley y diez (10) tenían sus propias tarifas de 
participación, aunque con una menor diferencia con la ley que antes, como se muestra en el 
siguiente cuadro: 
 











CUADRO No.2.3     TARIFAS IMPUESTO UNIFICADO DE LICORES, 2003 - 2004 
 
Pesos $ por grado alcohólico por botella de 750 cc 
 TARIFA GENERAL PARTICIPACIONES DE DEPARTAMENTOS EN 2003 
GRADO ALCOHOLIMETRO 
DE LA BEBIDA                LEY*/   2003**/   2004 
 
ANTIOQUIA          CALDAS       CUNDINAMARCA     VALLE         TOLIMA       BOLIVAR   ATLANTICO      QUINDIO         BOYACA     SANTANDER 
 
De 2.5° Hasta 15°                110       116       122 
Más de 15° hasta 35°          180       190       200 
Mas de 20° hasta 35° 
Mas de 35°                          270       285       301 
Vinos hasta 10°                     60         63         66 
 
116              116                  116        116             116         116            116            116            116            116 
190                                                                                         190 
190              245                  190        260             190         190            190            220            190            190 
285              285                  285        300             285         285            285            285            285            285 
63                63                    63          63               63           63              63              63              63              63 
 TARIFA GENERAL PARTICIPACIONES DE DEPARTAMENTOS EN 2003 
GRADO ALCOHOLIMETRO 
DE LA BEBIDA                 LEY      2003     2004 
 
NSANTANDER    MAGDALENA         CORDOBA          CAUCA     RISARALDA      CESAR          HUILA           NARIÑO           SUCRE           RESTO 
De 2.5° Hasta 15°                110       116       122 
Más de 15° hasta 35°          180       190       200 
Mas de 20° hasta 35° 
Mas de 35°                          270       285       301 
Vinos hasta 10°                     60         63         66 
116              116                  116        116             116         116            116            116            116            116 
190                                                  190 
190              190                  190        190             220         190            190            250            190            190 
285              285                  285        285             285         285            285            300            285            285 
63                63                    63          63               63           63              63              63              63              63 
Fuente: Ley 788 de 2002 y Acodil. 
*/ Ley 788 de 2002 - Dic. 27/2002 




Fuente: Caballero Argáez, Zuleta Jaramillo, & Jaramillo Giraldo, 2014, pág. 62. 
 
Con base en la referida competencia para regular el monopolio reconocida por el artículo 
61 de la Ley 14 de 1983, las Asambleas Departamentales establecieron las formas de ejercer el 
monopolio y en algunos casos, definieron el cobro de cargas o derechos adicionales a la 
participación económica, fundamentados en el propósito de arbitrio rentístico del monopolio, los 
cuales eran exigidos, como veremos, en virtud de los convenios que celebraban los departamentos 
para el ejercicio del monopolio sobre la producción, introducción o comercialización.  
 
Dentro de este tipo de cobros, podemos citar el caso de los la Ordenanza 013 de 2016, 
expedida por la Asamblea de Cundinamarca que en su artículo segundo creó una Compensación 
Económica. Esta compensación, si bien venía siendo incluida en algunos convenios suscritos por 
el departamento, con la aprobación de la Ordenanza, se regula su forma de cálculo y cobro en 
todos los convenios. Así pues, en los términos de la Ordenanza 013, esta compensación equivale 
al 2% de una UVT por botella convertida a 750 CC ingresada a la jurisdicción del departamento y 
debía pagarse de manera simultánea, con la declaración y pago de la participación económica. 
Además, la compensación debía incluirse en los convenios interadministrativos de intercambio de 
licores y en los contratos de participación que fueran celebrados con productores nacionales e 
introductores de productos extranjeros. 
 
Especial atención merece el caso de los Derechos de reserva y publicidad establecidos en 
la Ordenanza 009 de 2006, expedida por la Asamblea del Departamento de Risaralda, 
reglamentada por el Decreto 0949 de 2009, cuya legalidad fue analizada por el Consejo de Estado 
en Sentencia de la Sala Plena Contenciosa Administrativa, Sección Cuarta, del 26 de Julio de 2017, 
con radicado No. 66001-23-31-000-2010-00108-01, M.P. Dra. Stella Jeannette Carvajal Basto. 
 
Según describe el Alto tribunal en la sentencia referida, la Asamblea de Risaralda fijó en 
su jurisdicción el monopolio sobre las actividades de producción, introducción y venta de licores 
destilados y, con fundamento en la competencia para regular el monopolio otorgada por la Ley 14 
de 1983, mediante el artículo 36 de la Ordenanza 009 de 2006 demandado, previó que para la 
producción de alcoholes potables y/o licores destilados por particulares, se requiere que se haya 
51 
 
otorgado la concesión previamente y, en tales contratos, además de la participación económica, se 
podían pactar regalías o derechos de explotación de la actividad a favor del Departamento, para lo 
cual, autorizó al gobierno departamental para que de manera general o particular, esto es, en cada 
convenio, estableciera dichas regalías o derechos.  
 
 En esta oportunidad el Consejo de Estado analizó la legalidad de las disposiciones, a partir 
de dos problemas jurídicos planteados; en primer lugar, si establecer cargas o cobros adicionales 
a la participación económica, por parte de las Asambleas de los departamentos que optan por 
ejercer el monopolio de licores, desconoce los principios de legalidad y Estado Unitario que 
limitan el ejercicio del poder tributario. 
 
Frente a este cuestionamiento, el máximo tribunal de lo contencioso parte de las 
consideraciones expuestas en la exposición de motivos de la Ley 14 de 1983 y concluye lo 
siguiente:  
 
“el establecimiento del monopolio no está sometido a un límite tarifario sino que, la 
finalidad perseguida por el legislador, era permitir que los entes territoriales que optaran 
por la explotación del monopolio consiguieran mayores ingresos a través de los convenios 
que debían celebrar las firmas introductoras, productoras o importadoras que decidan 
introducir o comercializar licores destilados en aquellos departamentos donde se haya 




“En el contexto de las normas que regulan el monopolio y la participación, antes 
mencionadas, puede concluirse que el legislador no limitó de manera alguna que la 
contraprestación por el ejercicio del monopolio estuviera restringida a una participación, 
este entendimiento se reafirma si se tiene en cuenta que el 19 de diciembre de 2016, se 
expidió la Ley 1816 «Por el cual se fija el régimen propio del monopolio rentístico de 
licores destilados, se modifica el impuesto al consumo de licores, aperitivos y similares, 




Puestas así las cosas, en este punto debemos destacar que, para el Consejo de Estado, a la 
luz de las disposiciones que regularon el monopolio antes de la entrada en vigencia de la Ley 1816 
de 2016, el legislador no restringió a los departamentos para obtener como contraprestación por el 
ejercicio del monopolio solamente la participación económica. Por lo tanto, la competencia de las 
Asambleas para regular la forma de ejercer el monopolio sobre la producción, introducción y 
comercialización de licores, comprendía la posibilidad de establecer pagos adicionales a través de 
los convenios que firmaban los departamentos con los introductores, productores o importadores 
que decidieran producir, introducir o comercializar licores destilados objetos del monopolio, los 
cuales no constituyen gravámenes adicionales, sino ingresos convencionales para los 
departamentos, que se generan en virtud de la autorización para desarrollar la actividad de 
producción, introducción o comercialización de licores en su territorio. 
 
Esta ausencia de límites en cuanto a las contraprestaciones que podían derivarse del 
monopolio de licores, conllevó a que este tipo de cobros fueran generalizados en los distintos 
convenios suscritos por los departamentos, adoptando distintas modalidades, formas de pago y 
cálculo, dependiendo del tipo de convenio y ciertamente, en ocasiones, de la negociación particular 
realizada por las partes. De allí que, también podamos encontrar casos que este tipo de cobros no 
estaban regulados en Ordenanzas, es decir, en los que no existía autorización de la Asamblea, sino 
que las partes convenían su pago, constituyéndose de esta forma en ingresos contractuales 
pactados. 
 
Como ejemplo ilustrativo del caso concreto, podemos citar el Convenio Interadministrativo 
para el Intercambio de Licores suscrito entre los Departamentos de Antioquia y Cundinamarca el 
10 de noviembre de 2009, y modificado mediante Otro Si del 28 de marzo de 2014, que en su 
Cláusula Cuarta estableció el pago de una Compensación Económica a favor de las empresas 
monopolísticas de cada departamento, así:  
 
“CUARTA. COMPENSACIÓN: El presente convenio interadministrativo de 
intercambio de licores genera por tal virtud una compensación para el departamento de 
Cundinamarca, la cual se calculará como el equivalente al cinco ( 5%) del impuesto al 
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consumo vigente en la fecha de la causación del mismo impuesto al consumo; ingreso 
convencional que no constituye gravamen adicional sobre los tributos propios del 
monopolio de alcoholes y licores, en razón de ser un ingreso proveniente de un contrato 
interadministrativo, el cual será pagado a la Empresa de Licores de Cundinamarca 
directamente por quien actúe en calidad de introductor, comercializador, representante 
y/o distribuidor de los productos objeto del intercambio de licores con el fin de compensar 
los efectos económicos mencionados. En consecuencia, tal obligación dineraria 
contractual nace de manera simultánea con la causación del impuesto al consumo de los 
productos objeto de la introducción al departamento de Cundinamarca y su pago se deberá 
realizar a más tardar el día 15 del mes inmediatamente siguiente. El presente convenio 
interadministrativo de intercambio de licores genera por tal virtud una compensación para 
el departamento de Antioquía, la cual se calculará como el equivalente al cinco (5%) del 
impuesto al consumo vigente en la fecha de la causación del mismo impuesto al consumo; 
ingreso convencional que no constituye gravamen adicional sobre los tributos propios del 
monopolio de alcoholes y licores, en razón de ser un ingreso proveniente de un contrato 
interadministrativo, el cual será pagado a la fábrica de licores y alcoholes de Antioquía 
directamente por quien actúa en calidad de introductor, comercializador, representante 
y/o distribuidor de los productos objeto del intercambio de licores con el fin de compensar 
los efectos económicos mencionados. En consecuencia, tal obligación dineraria 
contractual nace de manera simultánea con la causación del impuesto al consumo de los 
productos objeto de la introducción al departamento de Antioquia y su pago se deberá 
realizar a más tardar el día 15 del mes inmediatamente siguiente.”  
 
Al respecto es importante destacar que según las consideraciones expuestas por las partes, 
la Compensación Económica pactada para los departamentos de Cundinamarca y Antioquía, tenía 
el objeto de fortalecer su empresa monopolística, en este medida, consideran equitativo percibir 
por conducto de quien actúa en calidad de introductor, comercializador, representantes y/o 
distribuidores y por razón de su actividad dentro del departamento, una compensación económica 




Ahora bien, el Convenio Interadministrativo sub examine, aclara expresamente en su 
Cláusula Cuarta, que dicha compensación tiene la naturaleza de ingreso convencional. Por lo 
tanto,” no constituye gravamen adicional sobre los tributos propios del monopolio de alcoholes y 
licores, en razón de ser un ingreso proveniente de un contrato interadministrativo.”  
 
El segundo problema jurídico estudiado por el Consejo de Estado es pertinente de cara a 
nuestro propósito de precisar el alcance de las competencias de las Asambleas que optaron por 
ejercer el monopolio de licores, ya que se cuestiona si el establecimiento de erogaciones o cargas 
adicionales como las antes citadas, desconoce lo dispuesto por el artículo 67 de la Ley 14 de 1983, 
incorporado en el artículo 127 del Decreto 1222 de 1986, que reza lo siguiente:  
“Sin perjuicio de lo establecido en el Artículo 63 de esta ley, los Departamentos, 
Intendencias y Comisarías no podrán establecer gravámenes adicionales sobre la 
fabricación, introducción, distribución, venta y consumo de licores, vinos espumosos o 
espumantes, aperitivos y similares, nacionales y extranjeros, bodegajes obligatorios, 
gastos de administración o cualquier otro gravamen distinto al único de consumo que 
determina  la ley. (…)” 
 
Frente a esta disposición, el Consejo de Estado considera que constituye un límite en el 
marco normativo imperante, pues “la prohibición contenida en la norma transcrita está dirigida a 
establecer gravámenes distintos pero en la fabricación, introducción, distribución, venta y 
consumo de licores, vinos, vinos espumosos o espumantes, aperitivos y similares, nacionales y 
extranjeros, los cuales son de libre producción y distribución y que están sometidos al impuesto al 
consumo.”  
 
Así las cosas, para este tribunal, lo dispuesto en la Ley 14 de 1983 constituye un límite en 
el marco normativo para el ejercicio del poder tributario por parte de las entidades territoriales.  
 
En cuanto al alcance de dicha prohibición, también se ha pronunciado el Consejo de Estado 
en reiterada jurisprudencia, en la que precisó que esta norma legal consagra una restricción dirigida 
a los departamentos y durante el tiempo en que existieron, a las anteriores intendencias y 
comisarías, para establecer gravámenes adicionales sobre la fabricación, introducción, 
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distribución, venta y consumo de licores, vinos espumosos o espumantes, aperitivos y similares, 
nacionales y extranjeros, bodegajes obligatorios, gastos de administración o cualquier otro 
gravamen distinto al único de consumo. Por lo tanto, la prohibición no podía extenderse a los 
municipios ni al Distrito Capital porque ella se refiere exclusivamente a los Departamentos, y 
adicionalmente, en términos del Alto Tribunal, debía entenderse que esta ley “gravó toda actividad 
industrial”, sin excluir la de producción de licores y si la voluntad del legislador hubiera sido la 
de exonerar esta actividad, así lo habría dispuesto en forma expresa.  
 
En cuanto a los límites que comprende la prohibición frente al poder tributario de las 
Asambleas Departamentales, es importante destacar que, con fundamento en esta disposición, el 
Consejo de Estado ha considerado nulas algunas Ordenanzas expedidas por Asambleas, que han 
establecido tributos gravando dichas actividades, como es el caso de estampillas departamentales 
que gravaron la expedición de tornaguías, las cuales constituyen el documento a través del cual se 
autoriza y controla la entrada, salida y movilización de productos gravados con impuestos al 
consumo, o que sean objeto del monopolio rentístico de licores, entre entidades territoriales que 
sean sujetos activos de tales impuestos, o dentro de las mismas, cuando sea del caso. (artículo 3º 
Dec.3071 de 1997) 
 
Al respecto, cabe destacar el fallo del Consejo de Estado por el cual se declaró la nulidad 
del artículo 6º, numeral 2, sub-numeral 2.3 de la Ordenanza N. 10 de 1998, por medio de la cual 
la Asamblea Departamental del Quindío ordenó la emisión de la Estampilla Pro Hospital 
Departamental Universitario del Quindío, San Juan de Dios, que gravó las tornaguías y 
legalización de tornaguías para licores, vinos, aperitivos y similares, cervezas, sifones, refajos y 
mezclas, cigarrillo y tabaco elaborados nacionales y extranjeros que se expidan en el 
Departamento.  
 
En consideración del Consejo de Estado, el gravamen contenido en la norma acusada 
desconocía la prohibición contenida en el artículo 127 del decreto Ley 1222 de 1986, 
posteriormente incluida en la Ley 223 de 1995. Afirma el Alto Tribunal que no se podía imponer 
gravamen alguno al tránsito de dichos productos, sobre los cuales existe prohibición expresa de 
gravarlos, ya que el transporte y distribución son actividades imprescindibles para colocar el 
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producto en posibilidad de ser consumido y son etapas inherentes a la comercialización del mismo, 
de manera que ello constituía un exceso en el ejercicio de la facultad otorgada por la Ley al 
Departamento. (Consejo de Estado, Sala Plena Contenciosa Administrativa, Sección Cuarta, del 
12 de Julio de 2000, radicado No. 11208, M.P. Dr. Daniel Manrique Guzmán). 
 
En igual sentido se pronunció el Consejo de Estado en Sentencia del 16 de marzo de 2001, 
Exp. 10669, con ponencia del Dr. Germán Ayala Mantilla, por la cual se declaró la nulidad de 
literal a) del artículo 2.º de la Ordenanza Nº 44 de 1998 de la Asamblea Departamental de 
Risaralda, que estableció el uso de la Estampilla Universidad Tecnológica de Pereira para los 
licores y bebidas alcohólicas vendidas por el Departamento de Risaralda, por otros productores y 
en los distribuidores, importados al Departamento, en este caso, por tratarse de un tributo que 
gravaba directamente la distribución, venta de licores y bebidas alcohólicas, desconociendo el 
límite establecido por el Decreto 1222 de 1986 y reiterado en la Ley 223 de 1995. 
 
2.3.2 Formas de ejercer el monopolio de licores destilados. 
 
En desarrollo del monopolio sobre la producción, introducción y venta de licores 
destilados, las Asambleas Departamentales tenían la facultad para regular el monopolio, 
incluyendo los mecanismos para su ejercicio. En este sentido, la Ley 14 de 1983 compilada en el 
Decreto 1222 de 1986, estableció unos lineamientos para los departamentos en cuanto al manejo 
del monopolio, permitiendo ejercerlo directamente a través de sus empresas o licoreras 
departamentales, o indirectamente, a través de terceros -personas de derecho público o privado-, 
con quienes los departamentos podían celebrar contratos de intercambio y todo tipo de convenio 
que, dentro de las normas de contratación vigentes, permitieran agilizar el comercio de estos 
productos.  
 
En estos términos, podemos afirmar que el marco normativo de referencia permitía a los 





 Monopolio Directo: Comprende el ejercicio del monopolio de producción, introducción o 
comercialización mediante una empresa o entidad del orden departamental o con el apoyo 
de terceros -personas naturales o jurídicas púbicas o privadas-, respecto de aquellos licores 
sujetos a monopolio sobre los cuales el departamento tenga la titularidad de la propiedad 
industrial y marcaria. 
 
 Monopolio Indirecto: Se refiere al ejercicio del monopolio de producción, introducción o 
comercialización por terceros -personas de derecho público o privado, respecto de 
productos sujetos al monopolio cuya titularidad es de particulares o entidades públicas 
distintas al departamento titular del monopolio.  En este caso, cabe aclarar que no puede 
entenderse que la contratación que se haga para desarrollar la actividad o fase que 
constituye el monopolio, implique la cesión del monopolio. Pues como bien lo afirma el 
Consejo de Estado, “(..)éste seguirá en cabeza de la persona pública, única titular con 
capacidad constitucional para que en su favor la ley erija una industria como monopolio, 
o sea como herramienta o instrumentos para imponer tributo.” 
 
En cuanto a las formas de ejercer el monopolio, cabe destacar lo señalado por el Consejo 
de Estado en la sentencia de fecha 18 de abril de 1996, proferida por la Sección Tercera de la Sala 
de lo Contencioso Administrativo. En el citado fallo el Alto Tribunal se pronunció respecto de la 
posibilidad de que terceros colaboren con la administración territorial a fin de realizar la 
explotación del monopolio de licores en sus distintas etapas o fases, en los siguientes términos: 
 
“(...) El monopolio, que siempre debe ser de naturaleza fiscal, vale decir que debe instituirse por 
la ley como arbitrio rentístico, y que excluye, de principio, la concurrencia entre los particulares 
y el Estado, no implica forzosamente que la gestión de la industria o actividad monopolizada deba 
cumplirse siempre por la administración, ni “que queden cerradas —como lo reitera la Corte 
Suprema desde su sentencia de julio 19 de 1945— para ésta las demás vías o procedimientos 
administrativos para ejercer el monopolio”. 
   
“Da a entender lo precedente que sin necesidad de ley que expresamente lo autorice, puede 
la persona jurídica titular del monopolio celebrar contratos para la administración y 
manejo de la actividad monopolizada; o, en otras palabras, como lo recaba la misma Corte, 
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“puede la persona pública que asume el monopolio, celebrar contratos relativos a la 
administración total de éste o a la de la operación o serie de operaciones materiales y 
jurídicas necesarias para el funcionamiento de la empresa objeto del monopolio”.  
   
“Como es obvio, el titular del monopolio que quiera ceder a un particular la gestión o 
administración del mismo, que no la propiedad, deberá someterse para su contratación a una serie 
de requisitos que no desvirtúen la esencia del monopolio y que no impliquen el otorgamiento de 
un privilegio a favor del concesionario; privilegio que, a la sazón, como es de todos sabido, sólo 
podían concederse en relación con inventos útiles o vías de comunicación. 
   
“Así, la cesión que se haga será sólo de la gestión o administración de la actividad que 
constituye el monopolio, porque éste seguirá en cabeza de la persona pública, única titular 
con capacidad constitucional para que en su favor la ley erija una industria como 
monopolio, o sea como herramienta o instrumentos para imponer tributo. 
   
“A este respecto la jurisprudencia antecitada de la Corte es bastante ilustrativa cuando reitera: 
(…) 
“... En conclusión, el monopolio fiscal es un atributo del Estado y de las actividades políticas; en 
tanto que el privilegio tiene siempre como titular a una persona natural o jurídica. No es posible, 
entonces, suponer que puede transformarse el monopolio en privilegio como efecto del ajuste de 
un contrato por medio del cual el Estado entregue la administración de la industria monopolizada 
a un particular. Mediante este fenómeno el particular no queda convertido en titular del 
monopolio ni tiene el carácter de concesionario de un privilegio, sino simplemente el de 
administrador delegado a nombre de la persona jurídica que por mandato de la ley goza de 
la atribución privativa de derivar una renta por el ejercicio de una actividad industrial no 
permitida a las personas privadas. Dentro de este orden de ideas no ve, pues, la Corte de dónde 
pueda resultar la violación constitucional de la Ley 64 de 1923, ya que los contratos 
administrativos que este estatuto permite celebrar no tienen el carácter de privilegios, sino 
justamente el de administración de un monopolio establecido por la misma ley en favor de las 
entidades departamentales” (Gaceta Judicial —Corte Suprema de Justicia— julio a septiembre 
de 1945  -  Números 2022  -  2023 y 2024). 
 
Con fundamento en las anteriores consideraciones,  concluye el Consejo de Estado en el 




 “La participación de los terceros o particulares en el desarrollo, gestión o administración 
de la actividad monopólica puede realizarse a través de cualquier figura contractual que 
se estime adecuada, según las características de cada actividad incluida en el monopolio: 
producción, distribución o comercialización, introducción y venta, esto es, que existe una 
gran libertad  de escogencia de la figura contractual que se desee celebrar.”(Consejo de 
estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, 15 de agosto de 1990, Radicación número: 367, 
M.P. Dr. Javier Henao Hidron) 
 
 
Según lo expuesto, es claro que por autorización expresa de las normas preconstitucionales 
que regían el monopolio, las entidades territoriales titulares del mismo podían ejercerlo directa o 
indirectamente, y para ello podían celebrar con entidades públicas o privadas cualquier clase de 
convenios o contratos, los cuales debían regirse, por supuesto, por el régimen de contratación 
pública y respetar los principios generales de contratación estatal, en la medida en que es el 
régimen contractual aplicable para los contratos celebrados por los departamentos. 
 
Por otra parte, en cuanto al tipo de contratos que podían celebrar los departamentos, la 
jurisprudencia administrativa ha reconocido que no existe un tipo específico de contratos o 
convenios, ello dependerá del caso concreto y la conveniencia para la entidad territorial. Al 
respecto el Consejo de Estado en la sentencia antes citada manifestó:  
 
“En materia de producción, comercialización o distribución de los productos, existe una 
gran libertad para escoger el tipo de contrato que más convenga a la entidad territorial 
respectiva, respetando siempre las reglas relativas a la igualdad de oportunidades que 
debe ofrecerse a todos los que quieran participar en la explotación de bienes o actividades 
que le son propias a la entidad estatal contratante, esto es, que debe realizarse la oferta 
pública del contrato a celebrarse y seleccionarse el contratista a través de sistema de 
licitación,  concurso o invitación públicos, principio general de la contratación estatal que 




“Cuando esto ocurra y la entidad territorial busque la colaboración de los particulares en 
la explotación del monopolio constituido en su favor, deberá garantizar, como se indicó, 
la posibilidad de que, en igualdad de condiciones, puedan participar todos cuantos tengan 
interés en acceder al desarrollo de la actividad monopólica estatal (arts 2º y 13 C.N.), sin 
importar el tipo o modalidad de contrato que se escoja, según las necesidades de la entidad 
territorial que quiera entregar la gestión misma del monopolio a los terceros, para lo cual 
está debidamente autorizado por la ley, tal como se explicó anteriormente.” 
 
Teniendo en cuentas estas consideraciones, a continuación, analizaremos las formas en que 
los departamentos ejercieron el monopolio de licores antes de la expedición de la ley 1816 de 2016, 
considerando cada una de las fases o actividades que podría comprender el monopolio: producción, 
introducción y comercialización. Para estos efectos, avanzaremos en el análisis citando de forma 
puntual, algunos contratos o convenios aún vigentes, que fueron suscritos bajo el régimen de 
monopolio anterior. Esto con el propósito adicional de evaluar la transición de estos contratos, de 
cara al régimen propio regulado por la Ley 1816, que se estudiará en la segunda parte de este 
capítulo. 
 
2.3.2.1 Monopolio sobre la producción de Licores Destilados. 
 
En desarrollo del monopolio sobre la producción de licores destilados, es importante 
diferenciar las formas de ejercer el monopolio por parte de los departamentos que ostentan la 
titularidad del derecho de propiedad industrial sobre licores destilados sujetos a monopolio y 
aquellos que no tienen este tipo de activos.  
 
En el primer caso, esto es, cuando el Departamento tenía la propiedad industrial sobre un 
licor destilado sujeto a monopolio, la entidad territorial podía ejercer el monopolio directo bajo las 
siguientes alternativas:  
 
i. El monopolio se ejercía o explotaba directamente a través de una empresa o entidad del 
departamental, dentro de las cuales se encuentran las licoreras oficiales, que 
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históricamente han tenido la naturaleza de Empresas Industriales o Comerciales del 
Estado.  
 
Sobre la explotación del monopolio de licores destilados de producción nacional en el 
período objeto de estudio, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, indicó que: 
 
“se ha generalizado el sistema consistente en que la producción de los mismos se 
desarrolla por la entidad territorial a través de las Empresas de Licores departamentales 
cuando ellas hayan sido creadas, entidades que tienen la naturaleza de empresas 
industriales y comerciales del Estado del nivel departamental, o a través de contratos para 
realizar la producción de los licores;” Sin embargo, destaca el Alto tribunal que, “en 
términos generales, la distribución, comercialización o venta de los productos se contrata 
con particulares, bajo diversas modalidades de contratos, permitidas por la ley 14 de 
1.983, artículo 63, y el Decreto 1222/86, artículo 123, y el propio régimen de tales 
empresas industriales y comerciales, según lo disponen  los artículos 255, 308 y 310 del 
decreto 1222/86, en concordancia con lo dispuesto por los artículos 85 y 93 de la ley 
489/98, a condición de que, por ser actividad monopólica, la celebración del respectivo 
contrato debe estar precedida de una licitación, concurso o invitación públicos.”(Cfr. 
Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, (2002) Sentencia con Radicado 
No. 1458. C.P. Dra: Susana Montes de Echeverry.) 
 
ii. La entidad territorial también podía contratar con terceros la fabricación del licor cuya 
titularidad ostenta. En este caso, consideramos que es una forma de ejercer el 
Monopolio de producción directamente, pero con el apoyo de un tercero.  
 
 Sobre el particular, el Consejo de Estado en la sentencia antes citada, manifestó que 
“Legalmente, por supuesto, podría entregarse a los particulares la producción misma de los licores 
destilados, sean de los que puede producir o produce el departamento u otros diferentes, mediante 
cualquier modalidad de contratación que estime conveniente el ente territorial, pero que tendría 
que ser adjudicado, igualmente, previa la celebración de una licitación, concurso o invitación 
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públicos” (Cfr. Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, (2002) Sentencia con 
Radicado No. 1458. C.P. Dra: Susana Montes de Echeverry.) 
 
Esta forma de ejercer el monopolio se hizo más común debido a la liquidación de las 
Industrias Licoreras Departamentales, muchas de las cuales no lograron una sostenibilidad 
financiera, sin embargo, para los departamentos era importante no perder el mercado de sus licores 
ni las rentas derivadas del ejercicio del monopolio. Es así como, los departamentos optaron por 
celebrar contratos, principalmente de Concesión y Maquilas, por los cuales se contrata la 
producción y comercialización de sus productos con personas jurídicas públicas o privadas. 
 
Dentro de los Departamentos que optaron por entregar en Concesión la producción y 
distribución de los licores, podemos citar los siguientes: 
 
 Departamento de Bolívar, suscribió un Contrato de Concesión en el año 2001 con una 
vigencia de 20 años, para la producción y comercialización del Ron Tres Esquinas y demás 
productos de su propiedad. Este contrato fue posteriormente cedido a la empresa Nuevo 
Milenio SAS, debido a la liquidación del Concesionario. 
 
 Departamento de Magdalena, en el año 2003 optó por suscribió el Contrato de Concesión 
con la hoy Industria Licorera de Magdalena S.A.S. con una vigencia de 20 años, en virtud 
del cual se dio en concesión la producción y comercialización del RON CAÑA Y 
AGUARDIENTE CAÑA de propiedad del Departamento. De manera que, este contrato 
mantiene su vigencia y se encuentra amparado por el régimen de transición previsto en la 
Ley 1816 de 2016 (Art- 30). 
 
 Departamento de Boyacá, En el año 2003 se celebró el Contrato de Concesión No. 001 
entre el Departamento de Boyacá y la UNIÓN TEMPORAL LICORANDES S.A. hoy 
INDUSTRIA DE LICORES DE BOYACÁ S.A.C.I, que incluyó la producción, 
distribución y venta de licores destilados de los que es titular el departamento de Boyacá, 
dentro de los cuales se encuentra el Aguardiente Líder. Sin embargo, recientemente, 
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mediante providencia del mes de febrero de 2019 el Tribunal Administrativo de Boyacá 
declaró la nulidad del contrato.  
 
Otra forma contractual que podían celebrar los departamentos para el ejercicio del 
monopolio de producción, son los contratos de maquila, a través de los cuales se contrata la 
producción de licores de propiedad del departamento por parte de entidades públicas o privadas, 
pudiendo también comprender la comercialización del producto.  
 
Un ejemplo de esta forma de contratación es el contrato de maquila suscrito por el 
Departamento del Huila con el Departamento de Antioquia - Fábrica de Licores y Alcoholes de 
Antioquia en el año 2012, por el cual se contrató la producción y comercialización del 
“Aguardiente Doble Anís” de propiedad del departamento del Huila. El pazo de ejecución de este 
contrato se extiende hasta la vigencia 2019, razón por la cual, se encuentra amparado por el 
régimen de transición definido por el artículo 30 de la Ley 1816 de 2016.  
 
La segunda forma de explotar el monopolio sobre la producción, es ejercer el Monopolio 
de Indirecto de producción, otorgando permisos o celebrando contratos con terceros para producir 
licores de propiedad de los mismos en su jurisdicción, diferentes a los licores de propiedad del 
ente departamental titular del monopolio. Esta forma de explotar el monopolio puede ejecutarse 
de forma simultánea con el Monopolio Directo, ya que bien podría un departamento titular de la 
propiedad industrial de licores objetos de monopolio, reconocer el derecho o autorizar a un tercero 
para que produzca licores objeto del monopolio en su jurisdicción. Esto dependerá de cómo la 
entidad territorial considera que es conveniente ejercer el monopolio y por supuesto, de las 
condiciones del mercado, ya que en cualquier caso el departamento siempre deberá atender al 
propósito de arbitrio rentístico. 
 
En estos casos, por virtud de la facultad otorgada en el citado artículo 63 de la Ley 14 de 
1983 y 123 del Decreto 1222 de 1986, los departamentos titulares del monopolio podían suscribir 
contratos con personas jurídicas públicas o privadas por los cuales autorizaban la producción y 




Algunos ejemplos que podemos citar de esta forma de ejercer el Monopolio, son los 
contratos suscritos por el Departamento del Valle del Cauca con la Fábrica de Licores La 
Excelencia Ltda, Casa Grajales S.A. y la Fábrica de Licores de América S.A.S. - LICOAMERICA 
S.A.S., mediante los cuales el Departamento otorgó el derecho a la producción y comercialización 
de licores nacionales en el territorio del Valle del Cauca (Aguardiente, Brandy, Whisky y Vodka). 
Estos contratos de producción y comercialización fueron suscritos en el año 2016, con fundamento 
en lo establecido por la Ley 14 de 1983 y tienen vigencia hasta el 31 o de diciembre de 2019, es 
decir, se encuentran amparados por el régimen de transición previsto por la Ley 1816 de 2016, que 
se estudia en el siguiente aparte de este Capítulo. 
 
Según el estudio realizado por FEDESARROLLO en el año 2000 sobre la Industria licorera 
en Colombia, la producción de licores de marcas propias en los departamentos se realizaba según 
se describe en el siguiente cuadro: 
 
Tabla 2. Producción de licores por Departamento 
 
Fuente: Información ACIL y Licoreras Departamentales. Citado en: Zuleta L.A. & Jaramillo, L., 2000, “La 
Industria de Licores en Colombia”. FEDESARROLLO, pág. 23 
 
“- Nueve (9) departamentos producen licores en empresas industriales con plantas propias 
(Antioquia, Caldas, Cundinamarca, Valle, Tolima, Nariño, Boyacá, Cauca y Caquetá);  
-Dos (2) departamentos han entregado la producción de sus licores a empresas privadas, 


























































-Cuatro (4) entidades territoriales contratan la producción de sus licores a licoreras 
departamentales de otras regiones del país (Magdalena, Norte de Santander, Santander y 
Meta).   
Los demás departamentos no adelantan producción propia, directamente o a través de 
otras empresas.  
El resto de la oferta al interior del país se genera mediante los siguientes canales:  
-Productores privados que elaboran sus propios productos o importan licor base para la 
elaboración de productos finales.  Una alta proporción de las licoreras oficiales también 
importa licor base (principalmente alcohol) para producir bienes finales.  
-Importadores y comercializadores privados que introducen legalmente las mercancías al 
país, ya sea para su consumo directo (la mayor parte) o para envasar.” 
Contrabandistas 
Adulteradores de licor de marcas nacionales e importadas.” (Zuleta L.A. & Jaramillo, L., 
2000, “La Industria de Licores en Colombia”. FEDESARROLLO, pág. 23), 
 
El cuadro anterior nos muestra la forma como los departamentos en el año 2000 explotaban 
el monopolio sobre la producción. Este estado de cosas ha variado de forma importante, 
principalmente, por la situación financiera de algunas Licoreras Oficiales, que conllevó a la 
liquidación de algunas (Ej. Caquetá, Boyacá) y en otros casos, a que las mismas Industrias 
Licoreras Oficiales o los departamentos que asumieron el personal y patrimonio de las mismas 
luego de su liquidación, acudieran a mecanismos de producción y comercialización a través de 
terceros -públicos o privados-. En este sentido, podemos citar el caso de la Empresa de Licores de 
Nariño, que optó por la producción a través de un contrato de maquila con la Industria Licorera de 
Caldas, reservándose su comercialización. 
 
En este punto importa también destacar que el departamento también puede autorizar a 
empresas extranjeras para producir en su territorio, constituyéndose en una forma de ejercer el 
monopolio de forma indirecta. Un ejemplo de este esquema de ejercicio del Monopolio, sería el 
caso de una empresa extranjera que hidrata y embotella en Colombia un whisky mediante el 
proceso de maquila, es decir, que producir por intermedio de un tercero un licor destilado en 
jurisdicción de un departamento. En este caso, para que la empresa pueda producir, era necesario 
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suscribir previamente un contrato con el Departamento por el cual se autorizara realizar dicha 
actividad en su territorio, adicional al contrato de maquila que tendrá a su vez que gestionar con la 
empresa que se encargara de hidratar y embotellar en Colombia. En cualquier caso, la empresa 
extranjera es la responsable de las obligaciones que se deriven del contrato de producción con el 
departamento. 
 
En cuanto al contenido de los contratos o convenios celebrados para la explotación del 
monopolio, la normativa que regulaba el monopolio de licores no definió mínimos ni estableció 
ningún tipo de restricción, salvo lo relacionado con la tarifa de la participación económica, que 
debía ser establecida por las Asambleas Departamentales, sin que pudiera ser inferior a la definida 
para el impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos y similares.  
 
A pesar de lo anterior, al efectuar una revisión de los convenios y contratos de producción, 
encontramos aspectos comunes en su regulación. En efecto, podemos identificar algunas cláusulas 
tipo, entendiendo por éstas, aquellas cláusulas que encontramos comúnmente en los contratos o 
convenios de producción, que probablemente los departamentos adoptaron por remisión o consulta 
de contratos suscritos por otros departamentos, mas no porque existiera una regulación especial.  
 
Dentro de estas cláusulas podemos identificar aquellas que regulan aspectos especiales del 
ejercicio monopolio, tales como: la relación de los productos a producir y comercializar, así como 
las reglas para adicionar otros; la  protección de la propiedad industrial y el manejo de las fórmulas 
para la producción de los licores; el lugar y condiciones de producción; las obligaciones de los 
contratistas relacionadas con la calidad y propiedades de los licores que produzca, con el 
cumplimiento de deberes formales (almacenamiento y registro de la bodega,  señalización de 
productos, sistema de control para el transporte, suministro de información contable), el permiso 
para el acceso a sus bodegas, así como la revisión de la información por parte de las Secretarías de 
Hacienda; las obligaciones de los departamentos de ejecutar acciones de fiscalización y hacer 




  Otro grupo de cláusulas son aquellas que regulan aspectos contractuales generales, como 
son: las garantías, terminación del contrato, supervisión, solución de controversias, multas, 
caducidad, cláusula penal, indemnidad, liquidación, perfeccionamiento. 
 
Sin embargo, las cláusulas que mayores cuestionamientos generaron, son las referentes al 
aspecto cuantitativo, ya que estos contratos o convenios no se limitaron a regular la participación 
económica.  
Dentro de este tipo de estipulaciones contractuales comunes en los contratos o convenios 
de producción y comercialización, celebrados por los departamentos titulares del monopolio, 
podemos destacar las siguientes: i) Cláusula de precios mínimos, ii) Cláusulas con cuotas mínimas 
de venta, y iii) Cláusulas que obligan al pago de compensaciones o erogaciones económicas 
adicionales a la participación económica.  
 
Dichas cláusulas no estaban previstas de forma específica en el régimen legal que imperaba 
para el manejo del monopolio y en su mayoría, tampoco estaban contempladas en las ordenanzas 
que regulaban el monopolio en los departamentos. Además, podían presentar ciertas variaciones 
de un departamento a otro e incluso de un contratista a otro en el mismo departamento, pero en 
esencia, tenían un objetivo, lograr mayores ingresos a los que podría recaudar en caso de no ejercer 
el monopolio, lo cual atiende al propósito de arbitrio rentístico. 
 
Por estas razones, este tipo de cláusulas fueron cuestionadas por productores, distribuidores 
y principalmente, por importadores, por considerar que constituyen prácticas restrictivas y 
discriminatorias al comercio de licores.  
 
Para un mejor estudio y entendimiento del alcance de este tipo de Cláusulas, tomaremos 
como referente el Contrato de producción y comercialización No. 010-18-2204, suscrito por el 
Departamento del Valle del Cauca con la Fábrica de Licores de América S.A.S. - LICOAMERICA 
S.A.S. el 4 de noviembre de 2016, cuya vigencia se extiende hasta el 31 de diciembre de 2019. 
 
i. Cláusula de Precios Mínimos de Venta: Estas cláusulas definen como obligación para 
el contratista, vender los licores que produce a precios que no pueden ser inferiores a 
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los precios de venta mínimos fijados por el departamento como referencia, los cuales, 
en la mayor parte de los casos, corresponden al de los licores producidos por el ente 
territorial o su licorera oficial.  
 
El establecimiento de cláusulas con precios mínimos fue cuestionado por varias razones, 
por un lado, se consideraba que castigaba las otras licoreras oficiales y privadas eficientes, que 
estarían en condiciones de vender el producto a un precio inferior al de la oficial.” (AA.VV., 2001, 
pág. 358). Por lo tanto, se advertía que este tipo de cláusulas impiden que exista una competencia 
entre productos con beneficios para el consumidor; adicionalmente, este punto no se encontraba 
autorizado por ninguna ley, y en general, tampoco se encontraba regulado en forma explícita en 
muchas ordenanzas. (AA.VV., 2001, pág. 350). 
 
El Contrato de producción y comercialización No. 010-18-2204, suscrito por el 
Departamento del Valle del Cauca con la Fábrica de Licores de América S.A.S. - LICOAMERICA 
S.A.S. encontramos dos parágrafos de la Cláusula Sexta que al tiempo establecen precios mínimos 
para los licores que se comercialicen en este departamento, así: 
 
“PARÁGRAFO SEXTO. Los licores que se comercialicen en el departamento del Valle 
del cauca, en ningún caso podrán venderse por debajo del precio de venta al público fijado 
para los productos de la industria de licores Del Valle.” 
 
“PARÁGRAFO OCTAVO. Los precios unitarios de venta al público de los licores que 
sean comercializados en el territorio rentístico del Valle del cauca, deberán superar como 
mínimo un 10% del precio unitario de productos similares en categoría, volumen y 
graduación alcoholimétrica de los productos de la Industria de Licores del Valle” (El 
subrayado es nuestro) 
 
Según lo expuesto, el citado contrato contempló en dos parágrafos, precios mínimos para 
los licores cuya producción y comercialización se autorizaban en la jurisdicción del Departamento 
del Valle del Cauca. Por una parte, definió que en ningún caso podían venderse por debajo del 
precio de venta al público fijado para los productos de la Industria de Licores del Valle, y 
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posteriormente, establece que los precios unitarios de venta al público debían superar como 
mínimo un 10% del precio unitario de productos de la Industria de Licores del Valle que tengan 
similares características (categoría, volumen, graduación alcoholimétrica). 
 
Al margen de la aparente contradicción de los parágrafos transcritos, debemos destacar que 
el Departamento optó por definir un precio mínimo, tomando como referencia el precio de venta 
de los productos de similares características producidos por la Industria de Licores del Valle. Como 
antes se indicó, este tipo de cláusulas han sido cuestionadas como medidas proteccionistas del 
producto interno, sin embargo, conviene destacar que la definición de estos topes, también permite 
a los departamentos realizar ejercicios de planeación presupuestal y ejecución fiscal más claros. 
Así mismo, al tener mayor claridad de los ingresos a percibir por la explotación del monopolio, es 
posible evaluar de mejor forma si el ejercicio del monopolio es rentísticamente más eficiente que 
gravar los productos con el impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos y similares. 
 
ii. Cláusulas con cuotas mínimas de venta. Estas cláusulas establecen una cuota o 
cantidad mínima de licores a producir por quien se contrata por un determinado 
período, que generalmente coincide con la vigencia fiscal. Estas cláusulas son 
esenciales en contratos de producción, ya que las cantidades a producir determinan los 
requerimientos para el productor en materia de costos de producción, infraestructura 
física y personal, entre otros. A su vez, para el departamento esto le permite realizar 
sus proyecciones de ingresos y con ello, la planeación de su gasto, de forma más certera. 
 
A título de ejemplo, podemos citar lo establecido en el Parágrafo Primero, Cláusula Tercera 
y la Cláusula Sexta del Contrato de producción y comercialización No. 010-18-2204, suscrito por 
el Departamento del Valle del Cauca con la Fábrica de Licores de América S.A.S. - 
LICOAMERICA S.A.S., que establecen una cuota mínima de producción, así: 
 
“Parágrafo Primero: para el cálculo del valor del presente contrato se establece la 
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“SEXTA OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA: El contratista se obliga para con el 
Departamento a: 1. Producir durante el término del contrato, una cantidad mínima anual de MIL 
SETECIENTAS SESENTA (1760) UNIDADES en presentación de 750 cc o su equivalente en 
otras presentaciones, del licor actual y de los futuros que sean autorizados,” 
 
Ahora bien, en este punto es importante destacar que este tipo de cláusulas que definían 
cuotas mínimas de producción no eran pétreas, pues las partes, según los niveles de 
comercialización del producto podían revisarlas y eventualmente ajustarlas. Este caso se evidencia 
en el Contrato Interadministrativo No. 001 suscrito entre el Departamento del Chocó y la Industria 
Licorera de Caldas en el año 2009, para la producción y comercialización del “Aguardiente Platino 
Deluxe”, así como el portafolio de los demás licores del Departamento del Chocó. Las partes 
pactaron en la Cláusula segunda del contrato una Base mínima de producción y comercialización 
para la vigencia comprendida entre enero 1 de 2010 al 31 de diciembre del año 2019, 
correspondiente a un número de 960.000 unidades del portafolio de licores del departamento del 
Chocó en todas sus presentaciones o su equivalente en otras presentaciones en referencia 750 cc. 
Sin embargo, esta cláusula fue modificada mediante Otro sí suscrito en Marzo de 2010, teniendo 
en cuenta los estudios financieros y de mercado, reduciendo las cantidades del año 2010 a 156.000 
unidades, y definiendo que a partir de 2012 la base aumentaría en un 2% en unidades de 750 c.c.o 
su equivalente. 
 
iii. Cláusulas que obligan al pago de compensaciones o erogaciones económicas 
adicionales a la participación económica. Mediante estas cláusulas se establecen 
erogaciones o pagos distintos a la participación económica, por razón de la actividad 
de producción y/o comercialización que podían ejercer en el departamento, como 
consecuencia del convenio o contrato previamente suscrito. Este tipo de cobros fueron 
generalizándose en los distintos convenios y contratos suscritos, adoptando distintas 




Según se explicó al estudiar el alcance de las competencias de las Asambleas, en algunos 
casos dichos pagos eran creados y autorizados por las Asambleas Departamentales, las cuales en 
virtud de la facultad otorgada por el artículo 61 de la Ley 14 de 1983 para regular el manejo del 
monopolio, establecían la posibilidad de exigir pagos adicionales a la participación económica a 
título de compensaciones, derechos o regalías, a favor del departamento o bien, de la empresa de 
licores departamental, como empresa monopolística. No obstante, también existen casos en los 
que este tipo de erogaciones no estaban reguladas en Ordenanzas, sino que eran acordadas por las 
partes y reguladas en el contrato o convenio de forma integral.  
 
Este tipo de erogaciones se fundamentaban en el propósito de arbitrio rentístico del 
monopolio, es decir, tenían como finalidad obtener mayores ingresos en virtud del derecho de 
producción y/o comercialización en el territorio del departamento, reconocido en virtud de los 
convenios o contratos celebrados por el departamento. 
 
Un ejemplo de este tipo de cláusula también lo encontramos en el Contrato de producción 
y comercialización No. 010-18-2204, suscrito por el Departamento del Valle del Cauca con la 
Fábrica de Licores de América S.A.S. - LICOAMERICA S.A.S. El numeral 3 de la Cláusula Sexta 
exige el pago de una Compensación Económica en los siguientes términos: 
 
“3. Pagar una compensación económica correspondiente al 2% de 1 Unidad de Valor 
Tributario UVT por cada botella convertida a 750 cc ingresada al departamento. Dicha 
compensación será distribuida de la siguiente manera: un 50% con destino al Fondo de 
pensiones de la Industria de Licores del Valle y 50% con destino al Fondo para los gastos 
de la actuación tributaria y será pagada por el productor, importador o el distribuidor, 
dentro de los 15 días siguientes a la introducción de los productos al departamento o a la 
solicitud de la señalización para el caso de los productos Ubicados en la jurisdicción del 
departamento en las cuentas de la Industria Licorera del Valle.” 
 
La legalidad de este tipo de disposiciones fue cuestionada por considerar que desconocen 
los principios constitucionales de legalidad y república unitaria y van en contravía de la 
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prohibición contenida en el artículo 67 de la Ley 14 de 1983, al constituir un gravamen adicional 
sobre la producción, introducción o comercialización de licores. Empero, como antes se expuso, 
para el Consejo de Estado, las disposiciones que regularon el monopolio antes de la entrada en 
vigencia de la Ley 1816 de 2016, no limitaron a los departamentos para obtener como 
contraprestación por el ejercicio del monopolio, solamente la participación económica. Por lo 
tanto, en opinión del Alto Tribunal, la competencia de las Asambleas para regular la forma de 
ejercer el monopolio, comprendía la posibilidad de establecer pagos adicionales a través de los 
convenios o contratos que firmaban los departamentos para autorizar la producción, introducción 
o comercialización de licores destilados objetos del monopolio en su territorio, los cuales no 
constituyen gravámenes adicionales, sino ingresos convencionales que pactan las partes como 
contraprestación por la autorización o el derecho que se reconoce para desarrollar la actividad de 
producción, introducción o comercialización de licores en los departamentos. (Consejo de Estado, 
Sala Plena Contenciosa Administrativa, Sección Cuarta, del 26 de Julio de 2017, radicado No. 
66001-23-31-000-2010-00108-01, M.P. Dra. Stella Jeannette Carvajal Basto). 
 
2.3.2.2 Monopolio sobre la Introducción de Licores Destilados. 
 
Para la explotación del monopolio sobre la introducción de licores se requería obtener, 
previamente, el permiso del respectivo departamento para el ingreso y comercialización de los 
productos, el cual se materializaba a través de la celebración de contratos de intercambio y/o 
convenios de introducción.  
 
El fundamento para la suscripción de este tipo de contratos está contenido en el artículo 63 
de la Ley 14 de 1983, incluido en el artículo 123 del Decreto 1222 de 1986,  según el cual, en 
tratándose de la introducción y venta de licores destilados, nacionales o extranjeros, es necesario 
obtener previamente el permiso del respectivo departamento, que sólo lo otorgará una vez se 
celebren los convenios económicos con las firmas productoras, introductoras o importadoras en 
los cuales se estableciera la participación porcentual del departamento, sin el limite tarifario propio 




En este estado de cosas, el legislador facultó a los departamentos para que, en desarrollo 
del monopolio sobre la introducción de licores destilados, pudieran celebrar con personas de 
derecho público o privado, contratos de intercambio y todo tipo de convenio que dentro de las 
normas de contratación vigentes, permitiera agilizar el comercio de estos productos. 
 
Bajo estos supuestos, los departamentos firmaban varios tipos de contratos o convenios, 
que nos permitiremos explicar en cuanto a su alcance y contenido: 
 
i. Convenios de Introducción de Licores.  
 
Mediante este tipo de convenios, los departamentos autorizaban por un período de tiempo, 
la introducción y venta de licores destilados en sus territorios. En principio, estos convenios 
esencialmente tenían como propósito asegurar el pago de la participación porcentual determinada 
en la ordenanza del respectivo departamento, por el consumo de licores destilados objeto del 
monopolio en su jurisdicción y regular los aspectos relacionados con el control sobre la 
introducción de los mismos. No obstante, en el marco de la negociación de estos convenios, los 
departamentos basados en las competencias que otorga la titularidad del monopolio, decidían el 
término de duración del convenio, el tipo de licores y cantidades que podían ingresar a su 
jurisdicción. Del mismo modo, negociaban otros aspectos cuantitativos, pactando el pago de otras 
erogaciones o aportes distintos a la participación económica. 
 
En este orden de ideas, una revisión del contenido de este tipo de convenios, permite 
identificar disposiciones comunes que regulan aspectos especiales del ejercicio monopolio de 
introducción, como son: la relación de los productos autorizados para introducir y comercializar 
en el departamento; las obligaciones de los contratistas relacionadas con el cumplimiento de 
deberes formales (Bodegaje, señalización e identificación de productos, uso de Tornaguías y del 
sistema único para el transporte, suministro de información contable); el permiso para el acceso a 
sus bodegas, así como la entrega de información a la Secretaría de Hacienda; la selección del 
Distribuidor y el deber de exigir a éste último el cumplimiento de las cláusulas del convenio; ; la 
posibilidad de cambiar de distribuidor por eventos de fraude al fisco y, las obligaciones de los 
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departamentos en los que se introduce el licor de ejecutar acciones de fiscalización y hacer entrega 
de tornaguías e instrumentos de señalización.  
 
De igual forma, estos convenios incluyen cláusulas que regulan aspectos contractuales 
generales, como son: las garantías, terminación del contrato, supervisión, solución de 
controversias, multas, caducidad, cláusula penal, indemnidad, liquidación, perfeccionamiento. 
Sin embargo, las cláusulas que mayor negociación demandaban y a su vez mayores 
cuestionamientos han generado, son aquellas que delimitaban los productos e imponían cantidades 
mínimas a introducir, así como también las que regulaban aportes adicionales a la participación 
económica.  
 
Ciertamente, los departamentos en su discrecionalidad para administrar el monopolio, 
podían acordar con los contratistas, el aporte de recursos para determinados fines, como fortalecer 
el control de la evasión y el contrabando, o bien, el pago de otras erogaciones a título de derechos 
o regalías, adicionales a la participación económica, como contraprestación por la autorización 
para introducir el licor en la jurisdicción del departamento.  
 
Este tipo de cláusulas eran cuestionadas en razón a que, en la mayor parte de los casos, no 
eran reguladas siquiera por las Asambleas Departamentales. Así, su alcance podía variar de un 
convenio a otro, basado en consideraciones, tales como: el tipo de producto y su participación en 
el mercado de licores del departamento. 
 
Como ejemplo de este tipo de acuerdos convencionales, podemos citar algunas cláusulas 
del Contrato Interadministrativo para la introducción de licores entre los departamentos de 
Antioquia y Bolívar, suscrito en septiembre de 2017. Este contrato que tiene un término de 
duración de seis (6) años se encuentra aún vigente, por lo tanto, está amparado por la norma de 
transición de la Ley 1816 de 2016. La cláusula Octava del citado Contrato, define como obligación 
del introductor la realización de un aporte en los siguientes términos: 
 
“iii. Con el fin de apoyar a la represión al contrabando y evasión de impuestos, se aportará 
la suma de $100.oo por botella convertida para tales efectos a 750 C.C., que deberá ser 
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consignado al Fondo de Rentas del DEPARTAMENTO DE BOLÍVAR al momento de 
la declaración y pago la participación económica. El presente aporte corresponde a un 
ingreso convencional derivado de un Convenio Interadministrativo, que no constituye 
gravamen adicional sobre los tributos propios del Monopolio de Licores,” 
 
En este caso, se observa que existe un acuerdo frente a la realización de un aporte que no 
es regulado por la Asamblea, sino que es pactado por las partes, de allí el carácter de ingreso 
convencional, definiendo incluso una finalidad, cual es, el apoyo a un Fondo de Rentas, que son 
fondos constituidos por los departamentos con el propósito de destinar y administrar recursos 
específicamente para el control a la evasión y el contrabando de productos sujetos a los impuestos 
al consumo y según el caso, al monopolio de licores. 
 
Esta amplia discrecionalidad en las facultades de los departamentos que ejercían el 
monopolio, generó críticas que apuntaron a considerar que la ausencia de una regulación que 
precisara el alcance y contenido de este tipo de convenios, conllevó a que los departamentos se 
excedieran en sus facultades, restringiendo injustificadamente el mercado y otorgando un 
cuestionable poder a ciertos funcionarios y a las mismas licoreras oficiales, confundiendo en la 
práctica el monopolio fiscal de licores por un monopolio económico.  
 
En este sentido, Caraballo Argaez y Zuleta Jaramillo manifiestan lo siguiente:  
 
“Una consecuencia del monopolio en la producción y distribución es la posibilidad que 
siempre tienen los departamentos - a través de las Asambleas - de restringir la oferta de 
productos que provengan de otros departamentos o de otros países. Estas restricciones 
pueden ser directas - prohibición de entradas - o indirectas - trabas y trámites burocráticos 
que discriminen en contra de los licores nacionales o extranjeros que compiten con la 





En un sentido similar, encontramos algunas consideraciones en un estudio realizado por 
FEDESARROLLO para DIAGEO Colombia, con la evaluación inicial de la reforma a los 
impuestos a los licores en Colombia, en el cual se expresa lo siguiente: 
 
“Por supuesto, esta característica del mercado colombiano de licores otorga un enorme 
poder a las autoridades departamentales (Asambleas de diputados y gobernadores) y, 
específicamente, poder de mercado a las licoreras departamentales como empresas 
industriales y comerciales de los departamentos o, en algunos casos, como dependencia 
de la Secretaría de Hacienda del departamento. 
 
El poder de mercado de las licoreras departamentales se expresa de varias maneras:  a) 
Capacidad de restringir directamente la oferta que constituye su competencia potencial; 
b) Mediante trabas y trámites burocráticos que aplican las autoridades departamentales y 
que pueden discriminar entre la producción de sus respectivas licoreras y los 
competidores y, c) A través de la recepción de subsidios del departamento, lo cual en 
teoría permite producir a menores costos o evitar cierres temporales o definitivos de la 
empresa debido a las pérdidas continuas que se generan.” (Zuleta L.A. & Jaramillo, L., 
2000, FEDESARROLLO, pág. 23) 
 
ii. Convenios de Intercambio de Licores.  
 
Se trata de convenios en los que los departamentos acordaban, a través de permisos mutuos, 
la comercialización de los licores por ellos producidos, en el territorio del departamento con el 
cual firmaban el convenio.  
 
En este tipo de convenios se definían temas relativos a la comercialización de los licores, 
por medio de las empresas distribuidoras que seleccionaran las partes, las condiciones para su 
comercialización y se fijaban además los aspectos económicos o fiscales. 
 
Dentro de las cláusulas comunes que encontramos en los Convenios de Intercambio de 
Licores suscritos, se destacan algunas que regulan aspectos propios del monopolio de introducción, 
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como son: los productos autorizados para introducir y comercializar en el respectivo departamento; 
la facultad para que cada departamento seleccione el distribuidor de sus productos en el territorio 
del otro y el deber de exigirle a éste último, el cumplimiento de todos los acuerdos del convenio o 
contrato; la posibilidad de cambiar de distribuir en casos de fraude al fisco; las obligaciones de los 
contratistas relacionadas con el cumplimiento de deberes formales (Bodegaje, señalización e 
identificación de productos, uso de Tornaguías y del sistema único para el transporte); suministro 
de información, permiso para el acceso a sus bodegas y revisión de los productos introducidos por 
las Secretarías de Hacienda, y las obligaciones de los departamentos en los que se introduce el 
licor de ejecutar acciones de fiscalización y hacer entrega de tornaguías e instrumentos de 
señalización.  
 
De igual manera, tal como se explicó respecto de los demás tipos de convenios, en los de 
Intercambio también se incluyen las cláusulas que regulan aspectos contractuales generales, como 
son: garantía, terminación del contrato, supervisión, solución de controversias, multas, caducidad, 
cláusula penal, indemnidad, liquidación, perfeccionamiento y cuantía. 
 
En estos convenios o contratos, además, las partes podrían pactar obligaciones especiales, 
con el fin de controlar cantidades mínimas de venta, precios mínimos y el pago de compensaciones, 
derecho o aportes adicionales a la participación económica, frente a los cuales, como se ha venido 
explicando, se planteaban las discusiones, referentes a la competencia de los departamentos para 
establecer este tipo de condiciones, que se consideraban restrictivas del mercado. 
 
En cuanto a las cláusulas que definen precios de venta mínimos, en el caso concreto de 
los Convenios de Intercambio, puede afirmarse que se establecían con el fin de garantizar que no 
pudiera venderse el producto del departamento introductor, por un valor inferior al del producto 
de similares características del departamento receptor. Este tipo de acuerdos, permitían, por una 
parte, realizar proyecciones presupuestales más claras y aproximadas, y adicionalmente, evitar una 
afectación del mercado de los productos propios de los departamentos, lo cual si bien podía ser 
interpretado como una medida proteccionista, también buscaba garantizar la estabilidad de ingreso 




Un ejemplo de la regulación de los precios mínimos de venta, lo encontramos en el 
Convenio de Intercambio de licores suscrito entre los departamentos de Tolima y Cundinamarca 
el 17 de mayo de 2005, que actualmente se encuentra vigente por la última prórroga del 16 de 
mayo de 2015, que extendió su vigencia por cinco (5) años más. La Cláusula Novena de este 
convenio regula un precio mínimo de venta, en términos similares a los incluidos en los convenios 
de introducción, definiendo como referente el precio de venta de los productos del departamento 
destinatario, así: 
 
“Cláusula Novena. PRECIOS DE VENTA. Los precios de venta al público de los 
productos provenientes del otro departamento ya sea del Tolima o de Cundinamarca, 
según el caso, en el desarrollo de este convenio, no podrán ser inferiores a los precios de 
venta que el otro departamento destinatarios de los productos, tenga señalados al 
distribuidor mayorista y al público respectivamente.” 
 
En igual sentido, podemos citar la Cláusula Décima Convenio Interadministrativo de 
Intercambio de licores suscrito entre los departamentos del Valle del Cauca y de Caldas el 16 de 
septiembre de 2009, cuya vigencia fue extendida hasta marzo de 2020 y, la Cláusula Octava del 
Convenio Interadministrativo para el Intercambio de Licores suscrito el 3 de mayo de 2016 entre 
los departamentos de Antioquia y Caldas, que contemplan al aplicación de un Precio Mínimo de 
Venta para los licores objeto de intercambio. 
 
Por su parte, en cuanto a la definición de unidades, los Departamentos pactaban también 
cantidades objeto de intercambio, con base en los estudios de mercado, las cuales no eran 
concebidas como cláusulas inmodificables, pues la dinámica de los mercados podía justificar un 
ajuste de las mismas. Un ejemplo de este tipo de modificaciones es la realizada al ya citado 
Convenio Interadministrativo de Intercambio de licores suscrito entre los departamentos del Valle 
del Cauca y de Caldas el 16 de septiembre de 2009, que fue modificado mediante Otro Si del 11 
de marzo de 2010, esto es, solo seis (6) meses después, entre otras razones, con el fin de eliminar 




Especial atención merece lo dispuesto en este sentido en el Convenio Interadministrativo 
para el Intercambio de licores suscrito entre los departamentos de Antioquia y Cundinamarca el 
28 de marzo de 2014, que reguló las cantidades objeto de intercambio considerando, entre otros 
aspectos, la preferencia por el consumo de aguardiente en Cundinamarca y el significativo 
consumo del Aguardiente Antioqueño, frente al cual existe un marcado reconocimiento a nivel 
nacional. La cláusula segunda del Convenio establece al respecto lo siguiente: 
“CLÁUSULA SEGUNDA. CANTIDADES OBJETO DEL INTERCAMBIO. (…) 
a. Para el primer año de vigencia del convenio a las cantidades totales de aguardiente y 
ron serán de hasta 4,950,000 Unidades convertidas a 750 cc. Parágrafo: en consideración 
de las condiciones que han motivado la celebración del presente convenio, las cantidades 
totales de aguardiente y ron que podrán ingresar al departamento de Cundinamarca 
durante el año 2009 y hasta el 31 o de diciembre del mismo año, solamente podrán ser de 
hasta 4,500,000 Unidades convertidas a 750 c.c. 
 
b. Para el segundo año de vigencia del convenio las cantidades se incrementarán 
respectivamente hasta un 10% con base en el total de unidades introducidas en el año 
Inmediatamente anterior en el departamento con mayor número de unidades introducidas; 
Cantidades convertidas para tales efectos a 750 c.c. 
 
c. Del tercer año de vigencia del convenio en adelante las cantidades se podrán 
incrementará anualmente hasta un 10% con base en el total de unidades introducidas en 
el año inmediatamente anterior en el departamento con mayor número de unidades 
introducidas; cantidades convertidas para tales efectos a 750 cc. En ningún caso, el total 
de productos introducidos en un año podrá superar el 30% del mercado total de 
aguardientes y rones de las licoreras estatales En el departamento destinatario; los 
incrementos se calcularán sobre la base de su propio registro de introducción 
correspondiente al total de unidades introducidas en el año inmediatamente anterior; 
siempre en cantidades convertidas para tales efectos a 750 cc. En todo caso la 
participación total de los productos de la fábrica de licores y alcoholes de Antioquia y de 
la Empresa de licores de Cundinamarca no podrán superar el 30% del mercado total de 




Según se explicó en un punto anterior, la definición de un volumen mínimo de ventas, ha 
tenido detractores, que consideran que en la práctica, no solamente buscan asegurar una 
participación porcentual sobre la comercialización de los productos, sino que en realidad se está 
asegurando una suma fija que no depende de las ventas reales del producto, hecho que dificulta 
realizar una evaluación real sobre la eficiencia del ejercicio del monopolio. Por su parte, los 
departamentos han defendido estas disposiciones, justificando su razonabilidad en que permiten 
proyectar con mayor certeza los ingresos en cada periodo gravable, y garantizar el mercado de sus 
productos en el territorio local. 
 
Finalmente, en los Contratos de Intercambio de Licores, también se pactaba el pago de 
algunas contraprestaciones distintas a la participación económica, mediante que constituían 
compensaciones, regalías o derechos a favor del departamento destinatario de los productos 
objeto de intercambio, o incluso de su empresa monopolística (Empresa de licores) 
 
Dentro de este tipo de cobros, podemos citar la Compensación Económica creada por la 
Ordenanza 013 de 2016 (Artículo 2º) de la Asamblea de Cundinamarca equivalente al 2% de una 
UVT por botella convertida a 750 CC ingresada a la jurisdicción del departamento, la cual debe 
pagarse de manera simultánea, con la declaración y pago de la participación económica. Si bien el 
departamento con anterioridad había incluido en los convenios de intercambio y de contratos de 
participación celebrados, el pago de compensaciones, a partir de la expedición de la Ordenanza se 
establece su valor y forma de pago para todos los convenios suscriba con productores nacionales 
e introductores de productos extranjeros.  
 
Como su nombre lo indica, este tipo de cláusulas, se pactan con la finalidad de reconocer 
una contraprestación por el derecho a introducir y comercializar los licores en el territorio del 
departamento titular del monopolio, y en cierta forma, compensar el impacto económico que 
genera para su industria local. Es por ello que solían ser definidas en cada caso, según el tipo de 
producto y su participación en el mercado, y en algunos casos, fueron reguladas por las Asambleas, 
como corresponde al caso de Cundinamarca (Ordenanza 013 de 2016) y Risaralda (Ordenanza 013 




2.3.2.3 Monopolio sobre la Comercialización de Licores Destilados. 
 
La explotación de esta fase del monopolio, es realizada mediante la celebración de 
convenios de distribución y comercialización de licores, que básicamente comprendían realización 
de actividades propias de comercialización de licores destilados. Se trata, por lo tanto, de contratos 
regidos por las normas de contratación pública y las normas comerciales. 
 
La comercialización de los productos en la jurisdicción del departamento, puede realizarse 
directamente por el departamento o bien, contratar con uno o varios terceros, evento éste último 
que también está comprendido dentro del monopolio departamental, por tratarse de una de las 
etapas del mismo.  
 
En la práctica, por regla general, los departamentos que ejercen el monopolio de producción 
directamente, a través de sus empresas industriales y comerciales productoras de licor, también 
contratan a los distribuidores de sus productos. Por su parte, en aquellos casos en que los 
departamentos ejercen directamente el monopolio con apoyo de un tercero, produciendo a través 
de contratos de maquila celebrados con personas jurídicas públicas o privadas, es común que el 
maquilador también comercialice los productos, comprendiendo el objeto del contrato su 
producción y comercialización.  
 
A pesar de lo anterior, ello no obsta para que el departamento se pueda reservar la 
comercialización, como es el caso del departamento de Nariño, que después de la liquidación de 
su Industria Licorera, optó por celebrar un contrato de maquila con el Departamento de Caldas –
Industria Licorera de Caldas, pero se reservó la comercialización de su producto. Para tal fin, 
realiza los procesos de selección, de acuerdo con las normas generales de contratación y celebra 
contratos de compraventa para la distribución y comercialización de sus productos, los cuales 
incluso determina por lotes lo cual le permite contratar con varios proponentes. 
 
Por su parte, la comercialización en otras entidades territoriales se realiza a través de los 
convenios de intercambio celebrados, en los que usualmente se pacta que cada departamento 
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seleccione el distribuidor y comercializador de sus productos en el territorio del otro departamento, 
para lo cual deberá realizar también el debido proceso de contratación, de acuerdo con el estatuto 
general de contratación-. 
 
En cuanto a los terceros o productores particulares, éstos pueden comercializar sus 
productos en forma directa o también a través de terceros distribuidores, pero, en todo caso, en 
opinión del Consejo de Estado, quienes adquieran los productos para comercializarlos, deben tener 
la autorización del departamento para ello, puesto que corresponde a la tercera etapa del 
monopolio. 
 
Frente al ejercicio de esta fase del monopolio, también se ha generado críticas en cuanto a la 
falta de pluralidad de los distribuidores y la cercanía de los mismos a las autoridades 
departamentales. La defensa planteada por los departamentos se fundamenta en que los procesos 
de selección, se rigen por las normas de contratación pública, que garantizan la pluralidad de 
oferentes y los criterios objetivos de selección. Por lo anterior, la doctrina ha planteado que esta 
situación puede asimilarse a la “Teoría de la Captura” de Stigler, según la cual, la regulación es 
una respuesta al cabildeo de intereses de un grupo, quienes presionan para protegerse de la 
competencia.  
 
“La mayoría de las licoreras oficiales tienen contratos exclusivos con distribuidores 
privados. No por coincidencia, los contratistas privados pertenecen, en una buena 
proporción, a la clase política regional, la cual se lucra de dichos contratos exclusivos, 
obtenidos gracias a su control de las licoreras, a través de los gobernadores y diputados a 
las asambleas departamentales. Esta situación se puede asimilar a las descripciones de la 
“teoría de la captura”, mediante la cual Stigler sugiere que la regulación es ofrecida en 
respuesta al cabildeo de intereses de grupo, los cuales presionan para proteger al grupo 
de la competencia.  
 
Pelzman también sugiere que los legisladores seleccionan políticas de regulación que 
maximizan el soporte político (y el económico) del legislador. Cualquiera que sea la 
explicación teórica, los políticos regionales se han opuesto con mucha tenacidad a los 
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intentos que se han realizado para eliminar el monopolio en la producción y distribución 
de licores, con el argumento de que dicha decisión reduciría los ingresos departamentales 
dedicados al sector de la salud en sus respectivos territorios.” (Zuleta, L. A., & Jaramillo, 
L., 2000, FEDESARROLLO, pág. 38) 
CAPÍTULO III.  
 
RÉGIMEN PROPIO DEL MONOPOLIO DE LICORES DESTILADOS: LEY 1816 DE 
2016. COMPETENCIAS Y FORMAS DE EJERCER EL MONOPOLIO. 
 
3.1 Aspectos principales del régimen propio del monopolio de licores destilados: Ley 1816 de 
2016. 
 
En el año 2016 es aprobada la Ley 1816 de 2016 “Por la cual se fija el régimen propio del 
monopolio rentístico de licores destilados, se modifica el impuesto al consumo de licores, vinos, 
aperitivos y similares, y se dictan otras disposiciones.”, cumpliendo así el legislador con el 
mandato constitucional contenido en el artículo 336 de la C.P.  
 
Esta norma legal entró en vigor el 1° de enero del año 2017, derogando expresamente los 
artículos 61, 62, 63, 65, 66, 69 y 70 de la Ley 14 de 1983, los artículos 121, 122, 123, 125, 128, 
129 y 130, 133 y 134 del Decreto 1222 de 1986, y los artículos 51 y 54 de la Ley 788 de 2002, así 
como las demás contrarias. 
 
En su contenido, la Ley 1816 se encarga de regular varios aspectos relacionados con la 
administración, explotación y control del monopolio de licores y de alcohol potable, algunos de 
los cuales se abordan de forma específica en el análisis que se presenta en el capítulo segundo del 
presente trabajo. Algunos de los principales aspectos que comprende el régimen legal propio 
definido por la Ley 1816 de 2016, se resumen en los siguientes tópicos: 
 
i. Define la titularidad, objeto y principios que rigen el monopolio de licores destilados y 




ii. Faculta al Gobierno Nacional para la definición de los productos que se consideren para 
efectos del régimen legal del Monopolio como licores destilados, vinos, vinos espumosos 
o espumantes, aperitivos y similares, así como de alcohol potable. Actualmente la norma 
reglamentaria vigente es la contenida en el Decreto 1686 de 2012, el cual, por disposición 
de la misma ley de monopolio, conservará su vigencia hasta la expedición del nuevo 
reglamento; 
 
iii. Establece las rentas derivadas del monopolio, reconociendo como nueva renta, adicional a 
la participación económica, los derechos de explotación y su destinación; así: 
 
Los Derechos de explotación creados por la Ley 1816 de 2016 como una renta adicional a 
la participación económica, se derivan del ejercicio del monopolio sobre la producción e 
introducción de licores destilados. Este derecho se reconoce como una forma de sustituir 
los montos o conceptos que los departamentos exigían por el derecho s producir o 
introducir licores destilados en su jurisdicción a través de convenios o contratos, de allí que 
en los términos de la ley, el derecho de exploración  debe ser pagado por los terceros que 
produzcan licor en la jurisdicción de un departamento distintos a aquellos cuya propiedad 
industrial ostenta el departamento o las personas de derecho privado o público a quienes se 
autorice para la introducción de licores a la jurisdicción del departamento. 
 
En el caso del monopolio sobre la producción, las asambleas departamentales fijarán el 
valor mínimo de los derechos de explotación, como un porcentaje mínimo sobre las ventas, 
igual para todos los productos, que no podrá depender de volúmenes, precios, marcas o 
tipos de producto, el cual debe estar soportado por un estudio técnico que demuestre su 
conformidad con los principios del monopolio. Por su parte, en el caso del monopolio sobre 
la introducción, se fijó un porcentaje del dos por ciento (2%) de las ventas anuales de los 
licores introducidos, igual para todos los licores destilados.  
 
En todos los casos los derechos de explotación se liquidarán al final de la vigencia y se 




En cuanto a la Participación Económica, la ley retoma lo establecido en el artículo 51 de 
la Ley 788 de 2002, que a su vez deroga. Establece en las asambleas departamentales la 
facultad para fijar la participación aplicable, cuya tarifa en ningún caso podrá sea inferior 
a la del impuesto al consumo y ordena que deberá ser igual para todos los productos 
nacionales y extranjeros, en aras de dar cumplimiento a los tratados internacionales 
suscritos por Colombia. Además, reitera que la participación se rige por las normas del 
impuesto al consumo en cuanto a su causación, declaración, pago, señalización, control de 
transporte, sanciones, aprehensiones y decomisos, entre otros aspectos.  
 
iv. En cuanto a la destinación de las rentas del monopolio, el legislador considera que el 
término “preferente” que ordena la Constitución, se cumple destinando por lo menos el 
51% del total del recaudo de las rentas del monopolio de licores destilados a salud y 
educación, con lo cual eleva a rango legal lo dispuesto por el Decreto 4692 de 2005 frente 
al cual operó un decaimiento del acto administrativo, por la derogatoria de las disposiciones 
que reglamentaba -artículos 61 y 63 de la Ley 14 de 1983 y 51 de la Ley 788 de 2002-. De 
esta forma se corrige la situación expuesta en el Capítulo Segundo del presente estudio, 
referente al exceso en el ejercicio de la reglamentaria del Gobierno. Además, se establece 
una destinación del 3% a deporte, siendo el porcentaje restante de la renta  
 
Para el caso específico del Distrito Capital, la ley ordena que recibirá el 10,5% de la 
participación de licores destilados que se cause sobre productos consumidos en el Distrito 
Capital y en el Departamento de Cundinamarca, que es un porcentaje calculado con el fin 
de equiparar la participación establecida en el Decreto 1987 de 1988. De este porcentaje, 
el Distrito Capital destinará el 88% a salud y el 12% a deporte.   
 
En el caso del departamento de Cundinamarca, los porcentajes de destinación específica 
explicados, se determinarán después de descontar el 10,5% que se gira al Distrito Capital. 
 
v. Aclara el ámbito de aplicación del monopolio, precisando que recae sobre los licores 
destilados, que son definidos como las bebidas destiladas con contenido alcohólico 
superior a 15 grados alcoholimétricos. Los vinos, aperitivos y similares, no están sujetos al 
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monopolio, serán de libre producción e introducción y, estarán sujetos al impuesto al 
consumo de licores vinos, aperitivos y similares. 
 
vi. Modifica la base gravable y tarifa del impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos y 
similares. Esta es una de las principales modificaciones que realiza la ley 1816 de 2016, 
por cuanto cambia el esquema tarifario del impuesto y por ende, de la participación 
económica, ya que establece una base gravable y tarifa con un componente mixto 
compuesto por: un componente específico, un componente ad valorem, y un IVA cedido 
 
 En cuanto al Componente específico, la base gravable atiende al volumen de alcohol del 
producto expresado en grados alcoholimétricos, y la tarifa es diferencial según se trate de 
licores o de vinos y aperitivos vínicos y se cuantifica por cada grado alcoholimétrico en 
unidad convertida a 750 centímetros cúbicos o su equivalente. Equivale a la suma de $220 
para licores (Valor año 2017) y $150 para vinos y aperitivos vínicos. 
  
 Respecto del Componente ad valórem, se liquida aplicando una tarifa del 25% para licores 
sobre el precio de venta al público, antes d impuestos y/o participación, certificado por el 
DANE. En el caso de vinos y aperitivos vínicos, la tarifa es del 20% sobre el precio de 
venta al público sin incluir los impuestos, certificado por el DANE. 
 
 En todo caso, las asambleas departamentales siguen facultadas para fijar una tarifa mayor 
en el ejercicio del monopolio, es decir, que los ingresos podrían ser mayores 
 La modificación realizada por la Ley, según lo señalado en el Proyecto de Ley 152/15 
de Cámara y 189/16 de Senado, se fundamentó en la necesidad de abolir el esquema 
específico del impuesto al consumo de licores, sustituyéndolo por un esquema ad 
valórem con una tarifa diferencial para licores destilados y fermentados.  
 
 Según lo señalado en la exposición de motivos, uno de los principales argumentos 
discutidos fue el superar las dificultades originadas en el trato discriminatorio a los 
licores extranjeros como consecuencia del diseño de base y tarifas de la Ley 788 de 
2002, que gravaba los licores por rangos, según la graduación alcoholimétrica de los 
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productos, lo cual generaba mayor presión fiscal en el precio final de las bebidas 
alcohólicas, los productos de más de 35 grados de alcohol tributaba de forma más 
gravosa que los de menos de 35 grados, sin razones técnicas que sustentarán dicha 
diferenciación. 
 
 En este orden de ideas, el esquema ad valórem resultaba ser el más transparente para el 
cumplimiento de los compromisos de los tratados de libre comercio firmados por 
Colombia y el cumplimiento de las normas de trato nacional. En efecto. el Ministerio de 
Hacienda y el Congreso plantearon que la estructura mixta, resolvería los problemas que 
hasta el momento se venían presentando:  
 
“[…] i) Para los productores nacionales, la carga impositiva era mayor dado que tenían menor 
precio, ii) para los importadores, la tarifa por grado de alcohol era mayor para los licores de 
más de 35 grados (99% son productos importados), lo cual presentaba un riesgo de sanción por 
violar TLCs firmados por el Gobierno y ratificados por el Congreso, y iii) para los 
consumidores, los licores considerados de lujo, pagaban menor porcentaje de impuestos que 
aquellos de consumo masivo. (Presentación Ministerio de Hacienda en sesiones de 
socialización de “Proyecto de Ley por el cual se fija el régimen del monopolio rentístico de 
licores destilados, se modifica el impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos y similares, 
y se dictan otras disposiciones”. Febrero de 2016.) 
 
 Adicionalmente, se destacaron las siguientes ventajas de la estructura mixta de impuesto 
al consumo de licores, vinos, aperitivos y similares: i) incluir tarifas iguales para 
productos nacionales e importados;  ii) que el componente específico gravaría el efecto 
nocivo en la salud por el consumo de un mayor  grado de alcohol , iii) que el componente 
ad valórem permitiría que los consumidores de licores más caros paguen más impuestos 
y iv) este esquema de tributación aseguraba el fortalecimiento de los ingresos de los 
departamentos. “Con el cambio en la tarifa del impuesto se proyecta para 2017 un 
aumento en el nivel de recaudo de 20% comparado con lo que se recaudaría en 2017 
bajo el régimen actual. El aumento en el recaudo a nivel nacional es el resultado de 
incrementos entre el 5% y el 34% en los ingresos por participaciones de cada 
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departamento” (Gaceta 345 de junio 1 de 2016: Ponencia para tercer debate del proyecto 
de ley 189 de 2016 Senado.) 
 
 Este aumento en el recaudo se evidenció para la vigencia 2017 aunque cayó en el 2018 
como consecuencia de la inadecuada metodología para la certificación del Precio de 
Venta al Público de los licores, vinos y aperitivos aplicada por parte del DANE, la cual 
fue modificada mediante la Resolución 269 de 2018 (Federación Nacional de 
Departamentos, Análisis y solicitudes de los departamentos sobre propuesta de reforma 
del impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos y similares, en el artículo 148 del 
Proyecto de Ley de Plan Nacional de Desarrollo 2018- 2022, pág. 5,  2019) 
 
Finalmente, el IVA es del 5%, constituye un IVA cedido que se pagará ante la DIAN y 
admite descontables, es decir, que permite a los productores descontar el IVA que pagaron 
en sus insumos. 
 
vii. Define las formas de ejercer el Monopolio sobre la introducción, producción y 
comercialización, estableciendo condiciones, procedimientos y requisitos aplicables de 
manera uniforme para todos los departamentos. 
 
viii. Establece mecanismos de protección y control para los departamentos, como la posibilidad 
de solicitar al Invima revisar el contenido alcoholimétrico de cualquier licor, la potestad de 
revocar permisos de introducción por prácticas violatorias a la libre competencia, 
incumplimiento de los requisitos para el otorgamiento del permiso, práctica de 
contrabando, entre otros; la protección del aguardiente para preservar el producto principal 
elaborado por las licoreras departamentales: esto permite a los departamentos, a través de 
sus Asambleas, restringir en cualquier momento la introducción de aguardiente nacional o 
extranjero en sus jurisdicciones ante una amenaza de daño grave a la producción local 
sustentado en la posibilidad de un incremento súbito e inesperado de productos similares y 




ix. Finalmente, cabe destacar que el proyecto incluye una serie de disposiciones orientadas al 
controlar el contrabando, la adulteración y evasión del impuesto, así como para fortalecer 
el control sobre el alcohol potable, que es el insumo básico para producir licor ilegal o 
adulterado. 
3.2 Naturaleza de las rentas derivadas del monopolio de licores a la luz de lo dispuesto por 
la ley 1816 de 2016.  
 
Con la expedición de la Ley 1816 de 2016, el legislador purgó su mora en cuanto al 
mandato constitucional definido por el artículo 336 de la Carta, que ordenó la expedición de un 
régimen propio que defina la organización, administración, control y explotación del monopolio 
de licores.  
 
La expedición del régimen propio del Monopolio de licores, puede decirse que estuvo 
antecedida de cierta presión generada por las decisiones del Tribunal Andino de Justicia de la 
CAN, a partir de las cuales los importadores hicieron eco de sus exigencias, proponiendo la 
modificación y casi desaparición del Monopolio departamental.  
 
En este aparte del estudio, nos concentraremos en evaluar los cambios introducidos por el 
legislador al expedir el régimen propio del Monopolio de licores, en cuanto a las competencias de 
los departamentos y asambleas para el ejercicio y explotación del Monopolio. 
 
Así pues, en esta línea de argumentación propuesta, lo primero que debemos abordar es el 
análisis de la naturaleza jurídica que tienen las rentas derivadas del monopolio, a la luz de los 
criterios de interpretación definidos por la Corte Constitucional, para establecer si una fuente de 
financiación es endógena o exógena y las disposiciones de la Ley 1816 de 2016.  
 
Esto cobra especial relevancia para nuestro estudio, en razón a que, como bien se expuso 
al inicio de este capítulo, en palabras de la Corte Constitucional, correspondía al legislador definir 
al momento de establecer el régimen propio, cuál era la naturaleza de estas rentas, si debían 
entenderse como rentas endógenas o exógenas y de conformidad con ello, delimitar el alcance de 
su capacidad de configuración legislativa para efectos de definir el régimen de organización, 
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administración, control y explotación del monopolio. (Corte Constitucional, Sentencia C-1191 de 
2001, M.P. Dr. Rodrigo Uprimny Yepes) 
 
El tema que nos atañe, fue abordado desde un primer momento por el legislador. Es así 
como, el artículo 5 de la Ley 1816 de 2016 se ocupa de definir quién tiene la titularidad del 
monopolio, destacando que “Los departamentos que decidan ejercer el monopolio como arbitrio 
rentístico sobre licores destilados, serán los titulares de las rentas de ese monopolio (…).”. Por 
lo tanto, atendiendo al criterio formal, quien tiene la titularidad exclusiva del monopolio de licores 
son los departamentos.  
 
Por su parte, en lo que concierne al criterio orgánico, que se refiere al hecho de que para 
el perfeccionamiento de la respectiva obligación tributaria sea necesaria una decisión política de 
la Asamblea Departamental o del Concejo Municipal (Corte Constitucional, Sentencia C- 720 de 
1999), el artículo 4º de la Ley 1816 de 2016, en un sentido similar a lo indicado en las normas 
precedentes (numeral 36 del artículo 97 de la Ley 4ª de 1913, el artículo 61 de la Ley 14 de 1983 
y el artículo 51 de la Ley 788 de 2002), prevé que las asambleas departamentales, por iniciativa 
del gobernador, son las facultadas para decidir si ejercen o no el monopolio sobre la producción e 
introducción de los licores destilados. Además, estas corporaciones deben establecer la tarifa 
aplicable de la participación y los derechos de explotación (arts.14 y17). Así pues, según el criterio 
orgánico las rentas derivadas del monopolio son rentas endógenas, pues no es suficiente con la 
intervención del legislador para el perfeccionamiento de la obligación, se requiere la participación 
del órgano de elección popular. 
 
Finalmente, atendiendo al criterio sustantivo o material, se ratifica el carácter endógeno de 
estas rentas, pues conforme a la Ley 1816 de 2016, los recursos del monopolio e licores se recaudan 
en su totalidad en la jurisdicción del departamento que opta por su ejercicio, y sin perjuicio de una 
destinación “preferente” (art. 17), se dirigen a sufragar los gastos de la entidad territorial. Lo 
anterior, no permite que haya elementos sustantivos que puedan calificarlas como una renta 






3.3 Modificaciones del régimen propio en materia de competencias de los departamentos y 
asambleas para el ejercicio del monopolio de licores destilados. 
 
El artículo 4 de la Ley 1816 de 2016  en un sentido similar a lo establecido por el artículo 
51 de la Ley 788 de 2002, que a su vez, tiene como antecedentes normativos lo dispuesto por el 
numeral 36 del artículo 97 de la Ley 4ª de 1913 y el artículo 61 de la Ley 14 de 1983, reconoce a 
los departamentos el derecho a optar por una de dos alternativas para obtener ingresos fiscales 
derivados de los licores; ejercer el monopolio sobre la producción e introducción licores destilados 
en su jurisdicción o, en su lugar, gravar estas actividades con el impuesto al consumo de licores, 
vinos, aperitivos y similares. 
 
La facultad para decidir si se ejerce el monopolio de licores destilados, históricamente ha 
estado reservada a las Asambleas departamentales, previa iniciativa del gobierno departamental. 
Sin embargo, la primera diferencia que plantea el régimen propio definido por el legislador, está 
precisamente en la limitación dada a las facultades de éstas corporaciones.  
 
Al respecto, vale la pena recordar lo establecido por el artículo 61 de la referida Ley 14 de 
1983, compilada en el Decreto 1222 de 1986, expresamente derogados por la Ley 1816 de 2016, 
que establecía que: “De conformidad con la Ley 14 de 1983, la producción, introducción y venta 
de licores destilados constituyen monopolios de los departamentos como arbitrio rentístico en los 
términos del artículo 31 de la Constitución Política de Colombia. En consecuencia, las asambleas 
departamentales regularán el monopolio o gravarán esas industrias y actividades, si el monopolio 
no conviene, conforme a lo dispuesto en los artículos siguientes”. (Subrayas fuera del texto 
original) 
 
Ahora bien, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4 de la Ley 1816 de 2016, hay un 
importante cambio respecto de la facultad reconocida a las asambleas departamentales, pues el 
legislador las limita a que éstas puedan decidir sobre ejercer el monopolio o gravar las actividades 
con el impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos y similares, dejando a salvo la obligación 
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de las Asambleas de decidir sobre lo que denomina “los demás asuntos a los que se refiere esta 
ley”, así: 
“Las asambleas departamentales, por iniciativa del gobernador sustentada en un estudio 
de conveniencia económica y rentística, decidirán si ejercen o no el monopolio sobre la 
producción e introducción de los licores destilados, de acuerdo con las normas 
consignadas en la presente ley.” 
 
Mas adelanta señala la norma:  
 
“En los departamentos que a la fecha de expedición de la presente ley se ejerza el 
monopolio no se requerirá pronunciamiento de la Asamblea sobre la decisión de ejercer 
o no el monopolio. Lo anterior sin perjuicio de la obligación de las Asambleas de 
decidir sobre los demás asuntos a los que se refiere esta ley.”  (Subrayas fuera del texto 
original) 
 
De esta manera, el legislador optó por delimitar la facultad de regulación del monopolio 
que tenían las asambleas departamentales, y se ocupó de definir casi de forma integral el régimen 
aplicable. Ahora bien, lo anterior debe entenderse no exime a las Asambleas de la obligación de 
decidir sobre “los demás asuntos” a los que se refiere la ley, los cuales, luego de realizar un análisis 
sistemático de las normas, se reducen simplemente a la definición del elemento cuantitativo de las 
rentas derivadas del monopolio -participación económica y derechos de explotación-, hecho que 
históricamente, también había sido reservado por definición legal a las Asambleas en 
consideración a que el aspecto que debe justificar el ejercicio del monopolio es precisamente su 
finalidad de arbitrio rentístico, por lo tanto, es razonable y necesario que su definición la tengan 
los departamentos, dentro del marco legal de referencia.  
 
Sobre este asunto en particular, la Dirección de Apoyo Fiscal del Ministerio de Hacienda 
coincide en concluir que las facultades de las asambleas fueron limitadas por el legislador, 




“Conforme con lo anterior, la obligación y consecuentemente la facultad que le asiste a 
las asambleas de “decidir sobre los demás asuntos” a los que se refiere la Ley 1816 de 
2016, debe entenderse en el contexto de aquellas disposiciones respecto de las cuales la 
ley así se lo permita, y que a juicio de esta Dirección son los siguientes:  
 
i. Definir el valor mínimo de los derechos de explotación aplicables al monopolio 
de producción de licores destilados;  
ii. Fijar la tarifa de la participación de licores destilados; y 
iii. Fijar la tarifa de la participación del alcohol potable con destino a la fabricación 
de licores.” 
 
Con fundamento en estas consideraciones, el Ministerio de Hacienda advierte que: 
 
 “en caso de que la asamblea no fije la tarifa de la participación para licores y para alcohol 
potable, consideramos que se aplicarán las tarifas mínimas señaladas en la ley para uno y 
otro producto. No así para el caso de los derechos de explotación en la producción de 
licores destilados, los cuales necesariamente requieren ser definidos por la asamblea por 
ser la base para efectuar los procesos de licitación que en la modalidad de producción 
exige el artículo 8º de la Ley 1816 de 2016” (Dirección de Apoyo Fiscal, Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, Asesoría 2-2017-008778, 27 de marzo de 2017) 
 
Quiere decir lo anterior, que la forma como el legislador reguló el aspecto material de las 
rentas derivadas del monopolio, conlleva a que no sea siquiera necesaria la definición de la tarifa, 
en el caso de la participación económica, por parte de las asambleas departamentales, pues podría 
aplicarse por virtud de la ley, la tarifa del impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos y 
similares, que sigue siendo el “piso” o límite inferior, por virtud. 
 
Así las cosas, cabe precisar que además de la facultad de decidir si se ejerce el monopolio, 




En suma, el régimen legal vigente del monopolio de licores, reconoce en cabeza de las 
asambleas departamentales, las siguientes competencias: 
i. La facultad para decidir si se ejerce el monopolio sobre la producción o introducción de 
licores, o bien, si se grava con el impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos y 
similares dichas actividades. Alternativas que no pueden coincidir, es decir, son 
excluyentes.  
 
Esta decisión podrán tomarla las asambleas, previa iniciativa del gobierno 
departamental, quien tiene además el deber de elaborar y presentar a la corporación un 
estudio de conveniencia económica y rentística, que deberá establecer con claridad las 
ventajas que el departamento obtiene del ejercicio del monopolio. En este punto, debe 
destacarse que el legislador, a diferencia del régimen anterior en el que se planteaba un 
análisis en términos de conveniencia, es más preciso al indicar como criterio para decidir 
si se ejerce el monopolio, “la conveniencia económica y rentística”. 
 
Ahora bien, en el caso en que a la fecha de expedición de la Ley 1816 de 2016, la 
asamblea departamental ya hubiere tomado la determinación de ejercer el monopolio, la 
ley reconoce la validez y vigencia de la misma, advirtiendo que no se requerirá un nuevo 
pronunciamiento de la asamblea sobre la decisión de ejercer o no el monopolio. De esta 
manera, el legislador reconoce la existencia de una palabra dada por parte de la 
corporación, contenida en un acto administrativo que goza de presunción de legalidad, 
salvaguardando con ello la confianza legítima con fundamento en la cual se han 
desplegado por públicos y privados, actuaciones propias de la explotación y el ejercicio 
del monopolio. 
 
En todo caso, como condición para su ejercicio, el legislador reitera la necesidad de 
indemnizar plenamente a los individuos que como consecuencia de esta decisión, 
queden privados del ejercicio de una actividad económica lícita. 
 
ii. Definir la tarifa de la participación económica, la cual en ningún caso podrá ser inferior 
al impuesto al consumo de Licores, Aperitivos y Similares, y debe estar sustentada en 
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sustentada en un estudio de conveniencia económica y rentística. Conviene en este caso 
señalar que en el caso en que sea igual a la del Impuesto al consumo, no se requeriría la 
regulación por parte de la Asamblea, en los términos del Ministerio de Hacienda, 
aplicaría en virtud de la ley. 
 
iii. Definir el valor mínimo de los derechos de explotación que se causan en el caso en que 
el departamento ejerza el monopolio indirecto de producción, lo cual se requiere para el 
proceso de licitación por el cual se selecciona el productor. Este valor corresponderá a 
un porcentaje mínimo sobre las ventas, igual para todos los productos, que no podrá 
depender de volúmenes, precios, marcas o tipos de producto. Dicho valor, debe estar 
soportado por un estudio técnico que verifique su idoneidad y compatibilidad. (Artículo 
8) 
 
iv. Hacer seguimiento al ejercicio del monopolio, para lo cual la Ley establece la obligación 
al Gobernador de presentarle un informe anual. (Artículo 11) 
 
 
3.4 Modificaciones del régimen propio en las formas de ejercer el monopolio de licores 
destilados. 
 
La Ley 1816 de 2016 establece principalmente dos formas de ejercer el Monopolio de 
Licores en Colombia, sobre su producción y sobre su introducción, aclarando que, en cuanto a las 
actividades relativas a la distribución y comercialización, cada Departamento ejercerá el 
monopolio sólo respecto de los licores destilados que produzca directamente. 
 
Así las cosas, el monopolio de licores destilados en Colombia puede ser ejercido por los 
Departamentos sobre su producción y en este caso, también puede hacerlo sobre la distribución y 
comercialización, siempre que los produzca directamente, aspecto que precisaremos al estudiar las 




También un departamento puede ejercer el monopolio sobre la Introducción de licores, 
pero en este evento, no esté permitido reservarse la distribución o comercialización. 
 
3.4.1 Modificaciones de la Ley 1816 de 2016 en el monopolio sobre la producción de 
licores destilados. 
 
Los departamentos pueden ejercer o continuar la explotación del monopolio de producción 
de licores destilados haciendo uso de los siguientes esquemas: 
 
3.4.1.1 Monopolio Directo de Producción. 
 
Esta alternativa conserva algunas características expuestas en el régimen legal anterior,  se 
refiere a los casos en que el departamento se reserva la fabricación del licor destilado sobre el cual 
ostenta la titularidad de la propiedad industrial, bien sea a través de una persona jurídica en la cual 
participa (Empresa de Licores Oficial), una de las dependencias del departamento o bien, a través 
de terceros (personas jurídicas públicas o privadas) que contrata para la producción del licor 
destilado, con quien se podría celebrar un contrato de maquila, concesión o cualquier otra 
modalidad que permita cumplir con este objetivo. 
 
De acuerdo con la interpretación planteada por el Ministerio de Hacienda, Dirección de 
Apoyo Fiscal, conforme con el artículo 7º de la Ley 1816 de 2016 la producción directa de licores 
no está sujeta a la suscripción de un contrato, lo que a su vez implica que para su ejercicio no 
media licitación pública (y consecuentemente tampoco una subasta ascendente). Así las cosas, 
según el Ministerio, el artículo 7º de la Ley 1816 no exige para el caso del Monopolio directo de 
producción, realizar el proceso de licitación que regula el artículo 8º de la referida ley, el cual sólo 
aplica en el supuesto en que el departamento decida ejercer indirectamente el monopolio, que se 
explica a continuación. Esta diferencia estriba en el hecho de que la producción directa se entiende 
realizada por el propio departamento, en su propia jurisdicción, por lo que no resultaría 
coherente exigírsele que contrate consigo mismo. (Ministerio de Hacienda, Dirección de Apoyo 




Frente a esta posición, estimamos importante precisar, que en el caso en que el 
departamento ejerza el monopolio de producción de forma directa, reservándose la fabricación del 
licor destilado sobre el cual ostenta la titularidad de la propiedad industrial, bien sea a través de 
una persona jurídica en la cual participa (Empresa de Licores Oficial), una de las dependencias del 
departamento, es claro que no deberá realizar un proceso de selección y no es en esta hipótesis 
aplicable lo dispuesto por el artículo 8º de la Ley 1816. Sin embargo, en el caso en que decida 
ejercerlo a través de terceros (personas jurídicas públicas o privadas), deberá necesariamente 
efectuar un proceso de selección, pues se podría celebrar un contrato de maquila, concesión o 
cualquier otra modalidad que permita cumplir con este objetivo, que de acuerdo con las normas de 
contratación vigentes, deberá realizarse mediante un proceso de licitación pública, pero en este 
caso no sería procedente el procedimiento de subasta ascendente al que se refiere el artículo 8º de 
la Ley 1816 , pues como se explica a continuación, en este caso, no se causan los derechos de 
explotación. 
 
En estos casos, el departamento además puede incluir en el objeto de este tipo de contratos, 
la distribución y comercializador del licor, pues son actividades que se reservan para el caso del 
ejercicio de este tipo de Monopolio.  
 
3.4.1.1.1 Remuneración derivada de contratos que autorizan la producción de licores 
destilados en la jurisdicción del Departamento 
 
De conformidad con lo establecido por el artículo 17 de la Ley 1816, en el caso del 
monopolio sobre la producción, los derechos de explotación son los que resultan del proceso de 
licitación al que hace referencia el artículo 8º de esta misma ley, razón por la cual, en el caso del 
Monopolio Directo, no serán exigibles los derechos de explotación, por las siguientes razones:  
 
 Según se explicó, su ejercicio no se supedita a la suscripción de un contrato, y ante la 




 La producción directa se realiza por el propio departamento a través de sus entidades o 
bien, con el apoyo de un tercero, pero en su propia jurisdicción, por lo que no resultaría 
coherente exigirse así mismo, el pago de los derechos por la producción de su propio licor.  
 
En este contexto, cuando una licorera oficial produzca para la venta en la misma 
jurisdicción del departamento al que pertenece, no está obligada al pago a derechos de explotación 
de ninguna clase. Empero, cuando el licor se destine a otros departamentos para su consumo y el 
permiso le haya sido otorgado a la licorera, estará en la obligación de declarar y pagar derechos de 
explotación ante el departamento que le concedió el permiso de introducción.  
 
3.4.1.2 Monopolio de producción por Asociaciones.  
 
Esta es una de las novedades que en cuanto al Monopolio de Producción, introdujo la Ley 
1816 de 2016, como forma de ejercer el monopolio mediante un esquema de asociación entre 
departamentos, o entre departamentos y personas jurídicas de naturaleza privada, con el fin de 
aunar esfuerzos para realizar mayores inversiones e impulsar un mayor desarrollo de la industria 
licorera nacional. 
 
Si bien a la fecha no se ha realizado ningún tipo de asociación para la producción, en los 
términos previstos en la norma, conviene traer a colación algunos aspectos que sobre el particular 
indicó el Ministerio de Hacienda en la Asesoría 2-2017-014641 de mayo de 2017 de la Dirección 
de Apoyo Fiscal, así: 
 
“Las asociaciones a las que se refiere la norma se circunscriben al monopolio de 
producción, de manera que su ejercicio deberá someterse a los términos de los artículos 
7º y 8º de la Ley 1816 de 2016.  
 
En uno u otro caso, esto es entre departamentos, o entre éstos y personas jurídicas 
privadas, a juicio de esta Dirección tales asociaciones deberán regirse por las normas que 
regulan el ejercicio de la función administrativa y las reglas básicas de la organización y 
funcionamiento de la Administración Pública, esto es la Ley 489 de 1998, la cual en su 
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artículo 95  se refiere a la asociación entre entidades públicas, en su artículo 96 a las 
asociaciones entre entidades públicas y particulares, y en su artículo 97 a las Sociedades 
de Economía Mixta figura en la cual podrán también enmarcarse la asociación entre 
departamentos y personas jurídicas de naturaleza privada.  
 
Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de asociaciones entre departamentos y personas 
jurídicas de naturaleza privada para la escogencia de éstas siempre debe mediar una 
licitación pública según lo ordena expresamente la norma sub examine.  (Dirección de 
Apoyo Fiscal, Ministerio de Hacienda y Crédito Público Asesoría 2-2017-014641, 17 de 
mayo de 2017) 
 
En este orden de ideas, en el caso en que el departamento titular del monopolio, decida 
asociarse con una persona jurídica de naturaleza privada, se requiere que éstas sean elegidas 
mediante licitación pública, sin embargo, consideramos que en este evento no aplicaría lo 
dispuesto por el artículo 8º de la ley, que exige un esquema de subasta ascendente, ya que en esta 
hipótesis no se causarían derechos de explotación, debido a que no resultaría coherente exigir  el 
pago de los derechos por la producción de su propio licor, al tercero que se asociará con el 
departamento para que a través de una forma asociativa, puedan producir licor de propiedad de la 
misma entidad territorial que tendría la calidad de socia o asociada. 
 
3.4.1.3 Monopolio indirecto de producción.  
 
Esta alternativa se refiere a los casos en que el departamento permite temporalmente que 
la producción sea realizada por terceros, que deberán ser seleccionados mediante licitación 
pública, en los términos del artículo 8° de la Ley 1816. 
 
Este es un cambio importante incluido por el régimen legal propio del monopolio, pues 
recordemos, bajo el régimen anterior, los terceros podían producir licor en la jurisdicción de un 
departamento previa suscripción de un convenio o el otorgamiento de un permiso, en el que se 
establecían las condiciones para desarrollar esta actividad y en algunos casos, se pactaban pagos 
por el derecho a producir, tal como se explica en el capítulo anterior. A la luz de lo dispuesto por 
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el artículo 8º de la Ley 1816, se establecen requisitos y condiciones para la suscripción de los 
contratos por los cuales se permite la producción de licores.  
 
En primer lugar, se exige que el productor, que puede ser una o varias personas jurídicas 
de derecho público o privado, deben seleccionarse mediante una licitación pública a iniciativa del 
Gobernador, utilizando un procedimiento de subasta ascendente sobre los derechos de explotación, 
cuyo monto mínimo debe ser fijado previamente por la Asamblea. De manera que, las licoreras 
oficiales pueden participar de esta modalidad de ejercicio del monopolio, caso en el cual deberán 
participar de los procesos de licitación para la producción de licores cuya marca les pertenece, que 
se adelanten en jurisdicciones diferentes a la del departamento al que pertenecen.  
 
Este proceso de selección, así como el contrato, deberán sujetarse a las normas y principios 
del monopolio de licores definidos por la Ley 1816 de 2016, así como a las normas de contratación 
estatal vigentes, por ser el contratante una entidad territorial. (Ley 80 de 1993. Ley 1150 de 2007 
y Decreto 1082 de 2015). 
 
El contrato que se suscriba con el o los productores que resulten adjudicatarios del proceso 
de licitación, tendrán una duración de entre cinco (5) y diez (10) años, pueden ser prorrogados por 
una vez y hasta por la mitad del tiempo inicial.  
 
3.4.1.3.1 Remuneración derivada de contratos que autorizan la producción en la 
jurisdicción del Departamento 
 
El contrato por el cual el departamento que ejerce el monopolio autoriza a un tercero la 
producción de licor destilado en su territorio, cuya propiedad industrial le corresponde, debe 
establecer los derechos de explotación que el tercero pagará a favor del departamento, el cual, 
según se indicó, no puede ser inferior al aprobado por la Asamblea Departamental y deberá 





De acuerdo con lo anterior, los derechos de explotación se causarán como un porcentaje 
sobre las ventas que realice el tercero productor en la jurisdicción del departamento en el que se 
produzca. 
 
Por consiguiente, cuando el licor producido se destine para su consumo en otras 
jurisdicciones departamentales. El tercero (persona jurídica de derecho público o privado) estará 
en la obligación de declarar y pagar derechos de explotación por la producción ante el 
departamento en el que suscribió el contrato de producción, así como también, los derechos de 
explotación ante el departamento que le concedió el permiso de introducción. (Ministerio de 
Hacienda, Dirección de Apoyo Fiscal, Radicado: 2-2017-024898 del 8 de Agosto de 2017). 
 
3.4.2 Modificaciones de la Ley 1816 de 2016 al monopolio sobre la introducción de 
licores destilados. 
 
En relación con el Monopolio sobre la introducción de licores destilados, la Ley 1816 de 
2016 modifica radicalmente la forma de ejercerlo. A partir de su entrada en vigencia, los 
departamentos pierden la competencia para la suscripción de convenios o contratos de 
introducción, mediante los cuales se regulaban, entre otros aspectos: los productos, condiciones, 
la remuneración y el plazo para la introducción de los licores al departamento titular monopolio, 
como se expuso en el acápite anterior de este capítulo. En lugar de ello, los departamentos ejercerán 
el monopolio mediante permisos que otorgan los gobernadores a quienes cumplan con los 
requisitos y condiciones fijados de forma taxativa y exhaustiva por la Ley. No existe opción para 
los departamentos de establecer exigencias distintas a las indicadas en la citada ley, o negar dicha 
autorización, por razones distintas a las previstas en la misma. 
 
Los permisos que otorguen los gobernadores por los cuales se autoriza la introducción de 
licores destilados a un departamento, tienen de acuerdo con la ley, las siguientes características y 
restricciones. 
 
i. En cuanto a su plazo, la ley define que tendrán una duración de diez (10) años, prorrogables 




ii. Estos permisos se otorgarán siempre que se verifique el cumplimiento de todos los 
requisitos definidos por la ley, que serán explicados a continuación. Las solicitudes deberán 
resolverse por la administración departamental en un plazo máximo de treinta (30) días 
hábiles, a partir de su radicación. 
iii. Se debe garantizar que todos los licores, nacionales e importados tengan el mismo trato en 
materia impositiva, de acceso a mercados y requisitos para su introducción. 
iv. Contra el acto administrativo por el cual se decide la solicitud del permiso, procederán los 
recursos de ley, en los términos del C.P.A.C.A. 
v. Solo se podrá negar el permiso de introducción cuando no se cumpla con los requisitos 
definidos en los artículos 9 y10 de la Ley 1816 de 2016, y se podrán revocar en los eventos 
previstos en el artículo 12 de la misma ley. 
vi. En cuanto a su contenido, la ley prohíbe expresamente establecer cláusulas como las que 
usualmente contenían los convenios de introducción suscritos antes de la Ley 1816, así: 
- No podrá establecer cuota mínima o máxima de volumen de mercancía que se deben 
introducir al departamento. 
- No podrá establecer precio mínimo de venta de los productos. 
 
3.4.2.1 Requisitos para el otorgamiento de permisos de introducción de licores 
destilados a la jurisdicción de un departamento. 
 
Los requisitos y condiciones para el otorgamiento de permisos de introducción de licores 
destilados, están definidos taxativamente en los artículos 9 y 10 de la Ley 1816 de 2016, así: 
 
i. La solicitud de permiso de introducción debe ser presentada ante el departamento de manera 
clara. 
ii. La solicitud debe ser suscrita por el representante legal de la persona que pretende hacer la 
introducción, anexando para tal fin el certificado de existencia y representación legal. 
iii. En la solicitud deben indicarse las marcas de los productos que se pretenden introducir, con 
las correspondientes unidades de medida. 
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iv. Debe aportarse el registro sanitario de los productos a introducir expedido por el Instituto 
Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (INVIMA), el cual debe estar vigente 
para que pueda autorizarse la introducción. 
v. El solicitante debe presentar declaración juramentada que certifica que su representante 
legal y miembros de Junta Directiva no han sido hallados responsables por conductas 
ilegales que impliquen contrabando o adulteración de licores, ni la falsificación de sus 
marcas. 
vi. En la solicitud debe indicarse cuál o cuáles son las empresas autorizadas para la distribución 
y comercialización de los productos en la jurisdicción del Departamento. 
vii. El solicitante debe informar la dirección del lugar de almacenamiento de los licores, el cual 
debe contar con la autorización de la dependencia de la gobernación competente, como 
lugar apto para el almacenamiento de licores. Sobre el particular, es importante destacar que 
la ley 1816 facultó al gobierno nacional para reglamentar los requisitos que deben cumplir 
estas bodegas, la cual aún no ha sido expedida. Sin embargo, los equipos de inspección, 
vigilancia y control de las Secretarias de salud y oficinas de renta, deberán efectuar las 
visitas a los espacios informados, y certificar el cumplimiento de requisitos y condiciones 
de acuerdo con las disposiciones actualmente vigentes. 
 
Además, de lo anterior, el departamento debe verificar las siguientes condiciones y no 
podrá otorgar permisos de introducción de licores en los siguientes casos: 
 
i. Si el solicitante está inhabilitado para contratar con el Estado. Esta situación deberá 
verificarse con el certificado de antecedentes. 
ii. Si solicitante hubiese sido condenado por algún delito. En el caso de personas jurídicas, 
esta condición se verificará del controlante o administrador, de derecho o de hecho. Esta 
situación deberá verificarse con el certificado de antecedentes. 
iii. Si el solicitante se encuentra en mora en el pago de la participación o del impuesto al 
consumo, lo cual deberá acreditarlo el mismo departamento. 
iv. Si el solicitante se encuentra inhabilitado por la autoridad competente por violaciones al 
régimen general o a las normas particulares de protección de la competencia, incluido el 
régimen de prácticas comerciales restrictivas, o por violaciones a las normas sobre 
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competencia desleal, de conformidad con el parágrafo 2° del artículo 24 de la presente ley, 
lo cual deberá ser corroborado mediante certificado expedido por la Superintendencia de 
Industria y Comercio. 
v. Si el productor no cuenta con el Certificado de Buenas Prácticas de Manufactura al que se 
refiere el parágrafo del artículo 4° del Decreto 1686 de 2012 o el que lo adicione, modifique 
o sustituya. Para los productos importados, este certificado será el equivalente al utilizado 
en el país de origen del productor, o el expedido por un tercero que se encuentre avalado 
por el INVIMA.  
 
Respecto de este requisito, es importante advertir que el Decreto 262 de 2017 otorgó un 
plazo de 24 meses a los establecimientos que fabriquen, elaboran, hidratan y envasan bebidas 
alcohólicas para obtener el Certificado de Buenas Prácticas de Manufacturas (BPM) ante el 
INVIMA. Sin embargo, según lo indicado por el Invima, en 2019, de los 270 establecimientos 
dedicados a la elaboración de bebidas alcohólicas existentes, sólo 44 cuentan con el certificado en 
BPM. Por lo anterior, mediante el Decreto 216 del 14 de febrero de 2019, se modifica el plazo para 
la obtención de certificados de BPM, hasta el 14 de febrero de 2021, igualmente, se extiende la 
vigencia de los expedidos entre el 9 de agosto de 2013 y 14 de febrero de 2019, con un plazo de 
dos años adicional al termino inicialmente expedido. 
 
3.4.2.2 Causales para la Revocatoria de los permisos de introducción de licores. 
 
El legislador reconoce a los departamentos la potestad de revocar permisos de introducción 
con el fin de proteger sus productos locales. Para tal fin, optó también por regular de manera 
taxativa en el artículo 14, 24, 25 y 35 de la Ley 1816 de 2016, las causales de revocatoria de los 
permisos para la introducción de licores, cuales son: 
 
i. El incumplimiento de alguno de los requisitos para su otorgamiento, por ejemplo, no contar 
con el certificado de BPM. 
ii. Cuando la Superintendencia de Industria y Comercio, con motivo de una investigación 
administrativa por prácticas restrictivas de la competencia, sancione a un productor, 
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introductor o en general a cualquier persona por su participación en una actividad 
económica relacionada con el mercado de licores destilados. (Artículo 24) 
iii. En aquellos casos en que se efectúen aprehensiones de productos de contrabando, cuanto 
el comercializador no aporte la información técnica y contable de la cadena de distribución 
y pagos que reciben por sus ventas, o cuando se haya determinado judicialmente la 
existencia de contrabando o beneficio por causa del contrabando. (Artículo 25) 
iv. Cuando el solicitante o sus representantes, o en el caso de personas jurídicas, miembros de 
junta directiva o personal de confianza, en Colombia o en el exterior, hayan sido 
sancionados según las normas sobre contrabando o lavado de activos. (Artículo 25) 
v. Cuando el INVIMA encuentre una inconsistencia entre el contenido alcoholimétrico y lo 
previsto en la etiqueta. En este caso, los departamentos podrán solicitar también a la 
Superintendencia de Industria y Comercio que sancione dichas conductas en los términos 
de la ley, por inobservancia de las normativas sobre derechos de los consumidores. 
(Artículo 35) 
vi. Cuando ocurra alguna de las causales previstas en el artículo 93 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
vii. Por razones de salud pública, debidamente motivadas por la correspondiente Secretaría de 
Salud departamental o la dependencia que haga sus veces, y avaladas por un concepto 
favorable y vinculante del Ministerio de Salud y Protección Social. Parágrafo.  
 
3.4.2.3 Protección del Aguardiente Nacional. 
 
Finalmente, en materia de introducción, la ley permite a los departamentos impedir la 
entrada de aguardientes anisados a su territorio en las circunstancias que define la ley, como 
manera de proteger su bien de producción oficial más importante, como es el Aguardiente. 
 
Para tal fin, sólo los departamentos que ejerzan el monopolio de producción están 
facultados para suspender la expedición de permisos para la introducción de aguardiente a sus 
jurisdicciones, única y “exclusivamente” si existe una amenaza de daño grave a la producción 
local, por la posibilidad de un incremento súbito e inesperado de productos similares, 




En caso en que se decida adoptar esta medida, el departamento deberá efectuarlo mediante 
acto administrativo con carácter general, esto es, para todos los productos que sean considerados 
aguardiente -nacionales y extranjeros-. Dicho acto administrativo será el fundamento para que el 
departamento pueda negar el permiso de introducción de aguardiente en su territorio. 
 
Por otra parte, es importante destacar que la protección aplica respecto de productos cuyas 
características y composición se enmarquen en la definición establecida en el parágrafo del artículo 
28 de la Ley 1816 de 2016. En este sentido, la Dirección de Apoyo Fiscal del Ministerio de 
Hacienda ha considerado que se trata de una norma exceptiva, por lo tanto, su interpretación es 
restrictiva, de manera que se aplicará únicamente a los sujetos, productos o situaciones que 
expresamente hayan sido descritos en la norma, sin que sea legalmente viable hacer una 
interpretación extensiva o analógica para englobar sujetos, productos o situaciones similares 
para que se vean afectados o beneficiados de la excepción. (DAF, Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, Asesoría, Radicado: 2-2019-018623 del 27 de mayo de 2019). 
 
A la fecha, a pesar de la diminución de las ventas del aguardiente nacional y su clara 
afectación por la sustitución que se ha generado por productos extranjeros, sólo el Departamento 
del Putumayo ha optado por aplicar la protección al Aguardiente Nacional prevista en el artículo 
28 de la ley, restringiendo el acceso de aguardiente nacional y extranjero a su territorio, mediante 
la Resolución 1124 de 2017 por un término de 6 años, que corresponde al plazo que queda del 
Contrato de Concesión actualmente vigente, por el cual el departamento ejerce el monopolio sobre 
la producción y comercialización del “Aguardiente Putumayo”, cuya titularidad ostenta. 
 
Las razones en las cuales se basó la entidad territorial para optar por la adopción de la 
medida, las sustenta en los siguientes argumentos:  
 
“al otorgarse permisos para la introducción local de aguardientes, el departamento del 
Putumayo no podrá establecer cuota mínima o máxima de volumen de aguardientes que 
se introducirán al departamento; ni establecer el precio mínimo de venta de dichos 
productos o la calidad de los mismos. Esta situación permitirá un crecimiento súbito e 
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inesperado de productos similares al producto local “AGUARDIENTE DEL 
PUTUMAYO”, afectando no sólo en la permanencia el producto local en el mercado, 
sino el activo que representa los derechos industriales del mismo; así como los recursos 
con los cuales la gobernación garantiza los servicios de educación, salud y la protección 
de la salud pública.” 
 
Con fundamento en lo anterior, el departamento considera que la libre introducción de 
Aguardiente al departamento, proveniente de otros departamentos o del exterior, representa 
amenaza de daño grave a la producción local; en razón a que permite un crecimiento súbito e 




3.5 Análisis De La Transición Al Régimen Propio Del Monopolio De Licores Destilados, 
Definido Por La Ley 1816 De 2016. 
 
3.5.1 Análisis de la transición al régimen propio del monopolio sobre la producción de 
licores destilados 
 
En cuanto al monopolio sobre la producción, el proyecto de ley inicial del régimen propio 
del monopolio de licores, propuso la posibilidad de autorizar la producción mediante permisos 
otorgados por los Departamentos que ejercen el monopolio. Sin embargo, la versión final 
aprobada de la Ley 1816, estableció como se explicó en el Capítulo anterior, que los 
departamentos podrían ejercer el monopolio directamente –con las empresas en las que participa, 
sus dependencias o con el apoyo de un tercero-; mediante esquemas de asociación, en el que 
pueden participar con públicos o privados o; indirectamente, permitiendo temporalmente que la 
producción sea realizada por terceros. 
 
Son varios los cuestionamientos y dificultades que desde la expedición de la ley se han 
planteado en cuanto a los cambios normativos realizados sobre esta forma de ejercer el 
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monopolio. A continuación, analizaremos algunos aspectos frente a los cuales el régimen propio 
efectuó cambios. 
3.5.1.1 Modalidad de selección para la explotación del monopolio indirecto de 
producción. 
 
En cuanto a la modalidad de selección definida por el legislador, la que mayor complejidad 
que plantea, es en cuanto al procedimiento determinado para la selección del tercero a quien podrá 
autorizarse temporalmente, para producir el licor de su propiedad, en el territorio del departamento 
que ejerce el monopolio, frente a lo cual en los términos señalados por el artículo 8º de la Ley 1816 
de 2016, se requiere adelantar un proceso de licitación pública utilizando un procedimiento de 
subasta ascendente sobre los derechos de explotación cuyo valor mínimo será fijado por la 
Asamblea. 
 
En este punto conviene destacar que, desde la entrada en vigencia de la Ley 1816 de 2016, 
ninguno de los departamentos ha iniciado procesos de licitación para la selección de productores 
de licor de propiedad del tercero en su jurisdicción. Según se expuso en el Capítulo Segundo de 
este trabajo, los departamentos que actualmente presentan mayor número de contratos de 
producción, celebrados antes de la entrada en vigencia de la ley de régimen propio, son: 
Cundinamarca (9) y Valle del Cauca (3), entre otros. 
 
En el caso de Cundinamarca, para los contratos suscritos ya venció su plazo de ejecución 
inicial, sin embargo, han sido objeto de prórroga, pues el departamento se encuentra en el proceso 
de selección de una consultoría que apoyará la realización de un estudio económico y en el proceso 
de licitación correspondiente. Por su parte, los contratos del Valle del Cauca están ad portas de 
expirar en diciembre de 2019. Otros departamentos como Cauca y Quindío, comparten este 
problema, siendo su mayor preocupación la forma de adelantar el proceso de selección. 
 
La problemática que existe radica, principalmente, en la exigencia de la ley de adelantar un 
proceso de licitación pública utilizando un procedimiento de subasta ascendente sobre los 
derechos de explotación, en el cual deberán tenerse en cuenta las normas de la Ley 1816, 
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principalmente, los principios que inspiran el monopolio (Artículo 6º) y las reglas generales 
previstas en las normas de contratación estatal vigentes. 
 
A la luz de las normas de contratación pública, la Ley 1150 de 2007 en su artículo 2º prevé 
que la oferta en un proceso de la licitación pública, podrá ser presentada total o parcialmente de 
manera dinámica mediante subasta inversa, en las condiciones que regula el Decreto 
Reglamentario 1510 de 2013 (Artículo 38 y ss). En este caso, la subasta inversa constituye una 
modalidad o mecanismo de adjudicación, razón por la cual, la entidad estatal debe señalar en los 
pliegos de condiciones las variables técnicas y económicas sobre las cuales los oferentes pueden 
realizar la puja.  
 
Igualmente, el artículo 2º de la citada ley, prevé que las entidades deberán aplicar la 
modalidad de selección abreviada, haciendo uso del procedimiento o mecanismo de adjudicación 
de subasta inversa en el caso de la adquisición o suministro de bienes y servicios de características 
técnicas uniformes y de común utilización por parte de las entidades, que corresponden a aquellos 
que poseen las mismas especificaciones técnicas, con independencia de su diseño o de sus 
características descriptivas, y comparten patrones de desempeño y calidad objetivamente 
definidos. 
 
En este estado de cosas, es claro que la Ley 1816 de 2016 creó una modalidad de selección 
con un nuevo mecanismo de adjudicación; la subasta ascendente, sin definir los parámetros para 
su aplicación. Según se explicó, la ley exige su aplicación en el marco de una licitación pública, 
lo cual consideramos inapropiado, en razón a que, en ésta modalidad de selección, los criterios 
principales son la calidad y precio, siendo este último, un criterio que no es determinante para la 
selección, de allí que usualmente las entidades estatales apliquen una media geométrica.  
 
Por otra parte, al revisar el marco normativo general de contratación, se observa que la 
subasta inversa se exige para el caso de la adquisición o suministro de bienes y servicios “de 
características técnicas uniformes y de común utilización por parte de las entidades, que 
corresponden a aquellos que poseen las mismas especificaciones técnicas, con independencia de 
su diseño o de sus características descriptivas, y comparten patrones de desempeño y calidad 
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objetivamente definidos”,  lo cual no sería aplicable en el caso del monopolio indirecto de 
producción, pues recordemos que el departamento debe seleccionar a un tercero para que produzca 
un licor que es de su propiedad, por lo tanto, podríamos tener tantos productos, cuantos terceros 
se presenten a la puja, con distintas características y especificaciones técnicas. De forma que, no 
podría la entidad territorial identificar características técnicas, patrones de desempeño y calidad 
uniformes, que es una exigencia de la norma contractual. 
 
Por todo lo anterior, para los departamentos no ha sido claro definir cuáles serían las 
variables técnicas y económicas sobre las cuales los oferentes podrían realizar la puja en una 
licitación pública con el mecanismo de adjudicación señalado. 
 
En este punto en concreto, ante las consultas presentadas por los departamentos, la única 
indicación que ha planteado la Dirección de Apoyo Fiscal del Ministerio de Hacienda, se ha 
limitado a advertir que la estructuración y desarrollo del proceso de selección, es un asunto de 
competencia del gobernador y en el marco del mismo, se deben respetar los principios que rigen 
el ejercicio del monopolio rentístico, previstos en el artículo 6 de la Ley 1816–Arbitrio rentístico 
y finalidad prevalente; No discriminación, competencia y acceso a mercados- y, las normas de 
contratación estatal vigentes. (DAF, Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Asesoría, 
Radicado: 2-2017-008982 del 28 de marzo de 2017 y Asesoría Radicado: 2-2018-036186 del 9 de 
octubre de 2018) 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, el departamento de Cundinamarca optó por avanzar en la 
contratación de estudios técnicos para determinar el porcentaje mínimo de los derechos de 
explotación que podrían ser exigibles en un proceso de selección, identificar qué líneas de producto 
(tipos de producto) podrían ser producidas en el departamento, atendiendo a las particularidades 
de su mercado y a la forma como el departamento respectivo ejerce el monopolio y apoyar en la 
estructuración de los pliegos de condiciones. 
 
A pesar de ello, aún no es claro cómo podría una consultoría plantear al departamento cómo 
podrían estructurarse los términos y condiciones del proceso de licitación pública con un 




Puestas así las cosas, consideramos que el legislador al definir el régimen propio, debió 
ocuparse de exigir que se hiciera una convocatoria pública para efectos de la selección de los 
terceros interesados en producir licor destilado de su propiedad, en la jurisdicción de un 
departamento, respetando las normas de contratación vigentes, con el fin de dar cumplimiento a la 
transparencia en la selección. Establecer exigencias adicionales, implica entrar en otro ámbito de 
regulación, como es la contratación estatal, que tiene un régimen normativo especial, lo cual no es 
conveniente, ya que puede conllevar a definir reglas contradictoras o ajenas al ámbito normativo, 
que pueden terminar siendo no aplicables, como en efecto se ha observado en el caso concreto, ya 
que mediante una norma de naturaleza tributaria, se estableció una modalidad de selección que no 
tiene regulación alguna en el estatuto de contratación vigente.  
 
En este caso se observa que la Ley 1816 al regular el régimen propio del monopolio de 
licores, creó una modalidad de selección con un nuevo mecanismo de adjudicación, lo cual en 
principio no sería reprochable. No obstante, lo cuestionable es que al no estar suficientemente 
desarrollada ni en la Ley que la crea, ni en las normas de contratación vigente, podría conllevar 
incluso a posibles responsabilidades penales por parte de los llamados a adelantar el proceso, 
quienes podrían incurrir eventualmente en una celebración indebida de contratos, pues no existe 
claridad en las normas aplicables. 
 
Lo anterior es más cuestionable si se tiene en cuenta que para las autoridades de los 
departamentos que actualmente ejercer el monopolio indirecto de producción, puede constituir un 
riesgo de responsabilidad fiscal, el hecho de dejar de percibir los ingresos que la entidad territorial 
recibía en virtud de los permisos o contratos de producción celebrados antes de la entrada en 
vigencia de la Ley 1816.  
 
Este es precisamente el fundamento con base en el cual Cundinamarca ha optado por 
prorrogar los contratos de producción suscritos, en aras de salvaguardar las finanzas de los 
departamentos, avanzando incluso en contravía de la interpretación que la Dirección de Apoyo 
Fiscal del Ministerio de Hacienda ha sostenido respecto del régimen de transición aplicable a este 




Por lo tanto, en nuestra opinión, es imperioso que se expida una reglamentación respecto 
de la modalidad de contratación creada por la Ley 1816 en su artículo 8º para para el ejercicio del 
monopolio como arbitrio rentístico sobre la producción de licores destilados, ya que el vacío 
normativo existente está generando un claro riesgo para los mandatarios locales y ha impedido el 
ejercicio efectivo del monopolio rentístico sobe la producción por parte de los departamentos. 
 
3.5.1.1 Alcance de la facultad de los departamentos para ejercer el monopolio 
indirecto de producción 
 
Otro de los cuestionamientos que subsiste en cuanto al nuevo régimen para el ejercicio del 
Monopolio de producción, consiste en si los departamentos tienen la facultad de decidir si ejerce 
el monopolio indirecto de producción o, si por el sólo hecho de tener una solicitud de un particular, 
estarían obligados a abrir el proceso de selección para permitir la producción de licor en su 
territorio.  
 
Sobre el particular, consideramos que, a diferencia del monopolio sobre la introducción, 
donde el legislador obliga no sólo a efectuar un trámite formal de verificación de requisitos 
taxativos, sino a responder las solicitudes en un término perentorio; en el caso del monopolio 
indirecto de producción su ejercicio es optativo. Esta afirmación encuentra sustento en el artículo 
7 de la Ley 1816, que al regular esta forma de ejercer el monopolio, establece: “También podrán 
permitir temporalmente que la producción sea realizada por terceros mediante la suscripción de 
contratos adjudicados mediante licitación pública, en los términos del artículo 8° de la presente 
ley.” (El subrayado es nuestro). 
 
Por lo tanto, con base en lo establecido por la Ley 1816, un departamento tiene la facultad 
de decidir si permite o no que un tercero ingrese a su territorio a producir licor destilado cuya 
propiedad industrial ostenta, para lo cual deberá considerar las condiciones de su mercado y cómo 
quiere ejercer el monopolio de producción. Esto dependerá de cómo la entidad territorial considera 
que es conveniente ejercer el monopolio y por supuesto, de las condiciones del mercado, ya que 
en cualquier caso el departamento siempre deberá atender al propósito de arbitrio rentístico. 
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En caso de optar por permitirlo, deberá efectuar un proceso de licitación, que permita una 
selección transparente de un tercero, que ofrezca la mayor contraprestación a título de derechos de 
explotación, considerando la producción, precio, costos, entre otros aspectos que determinen la 
utilidad de las ventas. Ahora bien, como antes se expuso, consideramos que para que puedan los 
departamentos avanzar en este tipo de procesos de contratación, se requiere que sea reglamentada 
la nueva modalidad de contratación que la Ley 1816 exige en su artículo 8. 
 
Por otra parte, es importante mencionar que será distinto el caso de aquellos departamentos 
que a la entrada en vigencia de la Ley 1816, ya ejercían el monopolio indirecto de producción, 
pues en este caso, deberán considerar en su análisis el principio de arbitrio rentístico del monopolio 
de licores, el cual exige siempre tener en cuenta la opción que mayor rentabilidad represente para 
el departamento. Por lo tanto, deberán tratar de mantener los ingresos que actualmente perciben 
por este concepto. 
 
3.5.1.2 Determinación de las rentas derivadas del monopolio de producción.  
 
Respecto de la transición de las rentas derivadas del monopolio de producción, importa 
precisar algunos aspectos que han generado discusiones e inquietudes en cuanto a la aplicación del 
régimen propio. 
 
En primer lugar, frente a la exigibilidad de los derechos de explotación que se generan 
como contraprestación por la autorización para la producción de licor, se aclaró en el capítulo 
anterior que sólo son exigibles cuando el departamento decide ejercer el monopolio indirecto de 
producción, en los términos previstos por los artículos 13, 16 y 17 de la Ley 1816. Sin embargo, 
en caso de existir contratos o convenios suscritos antes de la entrada en vigencia de la tantas veces 
citada Ley 1816, el departamento no podrá exigir el pago de dichos derechos de explotación, sino 
a futuro, después del vencimiento del término estipulado en el mismo. 
 
Ahora bien, en el supuesto en que las partes hubieren pactado el pago de algún tipo de 
derecho, compensación, regalía, o en general, cualquier tipo de remuneración derivada de 
contratos, convenios o actos por los cuales se autoriza la producción, consideramos que  éstos se 
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seguirán causando hasta el vencimiento del respectivo convenio, contrato o acto, pues su 
exigibilidad está amparada por el régimen de transición previsto en el artículo 30 de la Ley 1816, 
que expresamente indica que dichos contratos, convenios, actos administrativos y demás actos 
jurídicos por medio de los cuales se autorice a un tercero para la producción de licores, en el 
ejercicio del monopolio, conservarán su vigencia hasta el término estipulado en los mismos. 
 
En este punto es pertinente reiterar las consideraciones ya citadas que planteó el Consejo 
de Estado en sentencia de la Sección Cuarta emitida el 26 de Julio de 2017, con radicado No. 
66001-23-31-000-2010-00108-01 y ponencia de la magistrada Stella Jeannette Carvajal Basto. La 
providencia señala que a la luz de las disposiciones que regularon el monopolio antes de la entrada 
en vigencia de la Ley 1816 de 2016, el legislador no restringió a los departamentos para obtener 
como contraprestación por el ejercicio del monopolio solamente la participación económica. La 
competencia de las Asambleas para regular la forma de ejercer el monopolio sobre la producción, 
introducción y comercialización de licores, comprendía la posibilidad de establecer pagos 
adicionales a través de los convenios que firmaban los departamentos con los introductores, 
productores o importadores que decidieran producir, introducir o comercializar licores destilados 
objetos del monopolio, los cuales no constituyen gravámenes adicionales, sino ingresos 
convencionales para los departamentos, que se generan en virtud de la autorización para desarrollar 
la actividad de producción, introducción o comercialización de licores en su territorio.  
 
Esta posición se reafirma, según el Alto tribunal, si se tiene en cuenta que fue la Ley 1816 
de 2016 la que incluye de forma expresa en su artículo 18, una prohibición a la imposición de 
cargas a la producción, introducción, importación, distribución o venta de los productos sujetos al 
impuesto al consumo de licores, vinos aperitivos y similares o a la participación de licores que se 
origina en ejercicio del monopolio, así como a los documentos relacionados con dichas 
actividades, con otros impuestos, tasas, sobretasas, contribuciones, compensaciones, estampillas, 
recursos o aportes para fondos especiales, fondos de rentas departamentales, fondos destinados a 
diferentes fines y cualquier tipo de carga monetaria, en especie o compromiso, excepción hecha 
del impuesto de industria y comercio y de aquellas que estén aprobadas por ley con anterioridad a 




La citada disposición, en palabras del Consejo de Estado, reitera la prohibición que 
consagraba el artículo 67 de la Ley 14 de 1983, incorporado en el artículo 127 del Decreto 1222 
de 1986, pero el legislador la hizo extensiva a la participación de licores que se originan en el 
ejercicio del monopolio. Por lo tanto, concluye el Alto Tribunal que solo a partir de la vigencia 
de la Ley 1816 de 2016 se entiende que existe prohibición expresa para los entes territoriales de 
imponer cargas adicionales a la participación de licores, con las excepciones que se mencionan 
en el artículo 18 ibídem. 
 
Por consiguiente, los pagos adicionales establecidos en los contratos o convenios de 
producción suscritos antes de la Ley 1816, seguirán causándose hasta el vencimiento del plazo del 
contrato o convenio, sin que pueda alegarse la aplicación del artículo 18 de la ley que prohíbe 
establecer cargas adicionales, pues en virtud de la norma de transición, las disposiciones de la Ley 
1816 no serán aplicables sino a futura, después del vencimiento del contrato. En concordancia con 
ello, tampoco los departamentos podrán exigir el pago de los derechos de explotación previstos en 
la Ley 1816, sino a partir de los nuevos contratos que se suscriban bajo el amparo de la misma.  
 
Esta conclusión nos lleva a subrayar que los departamentos al realizar el estudio económico 
del monto de los derechos de explotación que podrán exigir al ejercer el monopolio sobre la 
producción, deberán considerar los ingresos que reciben en virtud de los contratos o convenios de 
producción vigentes. Lo anterior con el fin de garantizar el arbitrio rentístico, pues los derechos de 
explotación que puedan percibir, no deben ser inferiores al ingreso que actualmente tienen los 
departamentos y/o empresas de licores, según el caso, derivados de dichos contratos. 
 
3.5.2 Análisis de la transición al régimen propio del monopolio sobre la introducción 
de licores destilados 
 
En relación con el Monopolio sobre la introducción de licores destilados, la Ley 1816 de 
2016 modifica radicalmente la forma de ejercerlo. A partir de su entrada en vigencia, los 
departamentos pierden la competencia para la suscripción de convenios o contratos de 
introducción, mediante los cuales se regulaban, entre otros aspectos: los productos, condiciones, 
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remuneración y plazo para la introducción de los licores al departamento titular monopolio, tal 
como se expuso en el Segundo Capítulo del presente estudio.  
 
En lugar de ello, los departamentos ejercerán el monopolio mediante permisos que otorgan 
los gobernadores a quienes cumplan con los requisitos y condiciones fijados de forma taxativa y 
exhaustiva por la Ley. Por lo tanto, no existe opción para los departamentos de establecer 
exigencias distintas a las indicadas en la citada ley, o de negar dicha autorización, por razones 
distintas a las previstas en la misma. 
 
Lo anterior quiere decir que, en materia del monopolio sobre la introducción, el legislador 
decidió regular, tanto la forma administrativa para ejercerlo, como los requisitos, condiciones e 
incluso, las causales para negar y revocar la introducción de licores sujetos al monopolio en la 
jurisdicción de un departamento. En otras palabras, el legislador en su amplia capacidad de 
configuración legislativa, decidió en relación con el monopolio sobre la introducción, prescindir 
de cualquier competencia de las autoridades departamentales (Asambleas y departamentos) para 
regular o decidir los procedimientos, términos requisitos, condiciones y causales para negar o 
revocar la introducción de licores sujetos al monopolio en la jurisdicción de un departamento. 
 
Así las cosas, a partir de la entrada en vigencia de la Ley 1816, las competencias de los 
departamentos en cuanto al monopolio sobre la introducción de licores, se limitan en cuanto a la 
autorización, al otorgamiento de permisos, previa verificación formal del cumplimiento de un 
listado taxativo de requisitos, que define la ley con una tarifa legal. Es decir, que debe simplemente 
efectuar una revisión formal del cumplimiento de requisitos, y en caso de verificarse que cumple 
con los mismos, el Gobernador deberá autorizar el ingreso de los licores, en el término perentorio 
que define la ley. Lo anterior sin perjuicio de las causales para su cancelación o rechazo, que son 
igualmente materias reguladas de forma integral por el legislador. 
 
En sentido similar se ha pronunciado la Dirección de Apoyo Fiscal del Ministerio de 
Hacienda, quienes mediante Asesoría No.  2-2017-008778 del 27 de marzo de 2017, manifestaron 
lo siguiente:  
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“Ahora bien, en lo que corresponde a asuntos regulados de manera íntegra por la Ley 
1816 de 2016, en los que no hay espacio para la intervención de los departamentos, 
consideramos que éstos aplican por ministerio de la ley, de manera que su obligatoriedad 
no está sujeta a un desarrollo normativo por parte de las asambleas departamentales, por 
tratarse de un mandato legal. Tal es el caso del ejercicio del monopolio de introducción 
cuyas formalidades, ritualidades, requisitos, términos, condiciones, causales de negación, 
de revocatoria y derechos de explotación se encuentran establecidos de manera taxativa 
por la Ley 1816 de 2016, a lo cual debe sumarse la prohibición a los departamentos para 
solicitar el cumplimiento de requisitos adicionales a los establecidos en la citada ley.”  
 
Como se observa, el legislador por una parte, limita la facultad de los departamentos a la 
verificación formal de cumplimiento de la lista de chequeo establecida, a la vez que enfatiza las 
competencias de los departamentos, pero en el control posterior de los licores que se introducen a 
su territorio, así como de las actuaciones de productores y comercializadores de los licores, 
buscando restringir las prácticas restrictivas de la competencia y el contrabando de mercancías 
sujetas al impuesto al consumo. 
 
Este cambio sustancial en el ejercicio de las competencias propias del monopolio, se 
propició con el objetivo, entre otros, de reducir los tiempos, requisitos y límites que los 
departamentos establecían para el ingreso de licores destilados a su jurisdicción. Lo cual generó 
muchas críticas, que hicieron carrera y generaron reclamaciones al país por parte de importadores 
y organismos internacionales, las cuales fueron anteriormente expuestas. 
 
Así mismo, la modificación realizada, pasado del esquema de contratos a los permisos 
emitidos mediante actos administrativos, se realizó con el fin de evitar el establecimiento de  
exigencias particulares, tales como, precios mínimos de venta, volúmenes mínimo de ventas, las 
cuales a la luz de la industria de licores extranjera, constituían prácticas proteccionistas de los 
licores producidos por el respectivo departamento, que no solo trabaron el ingreso y 




En este punto estimamos importante destacar que por supuesto es de recibo que el gobierno 
nacional propendiera por buscar soluciones ante los compromisos asumidos por Colombia en los 
TLC y las exigencias del Tribunal Andino de Justicia de la CAN. Empero, no podía dejarse a un 
lado que Colombia también ratificó en los TLC suscritos, la defensa del monopolio de licores en 
estos instrumentos, lo cual en principio planteaba decisiones aparentemente contradictorias, pero 
de fondo, imponía la necesidad de buscar un justo medio en el régimen propio, de forma que, 
también se protegiera el monopolio de licores de los departamentos. Adicionalmente, debió 
considerarse que no estábamos entre partes equiparables en la negociación, pues es indiscutible 
que no podemos equiparar la industria extranjera de licores con la nacional. 
 
Ante esta situación, el Gobierno apuntó principalmente a definir una nueva fórmula para el 
aspecto cuantitativo del tributo, que además de subsanar los problemas en cuanto al trato desigual 
de productos nacionales y extranjeros, pudiera garantizar mayores recaudos para los 
departamentos y con ello, cumplir con el propósito de arbitrio rentístico del monopolio. En este 
orden, se crearon dos componentes –específico y ad valorem- para el impuesto al consumo de 
licores, vinos, aperitivos y similares -y la participación económica, que atienden no sólo al 
contenido de alcohol del producto, sino también a su precio de venta, los cuales son explicados 
con mayor detalle en el Capítulo Primero de este trabajo. En los cálculos del Gobierno, este cambio 
generaría un aumento en el recaudo del 18% para los departamentos, los cuales honraron su 
compromiso aceptando las limitaciones impuestas en el ejercicio del monopolio, ante la promesa 
del mejoramiento de sus finanzas.  
 
3.5.2.1 Impacto de la modificación al monopolio de introducción de licores de la Ley 
1816 de 2016, en el mercado de licores en Colombia. 
 
El nuevo esquema previsto para el monopolio sobre la introducción, conllevó en términos 
prácticos, a una apertura inmediata de las fronteras de los departamentos a todos los licores 
destilados, nacionales y extranjeros, pues los licores menores de 15 grados de contenido del 
alcohol, ya ingresaban sólo con un registro previo por no estar sujetos a monopolio. A partir de la 
Ley 1816, aquellos con contenido de alcohol mayor a 15 grados, sujetos a monopolio, ingresan 
sólo con el cumplimiento de los requisitos que la ley enlista, los cuales revisten en su mayoría un 
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carácter meramente formal, además las causales para negar el permiso, suponen en su mayor parte, 
el no cumplimiento de exigencias que introduce esta misma ley .( No contar con el Certificado de 
BPM, inhabilidad por violaciones a las normas de protección de la competencia, el régimen de 
prácticas comerciales restrictivas, o las normas sobre competencia desleal, contrabando). Por lo 
tanto, aún son escasos los antecedentes que podrían existir para que sea procedente negar la 
solicitud 
 
  De esta manera, a partir de 2017 se produjo en el mercado de licores del país, la apertura a 
un amplio catálogo de licores destilados, tanto de producción nacional como extranjera.  
 
Lo antes expuesto ha dado lugar a algunas situaciones que conviene citar, que constituyen 
aspectos que han replanteado el mercado de licores del país.  
 
En primer lugar, la mencionada apertura a un amplio catálogo de productos ha conllevado 
a que en el mercado se comercialicen productos de origen destilado (Aguardientes, rones, vodkas, 
ginebras, hidratados) bajo el nombre de “aperitivos” que están por fuera del monopolio rentístico 
debido a que contienen un contenido de alcohol inferior al tope mínimo exigido (15 grados 
alcoholimétricos a 20° C), pero con un muy pequeño margen de diferencia –generalmente oscilan 
en los 14 grados-. Este sector de productores de licores se caracteriza por su alta informalidad, 
además se han identificado prácticas irregulares, tales como, ocultar el real contenido 
alcoholimétrico de tales productos evadiendo con ello el pago de tributos a los departamentos y, 
de otro, utilizar fraudulentamente los empaques y envases de los productos de las fábricas de 
licores oficiales, induciendo en error a los consumidores. Esta situación plantea una clara 
problemática, pues ese tipo de productos están también compitiendo con los productos nacionales, 
desplazando así bienes eficientemente rentísticos por otros que no lo son. 
 
Estas prácticas generan la necesidad de mejorar los controles por parte de los 
departamentos, y ponen en la mesa la necesidad de fortalecer acciones conjuntas de las oficinas de 
rentas de las Secretarías de Hacienda con los equipos de Inspección, vigilancia y control de las 
Secretarías de Salud.  
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La situación tal vez más relevante derivada del nuevo régimen propio del monopolio de 
introducción, es la evidente sustitución del consumo de licores nacionales por productos 
importados.  
 
La gráfica 1 presenta un análisis de la evolución de la participación de los licores nacionales 
e importados, frente al total de botellas convertidas a 750 CC que fueron declaradas y pagaron 
impuesto al consumo de licores o participación económica en el país entre los años 2015 a 2018, 
lo cual muestra la innegable sustitución que se ha producido, con mayor incidencia a partir de la 
entrada en vigencia de la Ley 1816, en el consumo de productos nacionales por productos 
importados, al disminuir de un 76% al 69% el consumo de licores nacionales, en contraste con el 
incremento presentado en el consumo de licores  Extranjeros, que incrementó de un 24% a un 31% 
en solo dos (2) años. 
 
 
Gráfica 1. Participación de Nacionales e Importados en cantidades declaradas 
Fuente: Elaboración propia con información oficial de la FND a partir de bases de datos consolidadas de 
declaraciones de impuestos al consumo de licores, vinos, aperitivos y similares; remitidas por Sistemas y 
Computadores S.A. y Thomas Greg & Sons, como operadores de sistemas de información. 
 
 
Esta situación es más alarmante si se observa en términos de cantidades declaradas. Desde 
esta óptica de análisis, en el producto nacional se destaca una drástica disminución, al pasar de 





















Dentro de los principales competidores de los productos nacionales, encontramos los 
Whisky de costo medio, vinos, tequilas y vodkas de origen extranjero. En la Tabla 2 se observa la 
evolución de la participación de los licores de mayor consumo histórico en el país, destacándose, 
por una parte, la inminente afectación del mercado del Aguardiente y un fortalecimiento del ron 
para el caso de los nacionales, en contraste con una tendencia altamente creciente en el consumo 
de Whisky y vinos importados. 
 
 
Gráfica 2. Participación de los principales licores nacionales e importados sobre cantidades 
(Nacionales: Aguardiente y ron. Importados: Vino y whisky) 
 
Fuente: Elaboración propia con información oficial de la FND a partir de bases de datos consolidadas de 
declaraciones de impuestos al consumo de licores, vinos, aperitivos y similares; remitidas por Sistemas y 
Computadores S.A. y Thomas Greg & Sons, como operadores de sistemas de información. 
 
 
Además de la apertura del mercado a productos importados altamente competitivos, entre 
otras razones, por la fortaleza de la industria que los respalda, la sustitución en el consumo de licor 
nacional por licores importados como whiskys, vinos, vodkas y tequilas, también ha sido 
determinada por otro factor; el error cometido por el DANE en la metodología aplicada para 
certificar el Precio de Venta al Público de licores (base gravable del componente ad valorem), que 
al considerar los precios de productores e importadores, conllevó a que en la vigencia 2018, se 
disminuyera la base gravable del impuesto al consumo y con ello el impuesto a pagar, 
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Tabla 2. 
Vino Whiskey Aguardiente Ron
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Esta situación permitió que se vendiera en el país dichos productos a menores precios, 
coadyuvando en el desplazamiento del consumo de aguardientes y rones nacionales y afectando 
negativamente a la industria nacional, en particular, las utilidades de las empresas licoreras 
departamentales, que son otra fuente de ingresos importantes para las inversiones en salud, 
educación y deporte en los territorios.  
 
Al mismo tiempo que ha disminuido el consumo de ciertos productos nacionales; el 
mercado ha migrado a un consumo de productos de baja categoría con menores precios en relación 
con lo que venía consumiendo. El efecto tributario en el precio además de contribuir a facilitar el 
contrabando, ha estimulado el consumo de productos cada vez más baratos que aportan menos 
impuesto. Lo cual indica nuevamente que se están reemplazando bienes eficientemente rentísticos 
por otros que no lo son. 
 
Lo hasta aquí expuesto puede evidenciarse en un ejercicio de análisis del comportamiento 
de las ventas de productos importados en los que se presentó variación negativa del precio de venta 
al público (PVP), como es el caso del Whisky Black & White. Este producto se toma como 
referencia porque es uno de los whiskys en los que se presentó una importante disminución del 
impuesto y del precio de venta, al punto de hacerlo competitivo con productos nacionales como 
aguardiente y ron, debido a la drástica reducción del PVP certificado por el DANE para 2018. En 
este caso, como se muestra en la siguiente tabla, el producto muestra un incremento del 46% en 
las importaciones de 2017 a 2018: 
 
Tabla 3. Importación Whisky 2017-2018 
 
Fuente: Federación Nacional de Departamentos. 
 
En la tabla anterior, se puede notar la disminución del PVP de -36% de 2017 a 2018, con 








L-002512-01 WHISKY ESCOCES BLACK AND WHITE 40  $ 25.133  $ 16.201 -36%  1.044.576  1.520.572 46%
Botellas de 750 cc  dec laradasPVP
Código DANE Nombre de Producto
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Los departamentos señalan que la disminución del precio de este producto en el año 2018, 
ha permitido que el precio de venta al público se acerque mucho al de los aguardientes y los rones, 
razón por la cual, es uno de los productos con los cuales se ha evidenciado la mayor sustitución 
respecto del aguardiente y los rones nacionales. (FND, Documento de análisis de los Perjuicios 
causados a los departamentos en virtud de la Certificación del Precio de Venta al Público de 
Licores, vinos, aperitivos y similares para 2018, 2018, pg. 9) 
 
Ahora bien, en términos de recaudo para los departamentos, no se ha evidenciado una 
variación negativa, pero ello se debió principalmente, al mayor número de cantidades declaradas. 
Sin embargo, no puede dejarse a un lado la disminución de la base gravable del impuesto generada 
por el error en la metodología de cálculo del DANE, la cual incidió en un menor impuesto 
recaudado que fue estimado por la Federación Nacional de Departamentos en la suma de $350.000 
Millones en el año 2018. 
 
 
Gráfica 3. Comportamiento del recaudo de licores por origen 2013-2018 
Fuente: Elaboración propia con información oficial de la FND 
 
La gráfica 3 muestra el comportamiento del recaudo del impuesto al consumo de licores y la 
participación económica en el mismo rango antes analizado, el cual guarda coherencia con la forma 
como participan los licores nacionales y extranjeros en el total declarado. En efecto, mientras el 





































del año 2018 por el error del DANE en la certificación de la base gravable-, el impuesto de los 
productos nacionales disminuye ostensiblemente- 
 
Esta suma de situaciones lleva aparejado una serie de consecuencias que trascienden el 
análisis desde la simple óptica del recaudo del impuesto por parte de los departamentos, pues según 
se evidenció, obligar a los departamentos a permitir el ingreso en un muy corto plazo de un amplio 
catálogo de licores nacionales y extranjeros, sin considerar las condiciones de la industria nacional, 
ha impactado la participación del producto nacional en el mercado de licores, principalmente, por 
la disminución del consumo del aguardiente. 
 
 
Gráfica 4. Ventas Aguardiente 
Fuente: ACIL 
 
La gráfica 4 ratifica las consideraciones expuestas, en cuanto a la notoria disminución de 
las ventas de Aguardiente, que a su vez han impactado la participación de los licores nacionales 
frente al extranjero, a tal punto que, ni siquiera el mejor comportamiento observado del ron, ha 
compensado el impacto.  
 
Esta situación genera mayor preocupación si se tienen en cuenta las consecuencias que 
podría generar frente a la industria licorera departamental, afectadas principalmente, a causa de la 
reducción en las ventas de los aguardientes nacionales, como consecuencia de la eliminación de 
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reglas de protección del monopolio con las que contaban los departamentos, que permitían 
proteger el producto nacional, antes de la aprobación de la Ley 1816 de 2016. 
 
 
Gráfica 5. Ventas de industrias licoreras nacionales 2014-2018 
Fuente: (Asociación Colombiana de Industrias Licoreras (ACIL). Citado eAnálisis y solicitudes de los 
departamentos sobre propuesta de reforma del impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos y similares, en el 
artículo 148 del Proyecto de Ley de Plan Nacional de Desarrollo 2018- 2022, Federación Nacional de 
Departamentos. 
  
Analizadas de forma particular, es importante destacar el notable desempeño de empresas 
como la Industria Licorera de Caldas (ILC) y la Empresa de Licores de Cundinamarca (ELC), que 
han logrado mejorar las utilidades, en razón al buen comportamiento de las ventas, 
fundamentalmente de ron. En este sentido, con corte a abril de 2019, la ILC pasó de participar en 
2018 con un 23% del total de ventas a nivel nacional, a un 33% en 2019. Mientras, la ELC paso 
de participar de un 39% en 2018 a un 32% en 2019. Ambas empresas han reportado utilidades 
crecientes desde el año 2016, lo cual se explica por distintas razones, entre ellas, medidas eficientes 
de control de gasto y un mayor número de departamentos en los que han comenzado a vender sus 
productos. 
 
Contrario a lo anterior, en el caso de la Fábrica de Licores de Antioquia, adscrita a la 
Secretaría de Hacienda y la Empresa de Licores del Valle, ambas empresas reportan la existencia 
de grandes inventarios en stock debido a la fuerte disminución de las ventas de Aguardiente. Esto 
ha conllevado a que los departamentos tengan que realizar fuertes negociaciones con los 
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comercializadores de sus productos, para tratar de mantener los volúmenes de compra, a pesar de 
la menor circulación del producto, garantizando de esta forma el ingreso para el departamento y el 
cumplimiento de sus metas presupuestales. Sin embargo, de no mejorar las ventas de aguardiente, 
esta situación será difícil de sostener en el tiempo y sin duda su impacto se trasladará a las 
siguientes vigencias. De manera que, esto comenzará a reflejarse progresivamente en términos de 
menor recaudo, pues para los comercializadores será cada vez más difícil mantener las cuotas 
mínimas de venta. 
 
Con fundamento en lo expuesto, en este punto debe advertirse que evaluar las ventajas del 
régimen propio del monopolio rentístico sobre la introducción de licores, exige tener en cuenta los 
diferentes criterios que justificaron su incorporación en la Constitución Política, tales como: el 
mejoramiento de los ingresos de los departamentos derivados del monopolio; el cumplimiento de 
la finalidad social (educación y salud); el control al contrabando y la salud pública (control 
consumo alcohol). Sumados a los compromisos derivados de los Tratados internacionales y de la 
decisión del tribunal Andino de Justicia de la CAN.   
 
Un análisis sistemático que considere los distintos criterios expuestos, permitiría concluir 
si cumple con los fines que el Constituyente consideró al conservar esta institución. Sin embargo, 
es preciso señalar que dada las incompatibilidades que existen entre los distintos criterios 
(AA.VV., 2001, pág. 372), este ejercicio requiere una ponderación, que conviene sea realizada por 
la sociedad, los departamentos y el mismo legislador. Así pues, de antemano se advierte que las 
conclusiones del análisis pueden variar según cómo se ponderen los criterios. De manera que, no 
pretende este trabajo llegar a una única y válida conclusión. 
 
Con fundamento en lo expuesto, lo primero a considerar es que si bien es cierto que la Ley 
1816 de 2016 logró corregir la discriminación a los licores extranjeros respecto de los licores de 
producción nacional, tanto en su aspecto cuantitativo, como en las condiciones para su 
introducción a los departamentos, es igualmente cierto que Colombia decidió ratificar la existencia 
y mantener el monopolio de licores en los mismos TLC suscritos. Esta situación planteaba una 
aparente incompatibilidad, pues suponía que Colombia debía también tomar medidas que 
realmente permitieran a los departamentos defender el monopolio rentístico. 
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Sin embargo, ante esta situación, consideramos que el Gobierno no debió sólo concentrarse 
en definir una nueva fórmula para el aspecto cuantitativo del tributo que garantizara maximizar los 
ingresos a cambio de la no discriminación y la prohibición de todos los requisitos y condiciones 
que exigían los departamentos para la introducción y producción de licores en su jurisdicción.  Era 
igualmente necesario e importante, evaluar qué pasaría con la Industria Licorera Nacional y 
establecer esquemas para fortalecer y salvaguardarla, ya que la alternativa propuesta y aprobada 
para ejercer el monopolio sobre la introducción implica, como ya se indicó, que por mandato legal 
se abrieran las fronteras a todo el catálogo de licores, sin considerar que no estábamos entre partes 
equiparables en la negociación, pues ciertamente no podemos equiparar la industria extranjera de 
licores con la nacional.  
 
En efecto, como consecuencia de la eliminación de reglas de protección del monopolio con 
las que contaban los departamentos, que de alguna forma permitían proteger el producto nacional, 
las cifras que muestra el mercado desde 2016, evidencian una crisis en las ventas de la mayor parte 
de la industria licorera nacional, con una tendencia que, de mantenerse, puede conllevar a una 
crisis de la industria del aguardiente, lo cual pone en el escenario un gran cuestionamiento: ¿Cuál 
es la apuesta del país frente a su industria licorera nacional? ¿Cuál es la posición como país 
frente a la protección de los licores nacionales?  
 
Si bien es cierto que esta condición no ha impactado en mayor medida el recado de los 
departamentos, con la salvedad realizada respecto del riesgo de deterioro en las finanzas de los 
productores de aguardiente, frente a esta consideración es importante hacer dos anotaciones. En 
primer lugar, acogiendo el análisis planteado desde la Oficina de rentas de Cundinamarca, se 
advierte que estamos sustituyendo bienes que son más eficientes desde el punto de vista rentístico, 
por otros que lo son menor medida, ya que la industria nacional de licores lleva aparejada una serie 
de encadenamientos productivos que favorecen las economías locales, pero las medidas tomadas 
están generando una sustitución hacia productos importados o de menor valor, que no representan 
mayores réditos o aportes que aquellos tributos que cancelan, lo cual por supuesto, no compensa 




Por otra parte, conviene también subrayar, que los mecanismos previstos por la Ley 1816 
para la protección del aguardiente nacional que fueron antes explicados, no resultan efectivos, ya 
que los principales productos por los que se ha sustituido su consumo, son whiskys de bajo precio. 
Por lo tanto, cerrar las fronteras al ingreso de otros aguardientes no es una opción eficaz que 
permita atender la situación presentada.  
 
A lo anterior se le suma la incidencia que el contrabando y la adulteración de licor tiene 
también en términos de reducción del consumo legal y de salud pública, aspecto frente al cual urge 
que el Gobierno Nacional tome acciones en cuanto a la regulación de la introducción de alcohol 
potable y el control de su trazabilidad, pues a pesar del mandato de la misma Ley 1816, los 
departamentos ven pasar estos productos sin que a la fecha exista una regulación clara que permita 
el control y con base en la cual pueda exigirse su desnaturalización para evitar que se destine 
fraudulentamente a la producción de licor.  
 
Además de ello, creemos que se ha desbordado la real capacidad de fiscalización y control 
que tienen los departamentos, pues el ingreso de todo tipo de licores destilados ha ampliado el 
número de bodegas, distribuidores, esquemas de comercialización y por supuesto, de productos, 
lo cual exige para su adecuado seguimiento y control; recursos humanos, técnicos y logísticos 
suficientes en las Secretarías de Hacienda para evitar la evasión y el contrabando, lo cual no es la 
regla general en nuestros departamentos, que tienen muy limitadas sus capacidades administrativas 
para ejercer este tipo de funciones. 
 
En este estado de cosas, es pertinente hacer un alto y evaluar si el proceso de verificación 
formal de requisitos para la autorización del ingreso de licores, realmente ha permitido cumplir 
con el principio de arbitrio rentístico del monopolio, o si por el contrario, la apertura del mercado 
a todos los tipos de licores destilados, ha determinado una menor eficiencia, en razón a la 
sustitución de bienes rentísticamente eficientes.  
 
Aunado a lo anterior, se cuestiona si la incidencia de esta decisión ha sido positiva en 
términos de salud pública, como finalidad del monopolio, pues mientras el contrabando y la 
adulteración aumentan sostenidamente y acompañan cada día más de cerca a nuestra sociedad, lo 
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cierto es que las capacidades administrativas de los departamentos para el efectivo control de estos 
flagelos no fueron fortalecidas en el nivel que exige este gran cambio, aspecto que omitió 
considerar el legislador antes de generar el mayor riesgo. Por el contrario, en este punto se recuerda 
que la Ley 1816 prohibió algunos cobros que los departamentos obtenían por virtud de los 
convenios o contratos que autorizaban la introducción de licores, que estaban destinados a sus 
Fondos de rentas y al control de la evasión y el contrabando. Con lo cual desapareció esa fuente 
de ingresos específica que tenían las haciendas departamentales. 
 
3.5.3 Análisis del Régimen legal de transición para los contratos, convenios o actos 
administrativos de producción, introducción o comercialización de licores destilados. 
 
Según se expuso en el Capítulo Segundo de este trabajo, por virtud de la facultad otorgada 
en el citado artículo 63 de la Ley 14 de 1983 y 123 del Decreto 1222 de 1986, los departamentos 
titulares del monopolio podían suscribir contratos con personas jurídicas públicas o privadas por 
los cuales autorizaban la producción, introducción y/o comercialización de licores destilados en 
su territorio.  
 
Los contratos suscritos al amparo de estas disposiciones, conservarán su vigencia hasta el 
término del plazo estipulado, teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 30 de la Ley 1816 de 
2016, que define régimen de transición en los siguientes términos:  
 
“Los contratos, convenios, actos administrativos y los demás actos jurídicos por medio 
de los cuales se autorice a un tercero para la producción e introducción de licores y alcohol 
potable en el ejercicio del monopolio, existentes a la fecha de entrada en vigencia de la 
presente ley, conservarán su vigencia hasta el término estipulado en los mismos. A futuro, 
se acogerán a lo establecido en la presente ley”.  (El subrayado es nuestro) 
 
Por lo tanto, los contratos o convenios de producción, introducción o comercialización 
suscritos antes de la Ley 1816, conservarán su vigencia hasta finalizar el pazo acordado por las 
partes. Por su parte, las disposiciones de la Ley 1816 de 2016 no le serán aplicables, salvo en lo 
concerniente a la tarifa de la participación económica, ya que por disposición legal (artículo 51, 
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Ley 788 de 2002), ésta tarifa no puede ser inferior a la establecida para el impuesto al consumo de 
licores, vinos, aperitivos y similares. Por consiguiente, a partir del 1º de enero de 2017, la 
participación económica que deberán pagar los terceros en virtud de los contratos vigentes, debe 
ser mínimo la establecida en la Ley 1816 de 2016 en sus artículos 19 y 20. 
 
En cuanto a las modificaciones sobre este tipo de contratos, convenios o actos, es preciso 
tener presente que el referido artículo 30, no hace mención alguna a la posibilidad de hacer 
prórrogas o adiciones. En razón a ello, en criterio de la Dirección de Apoyo Fiscal del Ministerio 
de Hacienda, no es posible efectuar modificaciones a los contratos suscritos, pues la norma es 
perentoria al señalar que su vigencia está limitada al término en ellos estipulado. Esta restricción 
también que se extiende, en consideración del Ministerio, a la relación de productos sometidos en 
principio a tales contratos, convenios o demás actos. Sobre el particular, la DAF afirma lo 
siguiente: “De tal manera, respecto de los contratos suscritos en vigencia de la normatividad 
anterior a la ley 1816 de 2016, no resulta legalmente válida la exigencia de suscribir otrosíes 
encaminados a extender su vigencia, a adicionarlos con nuevos productos, o a exigir el pago de 
los derechos de explotación pues éstos sólo son exigibles a partir de la expedición de la tantas 
veces citada Ley 1816 de 2016” (Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Circular Externa 033 
del 15 de diciembre de 2017). 
 
En relación con este particular, disentimos parcialmente de la posición manifestada por la 
DAF en la citada Circular, pues consideramos, que si bien la norma es clara y no hace excepciones 
al indicar que la vigencia de los contratos se mantiene hasta que termine el plazo acordado, es 
igualmente cierto que tampoco hace ninguna diferencia al ordenar que las disposiciones de la Ley 
1816 se acogerán futuro, esto es, una vez termine su vigencia. En este estado de cosas, si en un 
contrato de producción y/o comercialización se pactó que las partes podrían durante su vigencia, 
adicionar nuevos productos, consideramos que con fundamento en las cláusulas contractuales 
vigentes, que constituyen ley para las partes y el instrumento en el cual las éstas regularon las 
condiciones y la forma de ejercer el monopolio, podría válidamente suscribirse un Otro sí sólo con 
el objetivo de adicionar productos, siempre y cuando el contrato así lo permita y, eso sí, sólo será 
por el plazo que reste de su vigencia.  
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Una conclusión contraria, podría conllevar a que el departamento tenga simultáneamente, 
un instrumento contractual (contrato de producción o introducción) que rija el ejercicio del 
monopolio respecto de determinados productos de un tercero (público o privado), y otro contrato 
o acto administrativo regido por las disposiciones de la Ley 1816, para otros productos del mismo 
tercero. Este panorama no es acorde con el propósito del legislador y el alcance mismo del régimen 
de transición, que finalmente tiene como objetivo, respetar el alcance y contenido de los contratos 
o convenios suscritos antes de la entrada en vigencia de la Ley 1816, y exigir la aplicación del 
régimen propio, a partir del momento en que dichos contratos terminen su vigencia, con las nuevas 
condiciones, procedimientos y requisitos que establece la ley. 
 
En mérito de lo expuesto, es dable concluir que los contratos, convenios y/o actos 
administrativos existentes a la entrada en vigencia de la Ley 1816 de 2016, por los cuales se 
autoriza a un tercero la producción e introducción de licores destilados en un departamento, 
conservarán su vigencia hasta el término estipulado en los mismos, sin que pueda haber lugar a su 
prórroga.  Vencido el término estipulado en los contratos, las partes deben acogerse a lo establecido 




















Las primeras referencias normativas del establecimiento del monopolio de licores en 
Colombia datan de 1736, cuando se gravó la producción del aguardiente con un impuesto en el 
virreinato de la Nueva Granada. Sin embargo, uno de los más importantes antecedentes es el 
Decreto Legislativo 41 de 1905, que estableció el monopolio y definió como renta nacional, 
aquella generada por la producción, introducción y venta de licores destilados embriagantes, 
excluyendo del mismo los vinos, perfumes, barnices y demás artículos farmacéuticos y 
medicinales.  
 
Poco tiempo después, dicha norma fue elevada a rango constitucional, mediante el Acto 
Legislativo 3 de 1910, que corresponde al artículo 31 de la Constitución Política de 1886. Esta 
disposición es un antecedente normativo importante, pues define el alcance de las actividades que 
abarca el monopolio de licores destilados, precisando que comprende su producción, introducción 
y venta de los mismos. De igual manera, reconoce a las Asambleas la facultad de optar por el 
ejercicio del monopolio, o bien, de "gravar esas industrias", si no convenía, estableciéndolas como 
alternativas que no podían ser concurrentes, aspectos que decidió mantener el constituyente de 
1991. 
 
La discusión dada en el seno de la Asamblea Constituyente en cuanto al mantenimiento 
del monopolio de licores no fue pacífica. En el amplio debate generado respecto del actual artículo 
336 de la Carta Política, encontramos posiciones a favor y en contra de distinta índole. Los 
argumentos de los sectores y constituyentes que abogaban por eliminar el monopolio 
departamental de licores, hacen referencia, principalmente, a la politización, clientelismo y 
corrupción en las industrias licoreras departamentales. Por su parte, dentro de las razones 
expuestas que sustentaron la decisión del constituyente de no eliminar el monopolio, se destacan 
algunas de carácter socio-económico, políticas y otras filosóficas. 
 
Finalmente, la Constitución de 1991 mantuvo el monopolio de licores. Quienes 
defendieron esta posición, exhortaron a la Asamblea Nacional Constituyente a considerar aspectos 
más allá de las deficiencias administrativas, financieras y los presuntos hallazgos fiscales de las 
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Industrias Licoreras Oficiales, frente a los cuales sea de paso indicar, no había unidad de criterio.  
En su lugar, se destacaron algunos propósitos extra fiscales que se cumplen con el ejercicio 
monopolio, tales como:  mejor control de calidad del licor, control del contrabando y del consumo 
de alcohol. Por otra parte, se cuestionó la posibilidad de reemplazar el recaudo que recibían los 
departamentos que ejercían el monopolio con un tributo, advirtiendo la incidencia negativa que 
podría tener un aumento exagerado en la tarifa del impuesto, en términos de reducción de las 
ventas y del recaudo, pues no se ha contemplado una fuente de financiación que pueda sustituirla. 
Finalmente, se llamó la atención sobre el riesgo de que este monopolio estatal que le produce 
réditos al Estado, pasara a los particulares, lo cual es menos deseable por razones de equidad y 
asignación de recursos.  
 
La Carta Política de 1991 acogió los criterios esenciales definidos por el Acto Legislativo 
3 de 1910, pero también introdujo algunos elementos adicionales coherentes con los fines y 
principios del mismo. Dentro de las novedades incluidas, debemos destacar: la penalización de la 
evasión fiscal en materia de las rentas del monopolio; la facultad que se otorga el gobierno para 
liquidar las empresas monopolísticas del Estado y entregar su ejercicio a terceros, cuando no 
cumplan los requisitos de eficiencia; la destinación preferente a salud y educación para los recursos 
recaudados por este concepto y, la decisión de reservar al legislador ordinario la facultad no sólo 
para establecer qué actividades constituyen o no monopolio rentístico, sino para fijar su régimen 
propio y determinar su organización, administración, control y explotación. 
 
  Este último aspecto cobra especial importancia en este trabajo, en cuanto al alcance de la 
reserva legal que el constituyente definió para la regulación del monopolio, ya que la Corte 
Constitucional ha sido clara en señalar, que la libertad de configuración que en esta materia se le 
ha otorgado al legislador no es absoluta e ilimitada. Por lo tanto, el legislador debía tener en cuenta 
al regular esta materia, no sólo las características específicas de estas actividades, sino también, 
observar con plenitud las pautas trazadas por el Constituyente, pues de lo contrario la ley deviene 





En este punto es importante advertir que las rentas derivadas del Monopolio de licores 
(Participación Económica y derechos de explotación), constituyen ingresos patrimoniales cuya 
titularidad y propiedad exclusiva corresponde a los departamentos, y gozan de las mismas 
garantías que la propiedad y renta de los particulares, por expresa disposición del Constituyente 
de 1991. Dichas rentas tienen el carácter de rentas endógenas de financiación de las entidades 
territoriales. Así pues, si bien por mandato constitucional, el legislador es el facultado para definir 
su régimen de organización, administración, control y explotación, ésta facultad no está 
desprovista de límites, por el contrario, los lineamientos definidos en la misma Constitución y 
prescritos por el Constituyente de 1991, son mandatos para el legislador,  
 
A pesar de lo anterior, esta tarea fue cumplida por el legislador de forma tardía, pues sólo 
hasta la segunda legislatura de 2016, fue aprobado el régimen propio del monopolio de licores, 
mediante la ley la Ley 1816 de 2016 “por la cual se fija el régimen propio del monopolio rentístico 
de licores destilados, se modifica el impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos y similares, 
y se dictan otras disposiciones.” Debido a esta situación, durante el tiempo transcurrido entre la 
expedición de la Carta de 1991 y la entrada en vigencia de la ley 1816 de 2016, el marco normativo 
existente que regulaba el monopolio de licores estaba contenido, principalmente, en normas 
expedidas con anterioridad al artículo 336 superior, compiladas en el Decreto Ley 1222 de 1986.  
 
Esta circunstancia generó discusiones en cuanto a la constitucionalidad del Decreto Ley 1222 
de 1986. Sin embargo, de acuerdo a lo planteado por la Corte, las normas preconstitucionales 
conservaron su vigencia a pesar de la expedición de la Constitución de 1991 y durante el período 
en que no fue dictada la ley, por cuanto estaban amparadas por el principio de subsistencia de la 
legislación prexistente. Según el juez constitucional, en el evento en que existiera antinomia o 
contradicción con la norma superior, ésta debía resolverse aplicando preferentemente el criterio 
jerárquico, es decir, requería necesariamente ser demandada para que el Juez Constitucional y, 




Así las cosas, hasta la entrada en vigencia del régimen legal propio del monopolio de licores 
135 
 
contenida en la Ley 1816 de 2016, éste fue regido por las disposiciones contenidas en la Ley 14 
de 1983 compilada en el Decreto Ley 1222 de 1986. Además, los artículos que sobre el particular 
establecieron las Leyes 223 de 1995 y 788 de 2002 y sus disposiciones reglamentarias (Decretos 
2141 de 1996, 3071 de 1997). Este marco normativo comprendía a su vez, las ordenanzas a través 
de las cuales las Asambleas departamentales regularon aspectos y condiciones para el ejercicio del 
monopolio, con fundamento en la facultad reconocida por la Ley 14 de 1983. 
 
En el marco de estas disposiciones, la Ley 14 de 1983 compilada en el Decreto 1222 de 
1986, estableció unos lineamientos para los departamentos en cuanto al manejo del monopolio, 
permitiendo ejercerlo directamente a través de sus empresas o licoreras departamentales, 
dependencias de la administración o con el apoyo de un tercero, o bien,  indirectamente, a través 
de terceros -personas de derecho público o privado-, con quienes los departamentos podían 
celebrar contratos de intercambio y todo tipo de convenio que, dentro de las normas de contratación 
vigentes, permitieran agilizar el comercio de estos productos.  
 
Para este fin, los departamentos podían celebrar con entidades públicas o privadas cualquier 
clase de convenios o contratos, los cuales debían regirse, por supuesto, por el régimen de 
contratación pública y respetar los principios generales de contratación estatal, en la medida en 
que es el régimen contractual aplicable para los contratos celebrados por los departamentos. 
 
A pesar de lo anterior, el marco normativo aplicado hasta la expedición del régimen propio 
fue cuestionado. El reproche apunta a que la amplitud de sus normas dio espacio para un ejercicio 
discrecional del monopolio de licores por parte de los departamentos, generando disparidad de 
reglas y el cierre de fronteras para muchos productos nacionales y extranjeros. 
 
Las Asambleas de los departamentos que optaron por ejercer el monopolio de licores, en 
ejercicio de las competencias reconocidas por la Ley 14 de 1983 (artículo 61), regularon los 
aspectos necesarios para su ejercicio y en ciertos casos, algunos aspectos fueron regulados de 
manera particular mediante los contratos o convenios que podían suscribir los departamentos para 




Uno de los principales aspectos regulados por parte de las Asambleas Departamentales, era 
la definición de la tarifa de la participación económica aplicable sobre los productos objeto del 
monopolio, que no podría ser menor a la fijada para el Impuesto al consumo de licores. Es por ello 
que podemos encontrar departamentos con tarifas distintas por concepto de participación, lo cual 
generaba mayor interés para estas entidades s al momento de decidir si adoptaban o no el 
monopolio. Pero a su vez, dio lugar a serios cuestionamientos en términos de la inestabilidad del 
negocio y de la diferencia tarifaria por jurisdicciones. 
 
En cuanto al contenido de los contratos o convenios celebrados para la explotación del 
monopolio, ciertamente la normativa que regulaba el monopolio de licores no definió mínimos ni 
estableció ningún tipo de restricción, salvo lo relacionado con la tarifa de la participación 
económica.  
 
A pesar de ello, al efectuar una revisión de los convenios y contratos de producción, 
introducción o comercialización, encontramos aspectos comunes en su regulación, que 
probablemente los departamentos adoptaron por remisión o consulta de contratos suscritos por 
otros departamentos; hay un segundo grupo de cláusulas que regulan aspectos contractuales 
generales, como son: las garantías, terminación del contrato, supervisión, solución de 
controversias, multas, caducidad, cláusula penal, indemnidad, liquidación, perfeccionamiento, 
entre otros.  Sin embargo, las cláusulas contractuales que mayores cuestionamientos generaron, 
son las referentes al aspecto cuantitativo, ya que estos contratos o convenios no se limitaron a 
regular la participación económica. Dentro de este tipo de estipulaciones contractuales podemos 
destacar las que establecen precios mínimos, cuotas mínimas de venta, y las que obligan al pago 
de compensaciones o erogaciones económicas adicionales a la participación económica.  
 
En algunos casos, estas exigencias eran autorizadas por las Asambleas Departamentales 
con fundamento en la competencia otorgada por el artículo 61 de la Ley 14 de 1983 para regular 
el manejo del monopolio. En este sentido, establecían la posibilidad de exigir pagos adicionales a 
la participación económica a título de compensaciones, derechos o regalías, a favor del 
departamento o bien, de la empresa de licores departamental, como empresa monopolística. No 
obstante, también existen casos en los que este tipo de erogaciones no estaban reguladas en 
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Ordenanzas, sino que eran acordadas por las partes y reguladas en el contrato o convenio de forma 
integral.  
 
Dichas cláusulas podían presentar ciertas variaciones de un departamento a otro o incluso, 
de un contrato a otro en el mismo departamento, pero en esencia, tenían un objetivo, tener una 
proyección más concreta de las rentas derivadas del monopolio y lograr mayores ingresos a los 
que podría recaudar gravando las actividades con el impuesto, atendiendo al propósito de arbitrio 
rentístico. Razón por la cual, fueron cuestionadas por productores, distribuidores y principalmente, 
por importadores, por considerar que constituyen prácticas restrictivas y discriminatorias al 
comercio de licores.  
 
La legalidad de las disposiciones por las cuales se autorizó el cobro de erogaciones 
adicionales a la participación económica, fue cuestionada por considerar que desconocen los 
principios constitucionales de legalidad, república unitaria por desconocer la prohibición 
contenida en el artículo 67 de la Ley 14 de 1983, al constituir un gravamen adicional sobre la 
producción, introducción o comercialización de licores.   
 
Sin embargo, para el Consejo de Estado las disposiciones que regularon el monopolio antes 
de la entrada en vigencia de la Ley 1816 de 2016, no limitaron a los departamentos para obtener 
como contraprestación por el ejercicio del monopolio, solamente la participación económica. Por 
lo tanto, la competencia de las Asambleas para regular la forma de ejercer el monopolio también 
comprendía la posibilidad de establecer pagos adicionales a través de los convenios o contratos 
que firmaban los departamentos, los cuales no constituyen gravámenes adicionales, sino ingresos 
convencionales que pactan las partes como contraprestación por la autorización o el derecho que 
se reconoce para desarrollar la actividad de producción, introducción o comercialización de licores 
en los departamentos. Igualmente, al no constituir un gravamen adicional, no va en contravía de la 
prohibición contenida en el artículo 127 del Decreto 1222 de 1986. Esta posición jurisprudencial 





En este estado de cosas se ventilaron y discutieron durante 25 años varias iniciativas que 
apuntaban a establecer el régimen propio del monopolio de licores. Sin embargo, fueron los 
compromisos internacionales asumidos por Colombia los que generaron la mayor presión al 
legislador para regular este monopolio. En especial, la celebración de consultas q u e  s o l i c i t ó  
el 13 de enero de 2016 la Unión Europea con Colombia, acerca de determinadas medidas 
relacionadas con el trato que otorgaba el país  a nivel nacional y departamental a las bebidas 
alcohólicas importadas. En la solicitud de consultas la Unión Europea cuestiona el cumplimiento 
de los compromisos asumidos por Colombia en el GATT de 1994, específicamente en los párrafos 
1, 2 y 4 del artículo III, párrafo 3 a) del artículo X y párrafo 12 del artículo XXIV. 
 
La Ley 1816 de 2016 entró en vigor el 1° de enero del año 2017, derogando expresamente 
los artículos 61, 62, 63, 65, 66, 69 y 70 de la Ley 14 de 1983, los artículos 121, 122, 123, 125, 128, 
129 y 130, 133 y 134 del Decreto 1222 de 1986, y los artículos 51 y 54 de la Ley 788 de 2002, así 
como las demás contrarias. 
 
La citada Ley se ocupa de regular múltiples aspectos propios de la adopción, explotación, 
administración y control del monopolio. Dentro de éstos, uno de los principales cambios que 
incorpora el régimen legal, consiste en la definición de las rentas derivadas del monopolio, 
reconociendo como nueva renta, adicional a la participación económica, los derechos de 
explotación. 
 
Los Derechos de explotación se derivan del ejercicio del monopolio sobre la producción e 
introducción de licores destilado y fueron concebidos como una forma de sustituir las erogaciones 
que los departamentos exigían por el derecho producir o introducir licores destilados en su 
jurisdicción. En el caso del monopolio de producción, su tarifa mínima debe ser definida por la 
Asamblea, mientras que en el de producción, la ley define un porcentaje del 2% de las ventas 
anuales de los licores introducidos. En cuanto a la Participación Económica, la ley deja en las 
asambleas departamentales la facultad para fijar la tarifa, que no podrá ser inferior a la del impuesto 
al consumo y ordena que deberá ser igual para todos los productos nacionales y extranjeros, en 




La ley también modifica la base gravable y tarifa del impuesto al consumo de licores, vinos, 
aperitivos y similares y por ende, de la participación económica. Establece una estructura 
compuesta por: un componente específico, un componente ad valorem, y un IVA cedido del 5%. 
En todo caso, las asambleas departamentales siguen facultadas para fijar una tarifa mayor en el 
ejercicio del monopolio. 
 
Dentro de los aspectos positivos que se destacaron en la estructura tarifaria adoptada, se 
encuentran; la definición de tarifas iguales para productos nacionales e importados; el componente 
específico que grava el efecto nocivo en la salud por el consumo de un mayor grado de alcohol y, 
el componente ad valórem que permite que los consumidores de licores más caros paguen más 
impuestos. 
 
Así mismo y no menos importante, el Gobierno Nacional resaltó que este esquema de 
tributación aseguraría el fortalecimiento de los ingresos de los departamentos, proyectando un 
aumento en el nivel de recaudo del 20%, el cual sí se evidenció para la vigencia 2017 aunque cayó 
en el 2018 como consecuencia de la inadecuada metodología aplicada por el DANE para certificar 
el Precio de Venta al Público de licores (base gravable del componente ad valorem), que al 
considerar los precios de productores e importadores, conllevó a que en la vigencia 2018, se 
disminuyera la base gravable del impuesto al consumo y con ello el impuesto a pagar, 
principalmente, respecto de los productos importados.  Esto generó un menor impuesto recaudado 
que en cálculos de la Federación Nacional de Departamentos osciló en 350.000 Millones. 
 
En cuanto a la naturaleza de la rentas derivadas del monopolio, un análisis del régimen 
contenido en la ley 1816 de 2016 permite concluir, a la luz de los criterios definidos por la Corte 
Constitucional que constituyen rentas endógenas, ya que quien tiene la titularidad exclusiva del 
monopolio de licores son los departamentos (criterio formal,) Por su parte, no es suficiente con la 
intervención del legislador para el perfeccionamiento de la obligación, pues es necesaria una 
decisión política de la Asamblea Departamental para adoptarlo, además debe establecer la tarifa 
aplicable de la participación y los derechos de explotación (criterio orgánico) Finalmente, los 
recursos del monopolio de licores se recaudan en su totalidad en la jurisdicción del departamento, 
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y sin perjuicio de una destinación “preferente”, se dirigen a sufragar los gastos de la entidad 
territorial. (Criterio sustancial). 
 
Lo anterior implica que el legislador al regular el monopolio de licores, no puede 
desconocer la titularidad, ni la especial protección que la Carta establece para las rentas del 
monopolio. Un análisis sistemático de las disposiciones constitucionales (Artículos 1º, 287, 336, 
362 C.P.), así como de los debates dados en el seno de la Asamblea Constituyente, permiten inferir 
que es claro que el propósito del constituyente del 91 fue el de reconocer estas rentas como de 
propiedad de los entes territoriales, en orden a respetar la autonomía que la misma Constitución 
establece para dichas entidades en el artículo 287 superior, norma que incluye, en términos de la 
Corte Constitucional, un reducto mínimo intocable, que constituye límite y guía para la acción de 
legislador en su tarea de establecer la distribución de las competencias. Dicho reducto mínimo 
comprende, entre otros, el derecho a administrar los recursos y establecer los tributos necesarios 
para el cumplimiento de sus funciones. 
 
A pesar de ello, se observa que el legislador al definir el régimen propio del monopolio, 
optó por regular casi de forma integral el régimen aplicable, reduciendo la competencia de las 
Asambleas a decidir sobre su adopción, y “los demás asuntos” a los que se refiere la ley, los cuales  
se reducen simplemente a: la aprobación de una mayor tarifa a la del impuesto al consumo para la 
participación económica y de la tarifa mínima de los derechos de explotación, en el caso del 
monopolio de producción. Este aspecto cuantitativo históricamente ha sido reservado a las 
Asambleas, en consideración a que uno de los principios que justifica el ejercicio del monopolio, 
es precisamente su finalidad de arbitrio rentístico, por lo tanto, es razonable y necesario que su 
definición sea realizada por los departamentos. 
 
 La regulación integral del monopolio de licores por parte del legislador, implica que si un 
departamento había optado por ejercer el monopolio antes de su vigencia, está en la obligación de 
aplicar los mandatos de la Ley, sin que resulte imperativo ni necesario para su ejercicio, la 
existencia de un desarrollo normativo interno, a excepción del único asunto que corresponde 
definir a la asamblea, lo cual sugiere en principio, un posible exceso en el ejercicio de la capacidad 




En cuanto a las formas de ejercer el Monopolio, la Ley 1816 de 2016 establece 
principalmente dos formas, sobre su producción y sobre su introducción, aclarando que, en cuanto 
a las actividades relativas a la distribución y comercialización, cada Departamento ejercerá el 
monopolio sólo respecto de los licores destilados que produzca directamente.  
 
En este punto, el régimen propio estableció que los departamentos podrían ejercer el 
monopolio directamente –con las empresas en las que participa, sus dependencias o con el apoyo 
de un tercero-; indirectamente, permitiendo temporalmente que la producción sea realizada por 
terceros y se incluye una nueva forma, habilitando la conformación de asociaciones, en las que los 
departamentos pueden participar con públicos o privados, para aunar esfuerzos y capital en procura 
de fortalecer el patrimonio público. 
 
Dentro de los cuestionamientos y dificultades planteados sobre los cambios normativos del 
monopolio de producción, el que mayor complejidad plantea, es la modalidad de selección exigida 
para elegir al tercero que podrá autorizarse temporalmente, para producir el licor de su propiedad, 
en el territorio del departamento que ejerce el monopolio, caso en el cual, el artículo 8º de la Ley 
obliga a adelantar un proceso de licitación pública utilizando un procedimiento de subasta 
ascendente sobre los derechos de explotación cuyo valor mínimo será fijado por la Asamblea. 
 
En nuestra opinión, la ley creó una modalidad de selección con un nuevo mecanismo de 
adjudicación, que es la subasta ascendente. Al revisar el marco normativo general de contratación, 
lo que se regula es la subasta inversa, que se exige para el caso de la adquisición o suministro de 
bienes y servicios de características técnicas uniformes y de común utilización por parte de las 
entidades, que corresponden a aquellos que poseen las mismas especificaciones técnicas, con 
independencia de su diseño o de sus características descriptivas, y comparten patrones de 
desempeño y calidad objetivamente definidos. Por lo tanto, esto no sería aplicable en el caso del 
monopolio de producción, pues recordemos que el departamento debe seleccionar a un tercero 
para que produzca un licor que es de su propiedad, en consecuencia, podríamos tener tantos 
productos, cuantos terceros se presenten a la puja, con distintas características y especificaciones 
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técnicas. Así pues, no podría la entidad territorial identificar características técnicas, patrones de 
desempeño y calidad uniformes, que es una exigencia de la norma contractual. 
 
A la fecha  ningún departamento ha realizado el proceso de selección exigido, ad portas 
incluso del vencimiento de los contratos de producción que fueron suscritos antes de la entrada en 
vigencia del régimen propio, pues no ha sido claro para éstos definir cuáles serían las variables 
técnicas y económicas sobre las cuales los oferentes podrían realizar la puja en una licitación 
pública con el mecanismo de adjudicación señalado. 
 
Lo anterior es cuestionable debido a que al no estar suficientemente desarrollada en la Ley 
que la crea, ni en las normas de contratación vigentes, podría conllevar incluso a posibles 
responsabilidades penales por parte de los llamados a adelantar el proceso, quienes podrían incurrir 
eventualmente en una celebración indebida de contratos, pues no existe claridad en las normas 
aplicables. Además, para las autoridades de los departamentos que actualmente ejercer el 
monopolio indirecto de producción, puede constituir un riesgo de responsabilidad fiscal, el hecho 
de dejar de percibir los ingresos que la entidad territorial recibía en virtud de los permisos o 
contratos de producción celebrados antes de la entrada en vigencia de la Ley 1816.  
 
Por lo tanto, es imperioso que se expida una reglamentación respecto de la modalidad de 
contratación creada por la Ley 1816 en su artículo 8º para para el ejercicio del monopolio como 
arbitrio rentístico sobre la producción de licores destilados, ya que el vacío normativo existente 
está generando un claro riesgo para los mandatarios locales y ha impedido el ejercicio efectivo del 
monopolio rentístico sobe la producción por parte de los departamentos. 
 
En relación con el monopolio sobre la introducción de licores, la competencia de los 
departamentos se limita en cuanto la autorización, al otorgamiento de permisos, previa verificación 
formal del cumplimiento de un listado taxativo de los requisitos que define la ley. Lo anterior sin 
perjuicio de las causales para su cancelación o rechazo, que son igualmente materias reguladas de 




La modificación realizada, pasado del esquema de contratos a los permisos emitidos 
mediante actos administrativos, se realizó con el fin de evitar el establecimiento de  exigencias 
particulares, tales como, precios mínimos de venta, volúmenes mínimo de ventas, las cuales a la 
luz de la industria de licores extranjera, constituían prácticas proteccionistas de los licores 
producidos por el respectivo departamento. Sin embargo, para los departamentos son mecanismos 
que permitían planear sus presupuestos, asegurar mayores ingresos por concepto del monopolio, 
y en el caso de aquellos que tienen licoreras, proteger el mercado de sus propios productos, 
regulando el porcentaje de participación de los productos de similares características. 
 
El nuevo esquema previsto para el monopolio sobre la introducción, conllevó en términos 
prácticos, a una apertura inmediata de las fronteras de los departamentos a todos los licores 
destilados, nacionales y extranjeros, pues los licores menores de 15 grados de contenido del 
alcohol, ya ingresaban sólo con un registro previo por no estar sujetos a monopolio. A partir de 
la Ley 1816, aquellos con contenido de alcohol mayor a 15 grados, sujetos a monopolio, ingresan 
sólo con el cumplimiento de los requisitos que la ley enlista, los cuales revisten en su mayoría un 
carácter meramente formal, además las causales para negar el permiso, suponen en su mayor 
parte, el no cumplimiento de exigencias que introduce esta misma ley 
 
La situación tal vez más relevante derivada del nuevo régimen propio del monopolio de 
introducción, es la evidente sustitución del consumo de licores nacionales por productos 
importados. La participación de los licores nacionales e importados, frente al total de botellas 
declaradas entre los años 2015 a 2018, muestra que el consumo de licores nacionales disminuyó 
de un 76% al 69%, en contraste con el incremento de licores extranjeros, que pasó de un 24% a 
un 31% en solo dos (2) años. 
 
Además de la apertura del mercado a productos importados altamente competitivos, la 
sustitución en el consumo de licor nacional por licores importados como whiskys, vinos, vodkas 
y tequilas, también ha sido determinada por el error cometido por el DANE en la certificación de 
PVP de 2018, que conllevó a que se disminuyera la base gravable del impuesto al consumo y con 




Ante este estado de cosas, se incrementaron las ventas de dichos productos a menores 
precios, coadyuvando en el desplazamiento del consumo de aguardientes y rones nacionales y 
afectando negativamente a la industria nacional, en particular, las utilidades de las empresas 
licoreras departamentales, que son otra fuente de ingresos importantes para las inversiones en 
salud, educación y deporte en los territorios. Al mismo tiempo que ha disminuido el consumo de 
ciertos productos nacionales; el mercado ha migrado a un consumo de productos de baja categoría 
con menores precios en relación con lo que venía consumiendo 
 
Esta situación genera mayor preocupación si se tiene en cuenta las consecuencias que 
podría generar frente a la industria licorera departamental, afectadas principalmente, a causa de 
la reducción en las ventas de los aguardientes nacionales, como consecuencia de la eliminación 
de reglas de protección del monopolio con las que contaban los departamentos, que permitían 
proteger el producto nacional, antes de la aprobación de la Ley 1816 de 2016. 
 
Considerando este estado de cosas, consideramos oportuno evaluar si el régimen propio 
cumplió con los fines que el Constituyente consideró al conservar esta figura. Sin embargo, tal 
planteamiento requeriría evaluar cada uno de los fines o criterios que justificaron su existencia 
(arbitrio rentístico, salud pública, control al contrabando, al consumo, entre otros) y efectuar un 
ejercicio de ponderación (AA.VV., 2001, pág. 372), dada la contradicción que se presenta entre 
ellos . Así pues, de antemano se advierte que las conclusiones del análisis pueden variar según 
cómo sean ponderados los criterios. Razón por la cual, no podría pretenderse llegar a una única 
y válida conclusión. 
 
Aclarado lo anterior, lo primero que estimados debe considerarse que si bien es cierto que 
la Ley 1816 de 2016 logró corregir la discriminación a los licores extranjeros respecto de los 
licores de producción nacional, tanto en su aspecto cuantitativo, como en las condiciones para su 
introducción a los departamentos, es igualmente cierto que Colombia decidió ratificar la 
existencia y mantener el monopolio de licores en los mismos tratados suscritos. Esta situación 
planteaba una aparente incompatibilidad, pues suponía que Colombia debía también tomar 




Sin embargo, ante esta situación, consideramos que el Gobierno no debió sólo 
concentrarse en definir una nueva fórmula para el aspecto cuantitativo del tributo que garantizara 
maximizar los ingresos a cambio de la no discriminación y la prohibición de todos los requisitos 
y condiciones que exigían los departamentos para la introducción y producción de licores en su 
jurisdicción.  Era igualmente necesario e importante, evaluar qué pasaría con la Industria Licorera 
Nacional y establecer esquemas para fortalecer y salvaguardarla, ya que la alternativa propuesta 
y aprobada para ejercer el monopolio sobre la introducción implica, como ya se indicó, que por 
mandato legal se abrieran las fronteras a todo el catálogo de licores, sin considerar que no 
estábamos entre partes equiparables en la negociación, pues ciertamente no podemos equiparar 
la industria extranjera de licores con la nacional.  
 
En efecto, como consecuencia de la eliminación de reglas de protección del monopolio 
con las que contaban los departamentos, que de alguna forma permitían proteger el producto 
nacional, las cifras que muestra el mercado desde 2016, evidencian una crisis en las ventas de la 
mayor parte de la industria licorera nacional, con una tendencia que, de mantenerse, puede 
conllevar a una crisis de la industria del aguardiente, lo cual pone en el escenario un gran 
cuestionamiento: ¿Cuál es la apuesta del país frente a su industria licorera nacional? ¿Cuál es 
la posición como país frente a la protección de los licores nacionales?  
 
Si bien es cierto que esta condición no ha impactado el recado de la mayor parte de los 
departamentos, con la salvedad realizada respecto del riesgo de deterioro en las finanzas de los 
productores de aguardiente, frente a esta consideración es importante hacer dos anotaciones. En 
primer lugar, tal como lo plantea la Oficina de rentas de Cundinamarca, estamos sustituyendo 
bienes que son más eficientes desde el punto de vista rentístico, por otros que lo son menor 
medida, ya que la industria nacional de licores lleva aparejada una serie de encadenamientos 
productivos que favorecen las economías locales, pero las medidas tomadas están generando una 
sustitución hacia productos importados o de menor valor, que no representan mayores réditos o 
aportes que aquellos tributos que cancelan, lo cual por supuesto, no compensa el impacto de 




Por otra parte, conviene también subrayar, que los mecanismos previstos por la Ley 1816 
para la protección del aguardiente nacional que fueron antes explicados, no resultan efectivos, ya 
que los principales productos por los que se ha sustituido su consumo, son whiskys de bajo precio. 
Por lo tanto, cerrar las fronteras al ingreso de otros aguardientes no es una opción eficaz que 
permita atender la situación presentada.  
 
A lo anterior se le suma la incidencia que el contrabando y la adulteración de licor tiene 
también en términos de reducción del consumo legal y de salud pública, aspecto frente al cual 
urge que el Gobierno Nacional tome acciones en cuanto a la regulación de la introducción de 
alcohol potable y el control de su trazabilidad, pues a pesar del mandato de la misma Ley 1816, 
los departamentos ven pasar estos productos sin que a la fecha exista una regulación clara que 
permita el control y con base en la cual pueda exigirse su desnaturalización para evitar que se 
destine fraudulentamente a la producción de licor.  
 
Además de ello, creemos que se ha desbordado la real capacidad de fiscalización y control 
que tienen los departamentos, pues el ingreso de todo tipo de licores destilados ha ampliado el 
número de bodegas, distribuidores, esquemas de comercialización y por supuesto, de productos, 
lo cual exige para su adecuado seguimiento y control; recursos humanos, técnicos y logísticos 
suficientes en las Secretarías de Hacienda para evitar la evasión y el contrabando, lo cual no es 
la regla general en nuestros departamentos, que tienen muy limitadas sus capacidades 
administrativas para ejercer este tipo de funciones. 
 
En este estado de cosas, es pertinente hacer un alto y evaluar si el proceso de verificación 
formal de requisitos para la autorización del ingreso de licores, realmente ha permitido cumplir 
con el principio de arbitrio rentístico del monopolio, o si por el contrario, la apertura del mercado 
a todos los tipos de licores destilados, ha determinado una menor eficiencia, en razón a la 
sustitución de bienes rentísticamente eficientes.  
 
Aunado a lo anterior, se cuestiona si la incidencia de esta decisión ha sido positiva en 
términos de salud pública, como finalidad del monopolio, pues mientras el contrabando y la 
adulteración aumentan sostenidamente y acompañan cada día más de cerca a nuestra sociedad, 
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lo cierto es que las capacidades administrativas de los departamentos para el efectivo control de 
estos flagelos no fueron fortalecidas en el nivel que exige este gran cambio, aspecto que omitió 
considerar el legislador antes de generar el mayor riesgo. Por el contrario, en este punto se 
recuerda que la Ley 1816 prohibió algunos cobros que los departamentos obtenían por virtud de 
los convenios o contratos que autorizaban la introducción de licores, que estaban destinados a sus 
Fondos de rentas y al control de la evasión y el contrabando. Con lo cual desapareció esa fuente 
de ingresos específica que tenían las haciendas departamentales. 
 
Finalmente, consideramos que el cuestionamiento realizado por el Constituyente de 1991 
mantiene validez y debe traerse a colación en este punto, pues aún 25 años después, el país no 
investigado otra forma de obtener recursos para sus departamentos distintos a los provenientes 
de licores, cervezas y tabaco. Por lo tanto, no puede ponerse en riesgo ni debilitarse esta estructura 
de ingresos, que por más cuestionamiento que soporte, significa su mayor fuente. Esta afirmación 
cobra mayor vigencia si se tiene en cuenta que después de la Ley 1816 de 2016, hemos observado 
dos fuertes intentos de modificar la estructura tarifaria del Impuesto al Consumo de Licores y por 
lo tanto de la participación económica, incluidos en el proyecto de ley de financiamiento 
tramitado en 2018 y en el recientemente aprobado Plan de Desarrollo, que tenían el propósito 
disminuir las tarifas y con ello, desmontar uno de los aspectos positivos del régimen propio 
 
Igualmente, es preciso volver sobre la necesidad de establecer mecanismos que ayuden a 
las Licoreras Oficiales a ser más competitivas, en aspectos como el esquema de contratación, los 
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